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PRESENTACIÓN

			He aquí la pregunta: ¿Tenemos los conocimientos politológicos para entender los matices y comprender las aristas de cada ideología política? Este libro reúne treinta y cinco capítulos con sendas ideologías diferentes. En Ideologías y movimientos políticos contemporáneos, el pluralismo ideológico se recoge en toda su diversidad. Es una obra de profesoras y profesores de Ciencia Política de una docena de universidades distintas.

			En el siglo XXI, lejos de desvanecerse, las ideologías políticas se afianzan y diversifican. El pasado siglo XX no comportó el fin de las ideologías, como se auguró. Basta con observar el populismo. Ante flamantes escenarios históricos, las ideas políticas actúan e interactúan. A título ilustrativo, en la actualidad se afrontan nuevos retos, como subyace en el feminismo, el ecologismo y el pacifismo.

			Existe una tipología heterogénea de ideologías. Unas son un cuerpo de ideas, en mayor o menor medida, sistematizado. Ejemplo de ello lo son el socialismo, el anarquismo, el comunismo y el ecosocialismo. Otras se focalizan primordialmente alrededor de una idea axial. Un botón de muestra lo son el cosmopolitismo y el republicanismo. Otras son enfoques académicos cuyas ideas tienen impacto social en la política. Responde a este prototipo la teoría crítica, el marxismo analítico y el comunitarismo.

			Todas son ideologías contemporáneas. Unas de raigambre más antigua, como el liberalismo clásico y los contrarrevolucionarios. Otras son más novedosas, como el multiculturalismo, el antiespecismo, el posmodernismo y el antiglobalismo. Todas ellas están presentes en Ideologías y movimientos políticos contemporáneos.

			Analizar las ideas es clave para evitar caer en una burda explicación superficial de dichas ideologías que, por ejemplo, confunda el liberalismo progresista con el liberalismo conservador. O que a este se lo reduzca al neoliberalismo. O que yerre mezclando este último con el neoconservadurismo, éste con la nueva derecha cristiana y ésta con la democracia cristiana. Son ideologías distintas entre sí, aunque tengan lazos ideológicos que resulten familiares.

			Aprender a reconocer las semejanzas y las diferencias entre las treinta y cinco ideologías forma parte de una capacitación politológica en una educación de calidad. Cabe preguntarse si sabemos las divergencias entre el nacionalismo y el federalismo. Si estamos al tanto de la distinción entre el antisemitismo y el racismo. Si estamos al corriente del contraste entre el islamismo y el islamismo yihadista. Si conocemos las disimilitudes entre el fascismo y la nueva extrema derecha. Hay que percatarse de dicha diversidad.

			Las ideas políticas se necesitan porque son mapas interpretativos de la realidad. Son narrativas que guían a las personas, los movimientos sociales, los grupos de interés, los partidos políticos, las políticas públicas y la gestión pública. Es importante el uso político y social que se hace de tales relatos. De ahí que convenga el análisis del discurso. Hallamos así la heurística de pensar el machismo como ideología.

			La configuración de Ideologías y movimientos políticos contemporáneos contiene una hipótesis principal: las transformaciones modernizadoras de la Ilustración tuvieron su correlato en la aparición de un conjunto de ideas políticas legitimadoras de dichas transformaciones sociales; motivó el surgimiento de los oponentes doctrinales de aquéllas, en sus distintos momentos históricos; y, finalmente, hizo surgir su complementariedad en forma de nuevos idearios allí donde unas u otras ideas no pueden dar respuesta a los problemas e interrogantes que se plantean.

			Son temas para politólogos, sociólogos, filósofos, historiadores, periodistas, juristas y economistas, así como para cualquier otro investigador social y la ciudadanía en general. De ahí que la presente obra Ideologías y movimientos políticos contemporáneos, tenga —de modo contrastado en el transcurso de sus más de dos décadas de edición— un alto interés educativo e intelectual y, por ello, los dos editores hemos incorporado cada uno la mitad de los autores y sus respectivos capítulos de libro para dar una visión completa de las ideologías políticas.

			Hemos participado profesores y profesoras de doce universidades: Universitat de Barcelona (UB), Universidad del País Vasco-Euskal Herriko Unibertsitatea (UPV-EHU), Universidad Autónoma de Madrid (UAM), Universitat Autònoma de Barcelona (UAB), Universitat Pompeu Fabra de Barcelona (UPF), Universidad de Santiago de Compostela (USC), Universidad Complutense de Madrid (UCM), Universidad Carlos III de Madrid (UC3M), Universidad de Málaga (UMA), Universidad de Granada (UGR), Universidad Pablo Olavide de Sevilla (UPO) y Universidad de Castilla-La Mancha (UCLM).

			Un núcleo del profesorado de Ciencia Política que en las universidades investigamos y enseñamos Teoría Política hemos escrito Ideologías y movimientos políticos contemporáneos, elaborando unos estados de la cuestión exhaustivos para proporcionar una investigación politológica con excelencia.

			XAVIER TORRENS y JOAN ANTÓN

		

	
		
			CAPÍTULO I

			
LIBERALISMO CLÁSICO

			JOAQUÍN ABELLÁN

			SUMARIO: I. Inglaterra. 1. Los comienzos del liberalismo: disidencia religiosa y Derecho natural teísta. 2. Un nuevo fundamento teórico para el liberalismo: la aportación de los filósofos morales escoceses (1740-1790). 3. El liberalismo y los economistas clásicos. 4. El liberalismo de base utilitarista de Jeremy Bentham y los «radicales filosóficos» (1770-1832).—II. Francia. 1. La crítica antiabsolutista por parte de los nobles. 2. Reivindicación de la libertad individual en el pensamiento ilustrado. 3. El liberalismo posrevolucionario (1814-1830).—III. Alemania. 1. Crítica antiabsolutista en defensa del orden estamental. 2. Crítica al absolutismo y a la sociedad estamental. 3. Teoría liberal del Estado en el Derecho natural. 4. Liberalismo historicista.—IV. Observación final. —Bibliografía.

			Con la expresión liberalismo clásico, o primer liberalismo, estamos denominando el conjunto de ideas que se fueron formulando durante los siglos XVII y XVIII en contra del poder absoluto del Estado y de la autoridad excluyente de las iglesias y en contra de los privilegios político-sociales existentes, con el fin de que el individuo pudiera desarrollar sus capacidades personales, su libertad, en el ámbito religioso, económico y político. La reivindicación de la libertad y de la autonomía del individuo apuntaba hacia la creación de un orden político que las reconociera y las garantizara. La crítica antiabsolutista desembocó, por ello, finalmente, en la reclamación de una Constitución escrita que organizara el poder político como un poder limitado, y controlado, desde el reconocimiento de ciertos derechos de los individuos. En la crítica antiabsolutista, no obstante, hubo quienes deseaban no perder una sociedad organizada sobre la existencia de privilegios estamentales y quienes exigían un nuevo modelo de sociedad organizado precisamente sobre la eliminación de esos privilegios y el sometimiento de todos a las mismas leyes. En todo caso, la crítica liberal se diferenciaría desde el comienzo de las reivindicaciones del radicalismo democrático.

			La intensidad de la crítica y la forma de argumentación que adoptó la crítica liberal, así como el momento de su expresión, fueron distintos según los países. A continuación se da cuenta de la formación del primer liberalismo en Inglaterra, Francia y Alemania, limitándonos siempre a la búsqueda de esas ideas antiabsolutistas y antiestamentales, sin abordar ahora otros niveles de la realidad histórica, como sería el análisis de la formación de los partidos políticos o movimientos sociales liberales y de los grupos sociales que los apoyaban.

			
I. INGLATERRA

			
1. LOS COMIENZOS DEL LIBERALISMO: DISIDENCIA RELIGIOSA Y DERECHO NATURAL TEÍSTA


			El liberalismo nació en Inglaterra, a mediados del siglo XVII, entre la guerra civil y la Revolución gloriosa de 1688, cuando se formularon argumentos contra el poder absoluto de la monarquía y contra el poder de la iglesia, en concreto contra la pretensión de ésta de monopolizar la verdad religiosa. Las primeras manifestaciones de esta crítica se encuentran en los niveladores, un grupo de pequeños propietarios y de disidentes del ejército parlamentario de Oliver Cromwell, que se organizó como partido político en 1646. Las ideas más importantes de los niveladores eran que la comunidad política es un conjunto de personas libres que comparten los mismos derechos fundamentales y que el gobierno tiene que estar basado en el consentimiento de aquellos sobre los que se manda, teniendo que rendir cuentas ante el pueblo, cuyos derechos pretende proteger. Habida cuenta de que las personas sobre las que se manda son racionales, el gobierno no puede ser paternalista ni intervencionista, es decir, tiene que ser un gobierno con poderes limitados y que salvaguarde los derechos de los individuos, tales como la libertad de expresión, la libertad de credo religioso, de asociación y de comprar y vender.

			El otro factor que contribuyó a la aparición del liberalismo en Inglaterra fue la demanda de tolerancia y libertad religiosa protagonizada por los disidentes o inconformistas de la Iglesia anglicana. Hasta mediados del siglo XVII había dominado en Inglaterra un cierto compromiso doctrinal entre el protestantismo de origen calvinista y el catolicismo romano. El proceso de nacionalización política en el que tuvo un papel importante la reforma protestante había sido posible precisamente porque se había dado ese compromiso mencionado. Este compromiso había implicado en la realidad una práctica de tolerancia. Pero a mediados del siglo XVII salieron a luz importantes disidencias respecto a la iglesia anglicana y hacia los valores por ella encarnada: tradicionalismo y autoritarismo. Los ataques a la Iglesia anglicana cristalizaron en el movimiento puritano, que aspiraba a la independencia eclesiástica y a un tipo de organización no episcopalista de la Iglesia, es decir, una organización presbiteriana, de asamblea. Durante el Protectorado de Oliver Cromwell hubo de hecho un reconocimiento de las distintas sectas protestantes. Pero, tras la restauración de los Estuardos, en 1660, se reavivó el debate sobre la tolerancia, pues muchos pastores presbiterianos e independientes fueron despojados de los beneficios eclesiásticos que les habían sido atribuidos durante la República y el Protectorado. Incluso dentro de la Iglesia anglicana se manifestaron tendencias de tolerancia respecto a los disidentes, como la de los llamados latitudinarios, que abogaban por que dentro de la Iglesia anglicana cupiesen todos, unidos en lo esencial de la fe cristiana y con libertad en lo no esencial. La revolución de 1688 llegaría finalmente a un compromiso de tolerancia con los disidentes protestantes1.

			Ambas líneas de argumentación, la demanda de tolerancia religiosa y la reivindicación de un concepto de comunidad política asentada en el libre consentimiento de sus miembros, fueron recogidas y sistematizadas por John Locke (1632-1704). La fundamentación que Locke dio a estas argumentaciones se convirtió en la expresión clásica del primer liberalismo2.

			En relación a la cuestión de la tolerancia religiosa, ya en 1667 compuso Locke un Essay Concerning Toleration en el que se manifestaba a favor de que los llamados por la Iglesia anglicana Dissenter fueran tolerados, tomando en consideración las ventajas religiosas y económicas de la tolerancia. Su argumentación fue recogida y ampliada en su A Letter Concerning Toleration, de 1689, en donde el problema de la tolerancia se plantea como un problema político, que Locke aborda con los elementos de su teoría sobre la naturaleza de la sociedad y el gobierno. La libertad religiosa llega, para Locke, hasta donde no se produzca un daño a los derechos de otro individuo o no suponga un atentado contra la existencia misma del Estado. Pero es en su libro Dos Ensayos sobre el Gobierno Civil, de 1689, donde Locke analiza todas las cuestiones relativas al origen y los fines de la comunidad política y a la extensión y límites del poder político. Todo su pensamiento al respecto arranca de su concepción de la naturaleza del hombre. En esta concepción se destaca el que los hombres son criaturas de Dios, propiedad de Dios y no sometidas originariamente a ninguna otra criatura humana. Como criaturas de Dios tienen el deber de conservar la vida, es decir, no tienen ningún derecho a destruirla, lo cual implica también que nadie puede someterse al arbitrio total de otro: ningún hombre puede convertirse en esclavo de otro hombre. La naturaleza del hombre está guiada por una ley natural, cuyo contenido esencial consiste en lo que la razón determina como racional. El principio supremo que la razón establece en la relación entre los seres humanos es no hacer daño a la vida, a la salud, a la libertad o la propiedad de otro. Estos bienes, descritos por Locke como la propiedad de cada individuo, son precisamente los bienes a que cada hombre tiene derecho y puede defender, juzgando y castigando de acuerdo con la ley natural a quien los ataque.

			Aun siendo la ley natural una norma clara, no está garantizado, no obstante, que su aplicación por cada individuo se realice siempre de acuerdo con la razón, y existe, por consiguiente, una inseguridad en la protección de la vida, la libertad y la propiedad. Y es precisamente en la existencia de esta inseguridad donde tiene sus raíces la formación del Estado: sólo en una comunidad dotada de un poder político correspondiente, más allá del estado de naturaleza, se pueden garantizar verdaderamente la vida, la libertad y la propiedad de los hombres. Esa comunidad y su poder surgen de un contrato o un convenio entre los hombres por los que éstos renuncian a su poder de ejecutar cada uno por sí mismo la ley natural en orden a proteger sus bienes. Es a ese poder sobre los otros a los que los hombres renuncian, pues al poder de cada uno sobre sí mismo no se puede renunciar, al no poder disponer nosotros sobre nosotros mismos: nosotros no tenemos derecho a entregarnos totalmente a otra persona, es decir, no podemos convertirnos en esclavos de otro. El poder de esa comunidad es, esencialmente, un poder asentado en el consentimiento. Pero como la finalidad de la formación de la sociedad civil o política es precisamente la salvaguardia de los derechos naturales, el poder de esa sociedad civil no podrá ser absoluto, sino limitado a los fines para los que ha sido formada. El poder de la sociedad civil se compone precisamente de los poderes a los que los hombres renuncian de su estado natural, es decir, al poder de realizar cualquier cosa que considere conveniente para su propia conservación y la de los demás hombres —dentro de los límites de la ley natural— y el poder de castigar los delitos cometidos contra esta ley. De aquel primer poder sale el poder legislativo (para hacer leyes que salvaguarden los derechos naturales irrenunciables de los hombres), de este segundo poder —el de castigar— sale el poder ejecutivo o de aplicación de las leyes3.

			La separación de poderes en el Estado y, sobre todo, la subordinación de la actividad del Estado al respeto y garantía de los derechos de la vida, libertad y propiedad de los individuos no desemboca, sin embargo, en Locke, en la extensión del derecho de participación política a todos los hombres. La propiedad se convierte en el criterio decisivo y limitativo de participación política, aunque en Locke no haya una exclusión de principio4.

			
2. UN NUEVO FUNDAMENTO TEÓRICO PARA EL LIBERALISMO: LA APORTACIÓN DE LOS FILÓSOFOS MORALES ESCOCESES (1740-1790)

			En la segunda mitad del siglo XVIII, Escocia fue el escenario de una intensa actividad intelectual en las ciencias naturales, en la filosofía moral y política y en la ciencia económica, época conocida como la «Ilustración escocesa», en la que sobresalieron David Hume y Adam Smith, así como Adam Ferguson, Francis Hutcheson, Thomas Reid, James Steuart y John Millar, entre otros. En el campo de la filosofía moral y política desarrollaron una teoría de la sociedad y del gobierno político sobre bases distintas a las del derecho natural planteado por John Locke y analizaron la condición moral de la nueva sociedad comercial y las instituciones adecuadas a la misma. El más completo exponente de este nuevo planteamiento es David Hume (1711-1776)5.

			En la base de toda su filosofía hay una «teoría de los sentimientos», con la que se interpreta la naturaleza y el comportamiento de los hombres, partiendo de los sentimientos (passions) del placer y del displacer. La razón es entendida realmente como una esclava de los sentimientos, pero al mismo tiempo también como una instancia controladora e iluminadora de las consecuencias de esos sentimientos o passions. Los sentimientos y la razón, y su relación mutua, se interpretan sobre el trasfondo de unas necesidades por principio ilimitadas y que el hombre individual no puede satisfacer con sus solos medios. Esta unión de necesidades y debilidad o insuficiencia en la naturaleza humana constituye el fundamento de hecho de la vida en sociedad: el egoísmo, los intereses propios, se convierten en la razón de la existencia de la sociedad. Desde el egoísmo de los individuos se explica la necesidad de que la sociedad exista y la utilidad que ésta aporta a los propios individuos. La utilidad será asimismo el criterio explicativo de la existencia del Estado y de los límites de su acción.

			David Hume critica, por ello, la explicación racionalista que daban los teóricos del Derecho natural sobre el origen de la sociedad y del Estado y, más concretamente, sobre la cuestión de por qué hay que obedecer al poder del Estado. Hume encuentra que la idea de un estado de naturaleza en que los hombres fueran ya portadores de unos derechos individuales es una ficción, pues los individuos siempre nacen en una sociedad establecida, y piensa asimismo que la idea del contrato social como mecanismo explicativo del origen de la sociedad y del poder político es una construcción ahistórica, es decir, que no es un hecho histórico observable. La existencia de la sociedad sólo la puede probar la experiencia, la observación y la reflexión (Essays, 455), no se explica partiendo de una situación presocial en la que el hombre se viera obligado a formar la sociedad. La sociedad existe porque es útil para los individuos: unirse en sociedad y practicar una división del trabajo aumenta la capacidad de rendimiento de los individuos y su seguridad material. Y es este hecho de que la sociedad es necesaria y útil para los individuos lo que nos obliga con carácter general a someternos al poder político. El deber de la obediencia política no es, según Hume, consecuencia de un instinto natural, sino que resulta de la idea de que sin esa obediencia al Estado no podría subsistir la sociedad. La legitimidad del Estado la asienta, en definitiva, en la utilidad pública que suministra, en la utilidad para la supervivencia de la sociedad. Y como para que la sociedad pueda seguir existiendo es preciso que esté garantizada la propiedad, que las transferencias de propiedad se hagan por consentimiento y que las promesas se cumplan, estos principios se convierten en los «principios de la justicia» que permiten armonizar los distintos intereses de los miembros de la sociedad.

			Derivándose el derecho a mandar y la obligación de obedecer de la utilidad que suministra el orden político, un gobierno bueno tendrá que procurar que se dé un equilibrio entre la libertad individual y el common interest. Por ello debe ser neutral respecto a los intereses particulares y tratar a los ciudadanos como iguales desde el punto de vista jurídico, fomentar las actividades civiles y, sobre todo, crear aquellas condiciones que estimulen la actividad económica, pues Hume pensaba que la riqueza económica era la base para un Estado bien gobernado y que la obtención individual de bienes materiales era al mismo tiempo un beneficio para la comunidad. La utilidad sigue funcionando asimismo como criterio a la hora de determinar la extensión de la actuación del Estado: éste tiene que intervenir en aquellas actividades en las que se genera una disociación entre la utilidad pública y la utilidad particular de los individuos que la realizan. En esas actividades necesarias y útiles para la comunidad pero que, sin embargo, no proporcionan a los individuos que la realizan una utilidad particular, el Estado tiene que procurar que esos individuos no caigan en el desamparo. También tiene que intervenir el Estado para evitar aquellos comportamientos de los individuos que pretendan beneficiarse de los bienes públicos sin contribuir a su financiación y realización. Pero el poder del Estado tiene que estar institucionalizado: Hume insiste en que tiene que existir un «system of laws, institutions and customs» (Essays, 107), un conjunto de instituciones dentro de la monarquía constitucional que se equilibren y contrapesen; que gobiernen las leyes y no la arbitrariedad de los hombres. Para esto se requiere una partition of power y que la moderation sea el objetivo fundamental de la política. Este sistema liberal de gobierno limitado lo encuentra realizado en la constitución de Inglaterra, por poseer una forma de gobierno mixta, en la que se combinan la máxima libertad con la autoridad política, donde el Parlamento domina y el rey está limitado básicamente a funciones ejecutivas, y donde existe libertad de prensa y una opinión pública.

			
3. EL LIBERALISMO Y LOS ECONOMISTAS CLÁSICOS


			Bajo la denominación de «economistas clásicos» se engloban a todos aquellos autores escoceses e ingleses que, entre la década de 1770 y mediados del siglo XIX, desarrollaron un tipo nuevo de análisis económico, centrado en el crecimiento económico, y continuaron la teoría de la sociedad que ya habían avanzado algunos filósofos escoceses. Es considerado fundador de la economía clásica el escocés Adam Smith (1723-1790) y los nombres más sobresalientes son los de T. R. Malthus, David Ricardo, Jeremy Bentham, James Mill, Robert Torrens, J. R. McCulloch, Nassau Senior y John Stuart Mill.

			La relación existente entre la economía clásica y el liberalismo se puede poner de manifiesto al analizar la teoría de la sociedad con la que operaban estos economistas. Su teoría de la sociedad estaba integrada por varios elementos (la exposición de los motivos explicativos del comportamiento económico de los hombres, el principio de la división del trabajo como la fuente del crecimiento, la constatación de una relación causal entre la cantidad de población y la riqueza y de sus efectos sobre el progreso), pero lo más novedoso de esta teoría es que entendía a la propia sociedad como un ámbito de relaciones y de actividades que se desenvolvían de manera espontánea, es decir, sin estar referidas a un agente exterior como la autoridad política. Según los economistas clásicos, la sociedad se podía regular a sí misma sin acudir a la dirección de la autoridad política. El principio básico de la división del trabajo, que pone a los hombres en una relación de interdependencia mutua y que es el que está a la base del crecimiento de la riqueza, se desarrolla, según Adam Smith, por la propensión natural de los hombres a intercambiarse cosas y no por ninguna intervención coactiva de alguna autoridad superior; los hombres realizan las actividades económicas movidos únicamente por su propio interés. Por eso es inútil querer dirigir la actividad de las personas particulares, «pues exigiría un grado de sabiduría y conocimiento que ningún gobierno puede poseer» y sería perjudicial para la riqueza nacional (The Wealth of Nations, I, 400-1; II, 180).

			Esta teoría de la sociedad implica, por tanto, la defensa y reivindicación de la libertad económica, la cual se encuentra en estrecha conexión con uno de los elementos centrales de la teoría economía clásica: su teoría del valor. Esta teoría, elaborada especialmente por David Ricardo, establecía que el valor de las mercancías se determina en un mercado libre por la cantidad de trabajo requerido para su producción. Esto significaría que en un intercambio libre, es decir, en unas condiciones en las que los bienes se intercambien de acuerdo con la cantidad de trabajo empleada para su producción, los compradores y los vendedores estarían aportando y recibiendo cantidades de valor equivalentes, pues todos obtendrían un valor equivalente a la cantidad de trabajo empleada y conservarían así todo el valor producido. Un intercambio libre produciría, por tanto, un sistema de distribución justo. No se requeriría intervención alguna desde la legislación o, dicho de otro modo, se requeriría que no hubiera obstrucciones artificiales por parte de la legislación para la realización del intercambio. El libre juego de los intereses individuales revierte, en definitiva, en un mayor bien para la comunidad.

			La reivindicación de la libertad económica, sin embargo, no implicaba necesariamente que el Estado no tuviera que intervenir en la vida social y económica. Smith, concretamente, cuando aborda las funciones del Estado en el libro V de la mencionada obra La riqueza de las naciones (1776), le asigna al Estado importantes tareas en el terreno de la defensa —mantenimiento de ejércitos permanentes y profesionales—, en el terreno de la administración de la justicia —un poder judicial separado e independiente del poder ejecutivo es el requisito necesario para la garantía de la propiedad— y, asimismo, en aquellas actividades que repercutan sobre el interés público y que no son asumidas por la iniciativa privada. Especial referencia hace Smith en este contexto a la enseñanza pública: como las consecuencias de la división del trabajo pueden ser muy negativas es preciso equilibrarlas de alguna manera a través de la enseñanza pública. La libertad económica era compatible, por tanto, con una significativa intervención del Estado en la sociedad6.

			La libertad económica la veían acompañada de la independencia económica, que consideraban asimismo como un valor generador de un cierto tipo de hombre y de un modelo de sociedad que los economistas clásicos contraponían a la sociedad tradicional dominada por la aristocracia terrateniente, aunque no todos lo hicieran con el mismo énfasis. Según ellos, la empresa privada genera un tipo distinto de hombre, de «carácter», porque las personas tienen que hacer cálculos para atender su propio interés dentro de un entorno de competencia y aprenden ahí la importancia de una conducta prudente y sobria. Para que este tipo de hombre fuera posible era preciso eliminar el sistema social y político dominado por la aristocracia terrateniente y plantear asimismo de una nueva manera la actuación del Estado en relación a las clases populares. Y fue David Ricardo quien de manera directa criticó estos dos aspectos del sistema vigente en Inglaterra: por un lado, su teoría de la renta de la tierra demostraba que el interés del terrateniente está siempre en oposición a los otros intereses de la sociedad, pues lo que el terratiente percibe por la renta de la tierra no aumenta realmente la riqueza de la colectividad y es necesario, por tanto, gravarlo con un impuesto, que no sea repercutido, a su vez, a los consumidores a través del precio final del producto agrícola.

			Por otro lado, en la cuestión de la actuación del Estado respecto a las clases populares, David Ricardo y otros economistas clásicos también criticaron el modelo existente en Inglaterra y propusieron un sistema alternativo. Ellos pensaban que el tipo de hombre asociado a los valores de la independencia y la competencia económica también tenía que ser asimilado por las clases pobres: también las clases inferiores tenían que practicar las cualidades de la autodisciplina y la prudencia, como las clases más afortunadas de la sociedad. Por esta razón los economistas clásicos estaban en contra de las «leyes de pobres» vigentes —la legislación de protección y asistencia social— por entender que impedían o frenaban los estímulos para que las clases populares se defendiesen por sí mismas. David Ricardo consideraba que las subvenciones y subsidios familiares a los pobres fomentaba la pereza, la imprevisión y un aumento de la población por encima de los medios de vida de que disponían. Por eso exige de las clases obreras un comportamiento «económico», es decir, que sus miembros procuren vivir por sí mismos. Las propuestas de Thomas Malthus apuntaban, asimismo hacia la derogación de la legislación social existente como vía para frenar el incremento de la población, pues creía que con subvenciones no se podía mejorar la situación de los pobres sin empeorar al mismo tiempo la sociedad en su conjunto.

			La defensa de la libertad económica llevaba a los economistas clásicos a desconfiar del poder político arbitrario, pues cuanto más absoluto fuese el poder del Estado mayor sería el peligro de que éste invadiese la propiedad de sus súbditos. Pero siendo este planteamiento común a todos ellos, había diferencias en sus posiciones respecto al modelo de sociedad en su conjunto y, en concreto, respecto a la participación de los ciudadanos en el sistema político. Malthus creía que la aristocracia era importante para proteger al pueblo, tanto frente a gobernantes despóticos como frente a la turba despótica, y Smith creía que los intereses económicos de los terratenientes sintonizaban en general con el resto de la sociedad, mientras que Ricardo y James Mill abogaban por un modelo de sociedad antiaristocrático, por considerar que los intereses de la aristocracia terrateniente se oponían a los del conjunto de la sociedad. Y aunque la mayoría de los economistas clásicos dio su apoyo a la Ley de Reforma de 1832, que implicaba una ampliación considerable del número de ciudadanos con derecho a voto, no todos tenían la misma posición respecto al sufragio: McCulloch y Senior se manifestaron en contra del sufragio universal; David Ricardo, por el contrario, se manifestó a favor de la extensión del sufragio, pero era consciente de que la democratización del sufragio conduciría a la nivelación económica, por lo que consideraba conveniente que las clases carentes de propiedad estuviesen apartadas de los derechos políticos hasta que fuesen convenientemente ilustradas. Bentham y James Mill abogaron por el sufragio universal, al menos en principio.

			
4. EL LIBERALISMO DE BASE UTILITARISTA DE JEREMY BENTHAM Y LOS «RADICALES FILOSÓFICOS» (1770-1832)

			Durante los mismos años en que se desarrolló la economía clásica y, en parte, en estrecha relación con ella, se desarrolló en Inglaterra un pensamiento filosófico utilitarista que sirvió de base para las propuestas de reforma del sistema político y económico vigente en Gran Bretaña. La figura en torno a la cual se formó este grupo de pensadores, conocidos posteriormente como los «radicales filosóficos», fue Jeremy Bentham. Los miembros más destacados del grupo fueron James Mill y John Stuart Mill, y también tuvieron relación con este grupo el economista David Ricardo, el reformista Edwin Chadwick, el parlamentario Francis Place y otros políticos y periodistas7. Aunque entre la economía clásica y el radicalismo filosófico había ciertamente una coincidencia esencial, ésta no era, sin embargo, en todos los aspectos. Los radicales filosóficos defendían los principios de la economía clásica, los cuales implicaban una crítica de los fundamentos económicos del sistema aristocrático británico, pero no todos los economistas clásicos aceptaban los planteamientos utilitaristas que tenían los radicales filosóficos o no los aceptaban en su integridad. Torrens, McCulloch o Senior, por ejemplo, no se consideraban benthamistas, aunque cultivaron una relación con ese grupo. David Ricardo sí formaba parte del grupo, pero no tenía especial interés en la ética utilitarista.

			En la base del pensamiento moral y político de Jeremy Bentham está el principio de utilidad, llamado también el principio de la mayor felicidad, del que el autor hizo a lo largo de su vida varias formulaciones, con matizaciones distintas, algunas especialmente significativas8. Este principio contiene en realidad un enunciado fáctico, en el sentido de que afirma que lo que la gente busca es su propio placer o su propia felicidad, y un enunciado normativo, en el sentido de que sirve como criterio para valorar una determinada acción: las acciones son juzgadas como correctas o incorrectas en la medida en que tiendan a promover o a perjudicar la felicidad de aquellos a quienes afecta esa acción o de toda la comunidad. Como criterio general para valorar las acciones humanas Bentham lo aplica especialmente para la evaluación de la legislación y de la acción del gobierno9. Esta adopción del principio de utilidad como criterio evaluador de la acción política y legislativa supone un rechazo explícito de la teoría de los derechos naturales como explicativa del origen y de los límites del poder político. Bentham piensa que no tiene sentido hablar de derechos naturales de los hombres, previos y superiores al derecho positivo, pues si se tomara en serio esa afirmación habría que llegar a la conclusión de que son incompatibles con una sistema de gobierno eficaz. La afirmación de un derecho natural e inalienable de propiedad implicaría, según Bentham, la imposibilidad de establecer impuestos. La afirmación de la libertad como un derecho inalienable significaría, en definitiva, que los hombres no podrían ser sometidos a ninguna restricción, es decir, que no se podría establecer ningún sistema de gobierno. La teoría de los derechos naturales le resulta a Bentham, por ello, contradictoria, pues de la afirmación de derechos incondicionales, concebidos como una limitación al Estado, se pasa posteriormente a la afirmación de que es el propio Estado, su poder legislativo, el que redefine y limita realmente esos derechos naturales. Bentham pensaba, además, que esas declaraciones de derechos de los hombres generaban un espíritu de resistencia a las leyes del Estado y alimentaban un espíritu de rebelión contra cualquier gobierno (Works, vol. 2, 501). Por eso él creía que de lo que había que hablar era, no derechos frente al poder, sino de seguridades contra el mal gobierno.

			Si el principio de utilidad o de la mayor felicidad ofrece ciertamente una fundamentación distinta para entender y valorar la acción del Estado, no está clara en principio, sin embargo, su conexión con el liberalismo, pues cabe preguntarse si el logro de la máxima felicidad para la comunidad requiere o no un poder ilimitado en el Estado, es decir, si la libertad individual y la mayor felicidad de la colectividad siempre tienen que ir juntas o si es posible, por el contrario, conseguir esa mayor felicidad sin libertad individual. Bentham, en efecto, siempre atribuyó un peso muy elevado al poder del Estado con el fin de fomentar la mayor felicidad. En sus años jóvenes, su ideal era un legislador soberano comprometido con ese objetivo del fomento de la mayor felicidad para la mayoría. Pero también después de su adopción del ideal democrático, a partir de 1809, según el cual el pueblo era soberano —en realidad, la mayoría del pueblo—, siguió pensando que la autoridad política debía contar con un amplio margen para la intervención social. El Estado que Bentham ideó era, en definitiva, intervencionista y dotado de un potente aparato administrativo. Pero, desde sus propios presupuestos, no lo encontraba como enemigo de la libertad, pues Bentham siempre tuvo presente en sus proyectos teóricos —como el Constitucional Code, escrito a lo largo de la década de 1820— un conjunto de medidas de las que podían disponer los ciudadanos para defenderse de los abusos de los gobernantes, además de concebir la libertad en unos términos que la hacían compatible con una fuerte intervención estatal. La libertad que, según él, debía permitir la ley era la libertad que se refiere a aquellos actos que no producen daños a la comunidad en su conjunto (Works, vol. 2, 505). En la medida en que los individuos se atuviesen a actos de este tipo, tendrían libertad para buscar su propia felicidad a su manera. Bentham consideraba que la felicidad estaba compuesta de dos elementos esenciales: el placer y la seguridad, y el papel fundamental del gobierno era proporcionar las condiciones de seguridad que le permitiesen a la gente perseguir sus propias metas individuales, sus propios placeres, con el mínimo de sufrimiento10.

			Los planteamientos de Bentham fueron difundidos especialmente por James Mill, cuyo libro Essay on Government, de 1820, se convirtió en el vademécum de los radicales filosóficos. El centro del pensamiento de James Mill es el control del poder en el sistema británico vigente: «todas las cuestiones del gobierno se refieren a las medidas para evitar el abuso por parte de aquellos que tienen en sus manos el poder necesario para la protección de todos» (Essays, 6). Mill considera que el Estado, cuyo origen está precisamente en ser el instrumento de protección de los individuos, se ha convertido en Inglaterra en algo totalmente distinto, pues los gobernantes persiguen sus propios intereses particulares y no los intereses generales. Esta cuestión del control del poder significa en la práctica una crítica fundamental a los intereses particularistas («sinister») de la monarquía y de la aristocracia. Mill rechaza de plano las supuestas virtudes de la constitución mixta existente en Gran Bretaña, pues la separación de poderes constitucional —un poder ejecutivo en manos de la Corona y un poder legislativo residente en la aristocrática Cámara de los Lores y la elegida Cámara de los Diputados— no garantiza por sí misma que los gobernantes no persigan sus propios intereses particulares. La única manera de que el gobierno atienda los intereses generales es el establecimiento de un sistema representativo basado en un amplio sufragio: sólo la ampliación del sufragio electoral podrá evitar el predominio político de un grupo social —la aristocracia terrateniente, en concreto—, cuyos intereses no coincidían con los intereses generales11. Dar expresión a los intereses generales es lo que se necesita: para James Mill, una sociedad no puede defender un interés que no sea el suyo propio, los ciudadanos no pueden desearse su propio mal, si conocen cuáles son realmente sus propios intereses. Y en ese sentido actúa la educación, a la que los radicales filosóficos daban tanta relevancia. A través de la educación los individuos llegarían a conocer que sus auténticos intereses se identifican con los intereses generales. La reforma educativa estimularía a las gentes a perseguir sus intereses de forma racional y ordenada. El sistema representativo con sufragio universal es, en definitiva, la única garantía de que los intereses generales puedan coincidir con los intereses de quienes llegan a gobernar. Y en esto consiste precisamente que el gobierno sea bueno o eficaz, en la realización de los intereses generales de la mayoría de la población. Gobierno liberal significa, entonces, gobierno que realiza los intereses comunes.

			En este sentido, el benthamismo no influyó en una política de laissez-faire, sino más bien en un reformismo gubernamental activo, que prefiguraba la «ingeniería social» de los socialistas fabianos de final del siglo XIX. Por otro lado, el movimiento de reforma parlamentaria, que culminó en 1832, recibió no sólo impulsos de los «radicales filosóficos» en torno a Bentham, sino también de otras corrientes de pensamiento, como la representada por los llamados radicales populares, y de algunos miembros del propio partido whig.

			
II. FRANCIA

			
1. LA CRÍTICA ANTIABSOLUTISTA POR PARTE DE LOS NOBLES


			A mediados del siglo XVII el discurso contra el absolutismo político en Francia está formulado por los nobles que se oponen a la centralización política y al absolutismo monárquico que estaba llevando a cabo el rey Luis XIV. Los nobles frondistas pensaban que el absolutismo conducía inevitablemente a una revolución sangrienta, como la que estaba desgarrando a la Inglaterra de la época, y por eso reclaman al rey el cumplimiento de las condiciones iniciales del pacto de soberanía. La pervivencia de los principios medievales de las libertades políticas se observa con toda pulcritud en un jurista de la época, Claude Joly, para el que el poder del rey no es absoluto, sino limitado a la función de mantener la justicia. Como la autoridad del rey derivaba del pueblo y se le concedía para que gobernase de arreglo a las leyes, el rey no es amo del derecho y no puede modificarlo a su gusto, porque mediante el contrato el pueblo se somete a él únicamente con la condición de que mantenga las leyes12. La conclusión inmediata era que el rey tenía que pedir cooperación y consejo a través de las asambleas representantivas del reino, elemento esencial del método tradicional de gobierno.

			Aunque la práctica absolutista de Luis XIV no dejó en realidad espacio para la crítica antiabsolutista, en las últimas décadas del siglo XVII, sin embargo, sí hubo algunas manifestaciones significativas en favor de la libertad política. Una de ellas procedía de Pierre Jurieu, un protestante francés, exiliado en Holanda. Entre 1686 y 1689 dirigió a los protestantes de Francia varias series de cartas, en las que desarrolla una concepción del origen y naturaleza del poder político que sigue de cerca las huellas de los pensadores calvinistas franceses del siglo anterior13. En esencia, Jurieu piensa que los hombres nacen libres e independientes, pero la realidad del pecado hace necesaria la existencia del poder político y de la obediencia al mismo. Pero es el pueblo el que ha dado la soberanía a los reyes, y el pueblo, dado que los hombres no son dueños absolutos de sus vidas, ni siquiera de su propia libertad, no puede darle al monarca lo que no tienen: no puede darle autoridad sobre la conciencia del hombre, que pertenece únicamente a Dios; no puede darle autoridad para que destruya al pueblo, no puede autorizarle a que viole las leyes fundamentales del Estado. La autoridad, por tanto, aunque fuera absoluta porque así lo hubiese querido un pueblo, no puede ser ilimitada. Un planteamiento similar, pero desde una perspectiva católica, contra el poder ilimitado del monarca y a favor de una monarquía controlada por las leyes y las viejas instituciones de Francia, como los Estados Generales y los Parlements, se encuentra asimismo en algunas de las obras de François de Salignac de la Mothe (Fenelon, 1651-1715), arzobispo de Cambrai desde 169714. Fenelon aboga por la supremacía del derecho y por el retorno a las instituciones políticas representativas que el absolutismo monárquico había ido destruyendo.

			La crítica del despotismo y el análisis de las condiciones de la libertad política constituyen el núcleo del pensamiento político de Charles-Louis de Secondat, barón de la Brède y de Montesquieu (1689-1755), el cual, afirmando el esquema de una sociedad estamental con un poder político no absoluto, va a introducir, sin embargo, algunos matices nuevos en ese esquema. En su libro El espíritu de las leyes (1748), que culmina el desarrollo de sus ideas15, Montesquieu realiza una amplia investigación sobre la relación entre el ambiente geográfico y climatológico, los modos de producción, las costumbres, la religión, las instituciones políticas y el carácter de los pueblos. Su análisis del despotismo parte de una clasificación de los diferentes sistemas de gobierno: junto a la división tradicional según el número de personas que detentan el poder (monarquía, aristocracia, democracia), Montesquieu establece una clasificación diferente, en la que diferencia entre monarquía, república y despotismo. En esta clasificación el criterio diferenciador esencial es la contraposición entre el gobierno despótico y el gobierno moderado, y Montesquieu sitúa a la monarquía y la república como especies de este último tipo. En el despotismo, uno solo, sin ley y sin norma, mueve todo por su voluntad y por sus caprichos (El espíritu de las leyes, II, 1)16. Y el «principio» que lo anima es el temor: si el déspota se olvida por un solo momento de levantar su brazo amenazador, si no puede destruir sin dilación a todos los grandes, todo está perdido, pues se habría roto el resorte de su sistema de gobierno, el temor, y el pueblo ya no tendría protector alguno (El Espíritu de las leyes, III, 9). El despotismo es, esencialmente, corrupción y tiene, por tanto, en sí mismo la causa de su propio perecimiento, sin necesidad de ninguna influencia externa. Por el contrario, los gobiernos moderados —monarquía y república— se caracterizan por la existencia de «leyes fijas y establecidas» (El espíritu de las leyes, II, 1) y son los únicos en los que se puede dar, siempre que no se haga un mal uso del poder, la libertad política.

			La libertad política consiste, para Montesquieu, no en hacer lo que se quiere, sino en hacer lo que debe quererse y en no verse obligado a hacer lo que no debe quererse (El espíritu de las leyes, XI, 3). La libertad, en definitiva, es el derecho a hacer lo que las leyes permiten. La libertad sólo puede darse en un Estado moderado, pero no siempre se encuentra en él, porque del poder, de cualquier poder, incluso del legítimo, cabe abusar, pues «es una experiencia eterna que todo hombre dotado de poder tiende a abusar de él» (El espíritu de las leyes, XI, 4). Por esta razón, para que no se pueda abusar del poder, es preciso que el poder frene al poder. Para formar un gobierno moderado en el que se pueda dar la libertad política, es decir, en que nadie esté obligado a hacer cosas a las que la ley no le obligue ni esté impedido de hacer aquellas cosas que la ley le permite, «hay que combinar los poderes, regularlos, suavizarlos, hacerlos funcionar; darle, por así decir, un cierto peso a uno para que pueda resistir al otro; es una obra maestra de legislación, que la casualidad raras veces consigue y que pocas veces permite que la prudencia la logre» (El espíritu de las leyes, V, 14). Sólo entonces el ciudadano podrá tener la tranquilidad de espíritu de estar seguro frente a los demás17. Llega así Montesquieu a su famoso estudio de los tres poderes que existen en toda sociedad política, y que han de mantenerse separados y delimitados en cuanto a sus titulares si la sociedad quiere conservar la libertad política. Estos tres poderes son: el poder legislativo, el ejecutivo y el judicial.

			La división de poderes que señala Montesquieu no es tanto una separación funcional entre los poderes como el medio de garantizar el equilibrio de la sociedad estamental. Los tres poderes han de «distribuirse» entre los diferentes grupos sociales: entre el monarca, la nobleza y los representantes de la burguesía. Sin esta distribución social, la simple división institucional no sería garantía de la libertad. Su defensa de la nobleza como elemento esencial para una constitución libre, sin embargo, presenta algunos rasgos que permiten perfilar mejor su modelo de sociedad. Su defensa de los derechos de la nobleza no se basa en una mitificación de sus orígenes ni en una glorificación de la sociedad feudal-estamental, sino en la función de moderación, de cuerpo intermedio, que le atribuye. La nobleza es el poder intermedio subordinado más natural, pues «sin monarca no hay nobleza, y sin nobleza no hay monarca» (El espíritu de las leyes, II, 4), y la ausencia de estos cuerpos intermedios es, precisamente, sinónimo de despotismo. El despotismo oprime a los grandes mientras el pueblo goza en él de una relativa tranquilidad, pero el déspota, al consolidar su poder arbitrario, suprime toda pantalla de protección entre él y la cólera de las masas. La clara defensa del papel de la nobleza, sin embargo, presenta algunos rasgos nuevos en Montesquieu, pues ve como provechoso que la nobleza se abra a la ascensión de otros grupos sociales, escribiendo muy significativamente al respecto que «la adquisición de la nobleza mediante el dinero alienta a muchos grandes comerciantes en disposición de conseguirlo. Yo no averiguo si está bien el dar a la riqueza el premio de la virtud: pero existen gobiernos donde ello sea tal vez provechoso» (El espíritu de las leyes, XX, 22)18.

			
2. REIVINDICACIÓN DE LA LIBERTAD INDIVIDUAL EN EL PENSAMIENTO ILUSTRADO


			La reivindicación de la libertad económica y la crítica a la organización gremial del trabajo y a las trabas aduaneras al comercio es común al grupo de economistas franceses, conocidos como escuela fisiocrática, que escriben en la década de los sesenta del siglo XVIII19. La base de su doctrina económica es la existencia de un orden natural, es decir, un sistema de leyes universales e inmutables, instaurado por Dios. Y el buen gobierno político consiste en adaptarse a ese orden natural, pues así se aumentará la riqueza del país. El gobernante que conoce y sigue ese orden natural es un «déspota legal». La reivindicación de libertad económica y las propuestas de reforma de la economía que los fisiócratas hicieron, por tanto, no implicaban, sin embargo, un gobierno no absoluto.

			La Enciclopedia, editada por Denis Diderot y Jean le Rond d’Alembert entre 1751 y 1780, y convertida en la obra emblemática de la Ilustración francesa, contiene una clara reivindicación de la libertad de investigación y de expresión y un rechazo de la superstición, acompañados de una esperanza en el progreso de la humanidad. La crítica clara y contundente al poder de la jerarquía eclesiástica y del fanatismo religioso tiene en Voltaire (1694-1778) su máximo exponente, quien aboga por la libertad del individuo (libertad de expresión, de creencias, de comercio, de propiedad), a la vez que espera del absolutismo político de monarcas ilustrados el impulso para la transformación social, después de haber expresado, sin embargo, su admiración por la evolución constitucional de Inglaterra20. Las colaboraciones políticas y económicas de la Enciclopedia, sin embargo, no siempre presentan un claro perfil antiabsolutista. La mayoría de las colaboraciones económicas comparten la doctrina fisiocrática, antes mencionada, que compatibiliza la reivindicación de la libertad económica con el absolutismo monárquico21. Entre las colaboraciones políticas son las de Denis Diderot las que formulan una teoría política que gira en torno a la monarquía moderada, no despótica y sin poder ilimitado, con un sistema de representación de los tres estamentos, y en la que la propiedad privada es la base y el origen de la formación del Estado22.

			Al final de la década de 1780, la reivindicación de la libertad política y la crítica de los privilegios, así como el establecimiento de una Constitución elaborada por los representantes de la nación soberana, se convierten en temas centrales de la discusión pública. La convocatoria, el 8 de agosto de 1788, de los Estados Generales de Francia para el 1.º de mayo de 1789 desencadenó realmente el proceso revolucionario y durante los preparativos de tan magna asamblea aparecieron algunas de las ideas fundamentales que habían de tener una trascendencia enorme durante todo el proceso revolucionario. Entre los publicistas del momento destacó el abate Emmanuel Joseph Sieyès, cuyos escritos de 1788-1789 adquirieron una especial resonancia23. Sus ideas recogen el núcleo del pensamiento antiabsolutista y antiestamental: la libertad del ciudadano es el único fin de toda la legislación y tiene que quedar garantizada por una ley fundamental, la Constitución. Esta Constitución tiene que dársela a sí misma la nación, que es soberana, a través de sus representantes. Y un obstáculo para el establecimiento de una buena Constitución lo encuentra Sieyès en la existencia de privilegios, pues los privilegios son antinómicos de las leyes. Las leyes son limitaciones de los derechos naturales de los individuos, aplicables a todos, y los privilegios, por el contrario, significan o una dispensa de la ley o la creación de un derecho exclusivo para alguien. La garantía de la libertad de la persona y su poder de disposición sobre la propiedad requiere en Sieyès un régimen representativo24.

			Todos estos grandes temas —rechazo del absolutismo, abolición de los privilegios, laicización del Estado, sistema representativo censitario en dos grados— fueron discutidos durante el período constituyente y recogidos finalmente en la Constitución de 1791. Pero la aprobación de la Constitución de 1791, que inauguraba realmente un nuevo orden político y plasmaba un nuevo modelo de sociedad, no significó, sin embargo, el fin del proceso revolucionario. Éste se reanudó con reivindicaciones políticas y sociales nuevas, y en el transcurso de estos nuevos años revolucionarios se plantearon algunos proyectos alternativos —concretamente, distintos modelos de democracia—, que serán el punto de referencia negativo para el liberalismo posterior. Los modelos de democracia propuestos o ensayados —la democracia republicano-representativa de los jacobinos, la democracia directa de los Sansculottes y la democracia socialista-igualitaria de Babeuf— terminaron en el descrédito, identificándose entonces la democracia con demagogia, anarquía y dominio del populacho. El liberalismo posrevolucionario y posnapoleónico, aun afirmando algunas conquistas del período revolucionario y sin pretender una vuelta a la situación anterior a 1789, se entenderá a sí mismo en una abierta y clara oposición al pensamiento democrático de inspiración rousseauniana difundido y experimentado en años anteriores. La Francia posnapoleónica, en efecto, se construye como una especie de compromiso entre lo viejo y lo nuevo, entre la vieja dinastía borbónica y la nueva sociedad surgida a lo largo del período revolucionario y napoleónico. Es este espíritu de compromiso el que se refleja en el nuevo marco político-constitucional creado por la Carta constitucional, otorgada por el rey Luis XVIII el 4 de junio de 1814: no sólo se mantiene la monarquía, sino que se conserva asimismo la significación política y social de la nobleza, aunque, la burguesía obtiene también ahora su participación en el nuevo sistema político.

			
3. EL LIBERALISMO POSREVOLUCIONARIO (1814-1830)

			Quien formula con mayor profundidad y sistematización el pensamiento liberal en la Francia posnapoleónica es, sin duda, Benjamin Constant (1767-1830). Su pensamiento político, recogido básicamente en Principios de política (1815), parte de una afirmación rotunda de la libertad individual como la piedra angular del sistema político-constitucional.

			La libertad individual la entiende Constant como la independencia del individuo y el disfrute de esa autonomía individual. Esta idea de libertad, que él considera propia del mundo moderno, la contrapone a la de los antiguos, que, según él, consistía en la activa participación de los ciudadanos en la vida política. La primacía de la vida individual determina en Constant los fines y la estructura del sistema político: todo el ámbito político queda subordinado a los derechos civiles de los individuos, pues sobre esos derechos civiles no se puede disponer políticamente, a no ser al precio de la pérdida de la propia legitimidad política. Por este motivo critica Constant la idea de la soberanía popular, tal como se había difundido desde el Contrato social de Rousseau, y sus consecuencias sobre la naturaleza del poder del Estado. Para Constant, de la idea rousseauniana de que el poder procede del pueblo se llegaba a la conclusión de que ese poder era ilimitado. Y ahí radicaba, sin embargo, para él, un grave error. Él piensa que, aunque puede aceptarse que el poder estatal proceda del pueblo, no tiene por qué implicar necesariamente que ese poder sea ilimitado. Lo que Constant combate expresamente es que del principio de que todo el poder viene del pueblo se saque la conclusión de que todo acto del poder estatal es siempre legítimo por tener ese origen. La soberanía del pueblo tiene, para Constant, unos límites muy estrechos: el ámbito de competencias sobre el que puede decidir el conjunto de los ciudadanos es muy limitado, pues termina precisamente donde empieza el ámbito de la independencia privada de los individuos. El sistema político, por tanto, tiene un poder limitado y sometido a control, pues su finalidad no es otra sino garantizar que los individuos puedan disfrutar pacíficamente de su libertad individual. Constant determina cuáles son los derechos inalienables sobre los que ninguna autoridad política podrá ejercer poder alguno: la libertad individual, la libertad religiosa, la libertad de opinión, en la que se halla comprendida la publicidad, el disfrute de la propiedad, la garantía contra cualquier arbitrariedad25.

			Para ese fin, Constant formula una división de poderes en el Estado, con el objetivo de que ninguno de ellos pueda tener todo el poder del Estado y se pueda establecer un equilibrio entre ellos. Constant habla de cinco poderes: el poder real, el poder ejecutivo, el poder judicial, el poder representativo de la opinión (la cámara de diputados) y el poder representativo de la continuidad (la cámara de senadores). El poder real es un pouvoir neutre, es decir, un poder dotado de prestigio, de auctoritas, que no desempeña directamente ningún poder político y está, por tanto, separado del poder ejecutivo de los ministros. La función del poder real es velar por el cumplimiento de la Constitución, por el mantenimiento del equilibrio entre los otros poderes del Estado. El poder ejecutivo, ministerial, es el poder activo, sin el cual el poder real no podría hacer nada. Los ministros tienen responsabilidad penal. El poder del parlamento es también un poder limitado para que pueda ser el defensor de la libertad de los ciudadanos y no se pueda convertir en el tirano de la nación. Esta limitación del poder del parlamento se plasma en el derecho a la disolución que tiene el rey, en la existencia de las dos cámaras (una elegida y la otra como un cuerpo hereditario, de nobles) y en la existencia de un poder judicial independiente: los jueces deben estar excluidos de cualquier arbitrariedad parlamentaria y sometidos directamente a la ley26.

			La preeminencia de la libertad individual le lleva a Constant a entender la sociedad, como sistema de relaciones interindividuales, en una irreductible escisión respecto al Estado. El equilibrio social se realiza sin necesidad de medidas coactivas, gracias al concurso espontáneo de las voluntades individuales, de manera autónoma en relación al Estado.

			Junto al pensamiento liberal de Constant y de los publicistas del partido liberal27, cabe señalar también la aportación de un grupo de pensadores que no forman ni un partido político ni una facción, sino más bien un círculo de amistades, conocidos como los «doctrinarios» y unidos por el empeño común de darle un cierto esqueleto dogmático al empirismo del régimen político de la Restauración, intentando reconciliar la vieja monarquía y la nueva Francia. El jefe de filas del grupo es el brillante orador parlamentario Pierre-Paul Royer-Collard (1763-1845). Su interpretación de la Carta constitucional de 1814 se asienta en un rechazo radical de la doctrina de la soberanía del pueblo, porque le parece absurdo que se pueda representar la voluntad de los individuos. Lo que, según él, existe en el seno de toda sociedad organizada son derechos e intereses comunes a todos los individuos o a una parte del cuerpo social, susceptibles de ser defendidos por los representantes políticos. Existen intereses monárquicos, aristocráticos o democráticos, pero el equilibrio entre estos distintos componentes viene fijado por la historia28. La representación es, por tanto, de intereses y no el resultado de un contrato entre individuos para formar la sociedad. El propio Estado lo considera como una entidad a la que preexisten otras asociaciones naturales —familia, municipios—, que poseen sus propios intereses. Según Royer-Collard, la Carta constitucional de 1814 había reconstruido el gobierno, pero no había reconstruido esa sociedad vertebrada en torno a intereses, y él piensa que esa reconstrucción no puede hacerse más que gracias a la fuerza de la opinión: la clave del problema está, para él, en la libertad de prensa. Otro doctrinario, François Guizot (1787-1874), que desempeñaría un importante papel político en la Francia posterior a la revolución de 1830, destaca por su aportación teórica al pensamiento liberal de la Restauración29. La pieza clave de su pensamiento político es su idea de la soberanía. Guizot considera que tanto la soberanía popular basada en el contrato social (Rousseau) como la idea de la soberanía monárquica legitimada históricamente (Bonald) conducen a la tiranía, sea de la mayoría o sea de una sola persona. Para él, la soberanía es la de la razón y la justicia, que forma parte del mundo moral, el cual tiene sus propias leyes como lo tiene el sistema de los cuerpos celestes. La soberanía de la razón se impone como una regla anterior y superior a toda sociedad, pues la sociedad no ha nacido del acuerdo de las voluntades individuales. La soberanía de la razón se realiza en el régimen representativo —al que se ha llegado en Europa después de haber superado el absolutismo y la tiranía—, pues éste posibilita que se establezca entre la sociedad y el poder «su relación natural y legítima». Su escrito Des moyens de gouvernement et d’opposition es precisamente una llamada continua a las clases medias para que tomen conciencia de lo que realmente son y se constituyan en una clase realmente política, es decir, que tenga presente la perspectiva de gobernar. Para Guizot es precisamente el régimen representativo la forma de gobierno que tiene como finalidad realizar esta imbricación entre poder político y sociedad. El poder debe saber «encontrar la sociedad» y debe saber entrelazar la complejidad de intereses y opiniones que la mueven. Lo social deviene así objeto y medio de lo político. Y el nuevo orden que se pretende fundar debe basarse en un doble rechazo, del Antiguo Régimen y de lo que él llama «las ilusiones del credo popular en materia de gobierno»30. El liberalismo de Guizot rechaza frontalmente la democracia, porque la considera como un instrumento de la lucha de clases, de la envidia social, que termina irremediablemente en un «despotismo revolucionario». La democracia es, según él, el enemigo mortal de la paz social y de la libertad política, pues la igualación a la que conduce destruye la libertad.

			
III. ALEMANIA

			
1. CRÍTICA ANTIABSOLUTISTA EN DEFENSA DEL ORDEN ESTAMENTAL


			Las críticas al absolutismo político realizadas en Alemania en el último tercio del siglo XVIII se dirigieron, en un primer momento, contra la precaria síntesis que tanto algunos teóricos como algunos gobernantes habían intentado establecer entre absolutismo e ilustración. El absolutismo ilustrado, especialmente en los dos Estados mayores de Alemania —Austria y Prusia— había intentado, en efecto, una conciliación entre la afirmación de un poder político absoluto y la incorporación de algunos elementos del pensamiento ilustrado. Del pensamiento ilustrado se había tomado la figura del contrato social como instrumento explicativo de la relación entre el Estado y sus súbditos; se había aceptado también la idea de la felicidad colectiva como el fin propio del Estado e, incluso, se había dado cabida al reconocimiento de la libertad de conciencia como un ámbito excluido de la administración estatal. Pero el poder del Estado se afirmaba en todo caso de manera absoluta, no apareciendo el pueblo en ningún caso como una entidad política activa: el pueblo era el destinatario de la acción del poder, pero siempre como un objeto, no como un sujeto activo y participativo. Según la expresión del propio José II de Austria, lo que le interesa al Estado es cómo el individuo pueda servirle, cómo se puedan utilizar sus fuerzas para que el Estado sea potente y prestigioso31.

			Esta síntesis entre absolutismo e ilustración fue sometida a una crítica expresa desde distintas perspectivas. Algunos escritores, como Johan Jacob Möser y Justus Möser, criticaron el absolutismo ilustrado porque consideraban que los gobernantes absolutos habían ido demasiado lejos en su recepción del pensamiento ilustrado. Denunciaban precisamente que el Estado se hubiera puesto al servicio del ideario ilustrado y que los monarcas ilustrados estuvieran practicando, en realidad, una revolución desde arriba, dejando a un lado a los grupos estamentales tradicionales y privándoles a éstos de sus viejos derechos y libertades. Otros pensadores, por el contrario, como Schlosser y Schlözer, lo que le criticaban a la monarquía absoluta era precisamente que instrumentalizaba la ilustración a favor del poder del Estado. Estos autores no encontraban en ese intento de síntesis entre absolutismo e ilustración ninguna garantía auténtica para la libertad de prensa y opinión ni tampoco un control efectivo sobre el poder del Estado. Pensaban, en definitiva, que la política seguida por estos monarcas absolutos ilustrados no estaba guiada, en realidad, por la aspiración a la felicidad de los individuos. Las propuestas en que concluían sus críticas apuntaban a la necesidad de reformar el absolutismo32.

			
2. CRÍTICA AL ABSOLUTISMO Y A LA SOCIEDAD ESTAMENTAL


			En la última década del siglo XVIII apareció una crítica más completa y radical que afectaba al poder absoluto del Estado y a la organización estamental de la sociedad. Immanuel Kant, que en los años anteriores había asentado la filosofía sobre nuevas bases, formuló en los años noventa una filosofía política en la que al Estado y a su poder le son asignados un fin —garantizar el derecho, posibilitante a su vez de la libertad del hombre—, que Kant entiende como excluyente del otro fin que la tradición política anterior había establecido, el fin de la felicidad o bienestar colectivo. Antes, sin embargo, de que Kant publicara sus obras más importantes de filosofía política el joven Wilhelm von Humboldt, que más tarde sería político y diplomático de Prusia, había escrito un pequeño libro en 1792, Los límites de la acción del Estado, que suponía asimismo una crítica y un rechazo frontal del absolutismo político desde una nueva concepción del hombre.

			La cuestión primera que le preocupa a Humboldt en Los límites de la acción del Estado es precisamente la relativa a los fines del Estado. Le preocupa en realidad la respuesta que se había dado a esta cuestión tanto entre los tratadistas del derecho político como entre los gobernantes: en esos dos niveles se asignaba al Estado no sólo la función de velar por la seguridad de sus súbditos, sino también la de procurarles su bienestar físico y moral, con lo que era posible una restricción de la libertad de aquéllos para poder conseguir este objetivo prioritario. Humboldt, sin embargo, considera que la determinación de los fines del Estado debe hacerse partiendo de los fines propios del ser humano, subordinando los fines y la acción del Estado a los fines y a las necesidades del individuo humano. Y, para Humboldt, el verdadero fin del hombre, el que le dicta la razón inmutable y no el que le puedan indicar sus inclinaciones que son variables, es la «más elevada y proporcionada formación posible de todas sus fuerzas como un todo». Para poder alcanzar esta conformación o desarrollo de todas sus fuerzas, Humboldt entiende que la condición primera e inexcusable que el individuo necesita es la libertad; y, junto a la libertad, una variedad de situaciones en su vida, es decir, una ausencia de uniformidad, que le permita manifestar su propia y específica individualidad (Los límites..., 14). Es, por tanto, esa idea de hombre, o, más bien, ese ideal de hombre con el que Humboldt se opone a la doctrina dominante de una acción extensa del Estado para el logro del bienestar colectivo. Mientras que su ideal de hombre es que cada individuo desarrolle todas sus energías o potencialidades hasta lograr una máxima armonización de todas ellas, constata, por el contrario, que el Estado aspira realmente a convertir a todos los hombres en seres uniformes y pasivos, es decir, en lo opuesto al desarrollo de la individualidad. Si la acción del Estado es demasiado amplia sufre en consecuencia el carácter moral del hombre, pues, según Humboldt, quien es dirigido y guiado termina, con facilidad, por sacrificar voluntariamente su propia independencia. Por esta razón, Humboldt llega a la conclusión de que el Estado debe limitar su acción exclusivamente a la tarea de suministrarles seguridad a los ciudadanos, absteniéndose por completo de intentar influir sobre el carácter y la moral de la nación más allá de lo que resulte inevitable de la aplicación de esas medidas imprescindibles de seguridad (Los límites..., 108). La acción del Estado se reduce a la seguridad, que Humboldt a su vez entiende como «la certeza de la libertad concedida por la ley» (Los límites..., 111): los ciudadanos de un Estado pueden considerarse seguros cuando no se vean perturbados por ninguna injerencia ajena en el ejercicio de los derechos que les competen, tanto los que se refieren a su persona como los que tienen que ver con su propiedad. Pero para mantener la seguridad de sus ciudadanos, el Estado no puede hacer nada que elimine la libertad de aquéllos, es decir, no puede ocuparse de su bienestar físico ni moral: el Estado no puede intervenir ni controlar la educación, las instituciones religiosas o las «leyes contra el lujo» (Los límites..., 112-113, 108).

			La filosofía política de Kant recogida básicamente en escritos de los años noventa —Teoría y práctica (1793), La paz perpetua (1795), La Metafísica de las Costumbres (1797)— implica, con la formulación que ofrece de los fines del Estado, una crítica a la doctrina política del absolutismo ilustrado y a toda esa tradición política, en la que todavía se movía el absolutismo ilustrado, que había considerado como la tarea específica del Estado la promoción del bienestar y la felicidad de sus súbditos. Para Kant, por el contrario, «el fin del Estado no es el bienestar o la felicidad de los ciudadanos, ya que esto puede lograrse incluso de mejor manera [...] en el estado de naturaleza o bajo un gobierno despótico, sino la máxima coincidencia de la constitución con los principios del derecho, que es a lo que nos obliga la razón por un imperativo categórico» (Werke, VI, 318).

			La idea del derecho es central en la filosofía política de Kant porque es el derecho el que, según él, hace realmente posible la libertad del hombre. Y la libertad es la categoría básica de la filosofía práctica de Kant; la libertad del hombre es el dato primero desde el que se organiza la reflexión jurídica y política de Kant. Libertad del hombre significa para él ausencia de causalidad y esto se produce cuando se da una voluntad que se determina a sí misma, es decir, cuando la voluntad no resulta condicionada por las necesidades del mundo físico, natural. Una voluntad es libre cuando tiene en sí misma la causa de lo que quiere hacer, cuando está obligada por causas naturales —externas—, independientes por tanto de ella. Si una voluntad es libre en cuanto que se determina a sí misma y no está condicionada por ninguna causa natural, resulta una voluntad incondicionada, universal, categórica. Este autodeterminarse a sí misma de la voluntad libre se recoge en el imperativo categórico: éste exige de cada individuo que actúe de modo que la máxima propia de su voluntad pueda valer al mismo tiempo como la máxima o el principio de una ley general. Actuar de manera autónoma, porque uno mismo se ha impuesto a sí mismo la acción a realizar y no porque hubiera una necesidad natural a realizarla, significa actuar con libertad.

			Al entender Kant la voluntad libre en estos términos resulta que cada individuo es un fin en sí mismo, pues cada uno se guía por esta norma de actuación autónoma: no sólo es un fin en sí mismo mi voluntad libre para mí y la voluntad libre de cada uno de los otros para cada uno de ellos, sino que también es un fin en sí mismo mi voluntad libre para los otros y la voluntad libre de cada uno de los otros para mí. Por eso, el imperativo categórico dice en La Metafísica de las Costumbres que actúes de tal modo que siempre trates al ser humano, tanto en tu propia persona como en la persona de cada uno de los demás, como un fin y nunca como un mero medio. En esta característica de que todas las personas humanas sean un fin en sí mismo y no un instrumento para los demás se fundamenta precisamente la dignidad absoluta, no sometida a condición alguna, del hombre.

			Partiendo de la afirmación de esta libertad del hombre, ¿cómo se concilia ésta con la existencia del derecho que, por sí mismo, es coacción e imposición? A la base del análisis kantiano de la relación entre libertad y derecho está su diferenciación entre libertad y Willkür (arbitrio, antojo, libertad «psicológica», capricho). Con Willkür está denominando Kant la «libertad de elección» que los individuos hacen según sus propias inclinaciones naturales e intereses particulares, en cuya realización surgen inevitablemente enfrentamientos y contraposiciones entre unos individuos y otros. Sólo el establecimiento de condiciones que frenen o limiten la Willkür de los seres humanos de modo que se puedan armonizar entre sí hará posible que esos seres humanos puedan ser libres. Y esto es precisamente lo que hace el derecho: las imposiciones coactivas de éste limitan el arbitrio de cada uno, pero le garantizan su libertad. Si no se diera esta limitación o restricción de la Willkür de cada uno, el arbitrio de cada uno no sólo podría enfrentarse al de los otros, sino que podría incluso impedir que ese otro individuo pudiera actuar de acuerdo con su libertad. El derecho sirve precisamente para que cada individuo pueda actuar según su ley de libertad: al suministrar el derecho una coacción contra los obstáculos a la libertad de cada uno, fomenta la libertad, concuerda con ésta. Por eso Kant define el derecho como «conjunto de condiciones bajo las cuales el arbitrio de uno puede conciliarse con el arbitrio de otro de acuerdo con la ley universal de la libertad» (Metafísica de las Costumbres, 39).

			Y es para sancionar y garantizar el derecho para lo que está el Estado. Ésta es realmente la idea del Estado. El Estado viene exigido y requerido por la propia idea del derecho: éste requiere que exista un estado civil, con un poder público, y que se supere la provisionalidad propia de un estado natural sin un poder público reconocido, en donde los individuos vivirían en una inseguridad general al no tener seguridad alguna frente al poder de los otros, es decir, frente al hecho de que cada uno hiciera lo que quisiera. La propia idea del derecho exige la existencia de una sociedad con poder público que lo sancione y que establezca la seguridad al saber cada uno a qué atenerse. La idea a priori del derecho, por tanto, exige que los hombres no estén en una situación sin Estado: los hombres deben estar en un Estado con derecho, pues si pretendieran estar en una situación de libertad sin un derecho sancionado y garantizado estarían realmente en una situación en la que nadie estaría seguro de lo suyo frente al poder de los demás. Kant considera que la situación en estado de naturaleza es materialiter injusta, aunque desde un punto de vista formal los hombres no estuvieran en una situación de injusticia al estar todos en la misma situación de poder defenderse cada uno por sí mismo. Los hombres deben entrar, por tanto, en un estado en el que a cada uno se le determine legalmente, desde un poder externo y no desde el suyo propio, lo que haya de serle reconocido como suyo. Esta determinación y esta garantía que suministra el poder público es precisamente lo que no existía en un estado de naturaleza, donde las relaciones entre los hombres, aunque no estuviesen marcadas sólo por la violencia, sí estaban caracterizadas en todo caso por la provisionalidad. No es, por tanto, un contrato social que hubiese sucedido históricamente el origen del Estado, según Kant. Pero, aunque Kant entiende el contrato social como una mera idea o postulado de la razón práctica, es decir, como un presupuesto necesario para la formación de la voluntad general, la cual se precisa para garantizar el derecho, no por ello deja de tener una eficacia práctica: la idea del contrato «obliga a los legisladores a que dicten sus leyes de modo que éstas pudieran haber emanado de la voluntad unida de todo el pueblo y les obliga a que consideren a cada súbdito como si cada uno hubiera expresado su consentimiento con tal voluntad, pues ahí se encuentra la piedra de toque de la legitimidad de toda ley pública. Si esa ley es de tal índole que les resultara imposible a todo un pueblo otorgarle su conformidad, no sería entonces legítima; pero siendo simplemente posible que el pueblo se mostrara conforme con ella, será necesario tenerla como legítima, aun en el supuesto de que el pueblo estuviese en ese momento en una situación en que, si se le consultara, le denegaría con toda probabilidad su consentimiento» (Teoría y práctica, 37).

			La idea del Estado resulta ser, por consiguiente, la de un Estado de derecho: el objetivo del Estado es garantizar el derecho y a esa actividad se reduce su actuación. El Estado de derecho se corresponde con un tipo de gobierno —el republicano— en el que, en contraposición al despotismo, en donde se trata a los hombres como menores de edad y se les procura su felicidad, se reconocen con carácter universal la libertad y la igualdad de los hombres y se limita estrictamente el poder del Estado a garantizar el derecho. Kant reconoce, en efecto, tres atributos esenciales a los miembros del Estado o ciudadanos: en primer lugar, la libertad de no obedecer a ninguna ley a la que no hubiera dado su consentimiento; en segundo lugar, pero íntimamente unido al primero, la igualdad dentro del conjunto de los ciudadanos, es decir, el derecho a no reconocerle a ningún otro ciudadano ningún poder superior al que él mismo tenga sobre este otro; y, en tercer lugar, la independencia civil, es decir, el derecho a no tener que ser representado por otro al depender su existencia y su mantenimiento de sus propias fuerzas y no de ningún otro miembro del pueblo. Junto a la afirmación de estos derechos individuales, la existencia de un sistema representativo es la otra característica definidora del Estado de derecho kantiano, pues donde no existe la representación de los ciudadanos el despotismo es inevitable. El Estado de derecho de Kant, en resumen, queda circunscrito a unos estrictos límites en su actuación, que no puede traspasar y que se derivan de los principios de la constitución republicana33.

			La afirmación de la igualdad como derecho del hombre le lleva a Kant a abordar uno de los fundamentos de la sociedad estamental, la posición privilegiada de la nobleza. El derecho de la igualdad significa que nadie entre los ciudadanos tenga un poder superior al de los otros ciudadanos, es decir, que nadie pueda obligar a nadie sino sólo por medio de una ley general pública. Pero, visto desde otro lado, significa también que cualquier miembro de la comunidad política ha de tener la posibilidad de alcanzar personalmente cualquier posición —dentro de su condición de súbdito y sin salirse de élla— a la que pueda llevarle su talento, su trabajo o su suerte; ningún ciudadano puede cerrarle el paso por poseer un privilegio hereditario. Esto quiere decir que no puede haber ningún privilegio por nacimiento, pues el nacimiento, dice Kant, no es una acción realizada por el que nace y, por tanto, no le puede acarrear ninguna situación de desigualdad respecto a los otros; en este sentido, nadie puede legar a sus descendientes su propia posición personal de privilegio, de la misma manera que nadie puede impedir que los otros alcancen por sus propios méritos los niveles más altos de la escala social. Si, por sus privilegios, alguien puede lícitamente impedir que otros puedan llegar a esas mismas posiciones que él detenta, está realmente imponiéndose a los otros sin poder ser él mismo, a su vez, obligado por estos otros, con lo cual no hay igualdad (Teoría y práctica, 31). Según Kant, va contra la igualdad una ley que reconociera a determinados propietarios de tierras un estatuto privilegiado, según el cual sus descendientes pudieran continuar siendo los propietarios sin que sus propiedades pudieran ser vendidas o repartidas en herencias, impidiendo así que un mayor número de personas pudieran obtener provecho de ellas. Según el principio de la igualdad, por tanto, no puede haber ninguna corporación con estatutos propios que permitan a sus miembros transmitir la tierra a sus herederos para su beneficio exclusivo: ni la nobleza ni la Iglesia pueden consiguientemente adquirir tierras que puedan transmitir en virtud de privilegios a sus sucesores, sino que sólo podrán adquirir su uso temporal; tampoco el propio Estado puede tener tierras como propiedad privada, porque entonces se convertiría en una persona particular y se correría el riesgo de que se quedara con todas las propiedades de los súbditos, dejando éstos de ser personas libres para convertirse realmente en siervos adscritos a la tierra.

			
3. TEORÍA LIBERAL DEL ESTADO EN EL DERECHO NATURAL


			Humboldt y Kant se separan claramente de los planteamientos fundamentales de los tratadistas del Derecho natural. Pero también en los propios cultivadores de esta disciplina en la última década del siglo XVIII se observa un cambio considerable respecto a los teóricos de las décadas anteriores, al menos en la cuestión central de los fines del Estado. El Derecho natural de las décadas anteriores, tal como lo había ejemplificado Christian Wolff, había establecido como fines del Estado el bienestar y la felicidad colectivos, y en consecuencia la libertad de los individuos se podía ver restringida y limitada al quedar subordinada a aquel objetivo final. El nuevo Derecho natural, sin embargo, destaca los derechos de libertad contra las injerencias de la autoridad y sitúa la garantía de los derechos de los ciudadanos en un primer plano34. En este sentido, y apoyándose en la declaración de derechos de las revoluciones norteamericana y francesa, los nuevos tratadistas del Derecho natural proyectan un catálogo de libertades inalienables que corresponden al hombre como tal, de manera similar a las propuestas kantianas35. El anterior Derecho natural, en cambio, había puesto el acento en la renuncia a los derechos de los hombres y se había fijado sobre todo en la soberanía del poder, legitimando el absolutismo político del que se esperaba solamente una racionalización de todo el complejo sistema de relaciones estamentales basadas en el privilegio36. El nuevo Derecho natural toma conciencia de los peligros de un poder incontrolado de la monarquía, al no poder diferenciarse con claridad entre la intervención estatal bienintencionada y el «despotismo».

			Las implicaciones políticas liberales de este nuevo Derecho natural se llevan a su expresión máxima en el Manual de derecho racional y de ciencias políticas, del profesor y político Karl von Rotteck37. Partiendo de principios derivados de la razón, Rotteck ofrece un fundamento filosófico y antropológico del derecho, de la constitución del Estado y de cuestiones de política exterior, justicia, economía y finanzas. La razón es la guía directriz de su argumentación, lo cual significa básicamente evitar siempre la contradicción: racional es aquello que no es contradictorio consigo mismo. Aplicado este principio al campo de la libertad humana, Rotteck la entiende como la posibilidad de elegir con independencia entre alternativas sin caer en ninguna contradicción. La aplicación de la razón a las cuestiones relativas a la «libertad interior» son evidentemente un asunto de la moral, pero la razón también tiene que abordar y solucionar los problemas relacionados con la «libertad externa», es decir, cuando la acción de un individuo choca con la de otro: «la razón tiene que solucionar esta cuestión de la eliminación de la oposición existente entre las afirmaciones “yo soy libre externamente” y “también tú y los demás sois libres externamente”; la solución es el derecho» (Lehrbuch..., vol. 1, 16). El derecho y la libertad van así íntimamente unidos, pues el derecho no es otra cosa que la condición de posibilidad de que cada uno pueda actuar según su propia voluntad. El principio de evitar la contradicción exige que los otros también puedan actuar igualmente de la misma manera, es decir, autodeterminándose a sí mismos. La idea racional del derecho, en definitiva, conlleva la de la libertad exterior y la de la igualdad de todos los individuos. Para la libertad está pensada la sociedad y también la sociedad política: una sociedad es una reunión de hombres para conseguir sus fines propios mediante ella misma, es decir, mediante todos los que la integran. Si no fueran sus propios miembros sino alguien distinto quien determinara el fin de esa sociedad, la sociedad no sería libre. A través del contrato es como todos se someten a la voluntad general, trátese de una sociedad mercantil o del Estado. En esa característica de ser una asociación libre se fundamenta la legitimidad del poder.

			El Estado como unión de las voluntades tiene como fin «una vida social ordenada racionalmente» (Lehrbuch..., vol. 2, 47), la cual perfecciona y civiliza al género humano. Pero el Estado es solamente el vehículo para la realización de ese perfeccionamiento del género humano, pues este perfeccionamiento es una tarea individual. Si bien el Estado tiene esa función positiva de realizar un estado jurídico, le está excluido «todo lo relacionado con la ley moral y con la “felicidad de los indidivuos”, por no ser éstas cuestiones exigibles a las que se pueda obligar a nadie, ya que son un asunto de cada cual» (Lehrbuch..., vol. 2, 59). También está excluido de sus competencias el bienestar público, es decir, la determinación del bienestar público, pues si bien éste consiste realmente en que prosperen los objetivos propios de la sociedad, esto no significa que sea el Estado quien los determine o fije. El Estado lo que debe hacer es garantizar las condiciones previas de la convivencia humana para que la moral y las aspiraciones a la felicidad de los individuos puedan desarrollarse en libertad y en común. Ahí termina la actuación del Estado en relación al bienestar público.

			En el análisis del orden político a partir de principios racionales es donde se encuentra probablemente lo más significativo de Rotteck, por su intento de conciliar racionalmente la soberanía popular y la existencia de la monarquía. Retomando la idea rousseauniana del contrato social afirma que el poder soberano del Estado es del pueblo, pero, tal como lo entiende Rotteck, la lógica interna de la soberanía popular no desemboca en la abolición de la monarquía. Partiendo de ese poder estatal originario y de su órgano natural de manifestación de su voluntad —la mayoría de los que tienen derecho a voto—, Rotteck afirma la necesidad de la creación de un órgano artificial, remitiéndose para ello a la naturaleza del propio contrato de asociación. El contrato requiere que haya una declaración de voluntad, pero resulta que una declaración de voluntad no puede permanecer como una mera declaración general, pues la convivencia humana requiere declaraciones de voluntad concretas sobre cosas concretas. La declaración de voluntad se hace, cuando es posible, a través del órgano natural, o a través de un órgano artificial cuando se trata de comunidades políticas más amplias. Es preciso, por tanto, que la voluntad general establezca un órgano artificial y le entregue el poder, debiendo obedecerle todos los miembros de la comunidad. Esto quiere decir que en el Estado existe una doble personificación de la voluntad general: la persona del gobierno —órgano artificial— y el conjunto de los gobernados o ciudadanos sometidos a aquél —órgano natural— (Lehrbuch..., vol. 2, 96). El dualismo constitucional de pueblo/gobierno quedaría así fundamentado racionalmente. Este dualismo implica que cada parte tiene sus propios intereses y sus propias competencias: la representación popular, por un lado, y el rey-gobierno, por otro, funcionan como dos personalidades definidas de la voluntad general y ninguna es independiente en relación a la otra.

			Partiendo del principio de la igualdad ante la ley, Rotteck aboga por la eliminación de todos los privilegios civiles o políticos que permitan un aumento de la riqueza y se manifiesta a favor de la libertad en el mundo de la producción: «que se supriman sobre todo los privilegios que favorecen la acumulación de la riqueza en manos individuales y, en general, la creciente desigualdad en la distribución de los bienes; que se libere la industria, se fomente la enseñanza y el desarrollo de la fuerza de trabajo y la destreza de las clases más bajas de la sociedad y concédase una garantía legal a toda actividad productiva y el espacio de libertad que le corresponde; que no se aumente la superioridad actual de la riqueza sobre la pobreza con privilegios civiles o políticos sino que se realice el principo de la igualdad jurídica, ya que es el fundamento del verdadero sistema constitucional» (Liberalismo..., 55). De esa manera cree que se alejarán los grandes peligros que vienen por parte de los proletarios, aunque no se resuelvan todos los problemas derivados de la inevitable desigualdad de bienes. Pero en principio cree Rotteck que permite ordenar la sociedad.

			En la cuestión de la participación de los ciudadanos, la exclusión de algunas clases sociales le parece posible, poniendo el límite «donde comienza la independencia en ganarse la vida, es decir, la independencia respecto al favor de otras personas. Quien obtiene su sustento sólo en virtud de ese favor —de determinadas personas en concreto— ya no tiene por lo general una voluntad libre y, así, cuando es llamado a una votación, sólo hace que reforzar el voto de su señor» (Liberalismo, 67).

			
4. LIBERALISMO HISTORICISTA


			La fundamentación iusnaturalista de la política, sin embargo, no gozó de crédito en Alemania a lo largo del siglo XIX38. Una mayor resonancia y seguimiento tuvo la teoría del Estado de base histórica. Y entre los exponentes de esta orientación historicista destacó el profesor y político Friedrich Christoph Dahlmann (1785-1860). En su libro La Política, publicado en 183539, Dahlmann define al Estado como un organismo, como una persona material y espiritual (Die Politik, núm. 6), como un orden originario y una situación necesaria (Die Politik, núm. 2), que no tiene su origen en un contrato entre en los individuos que lo componen. En el Estado se halla contenida la libertad de la sociedad civil gracias a instituciones que sustentan la libertad. En el nivel de desarrollo histórico alcanzado por la humanidad, Dahlmann presenta la «monarquía constitucional» como la forma más adecuada a ese nivel, pues en ella se equilibran la vieja libertad del pueblo, el poder de la realeza y de la nobleza y la «clase media» en ascenso. Esta «clase media» ha incorporado los conocimientos del antiguo estamento eclesiástico y también el patrimonio espiritual de la antigua nobleza, convirtiéndose de esta manera en el centro del gravedad del Estado moderno (Die Politik, núm. 237). No obstante, en esta concepción de la monarquía constitucional se resaltan los poderes del monarca —dotado de competencias ejecutivas y legislativas—, mientras que las competencias de las asambleas representativas (dos cámaras) se reducen a derechos de intervención en la deliberación y no de decisión. Por otro lado, sin embargo, Dahlmann no aboga ya por un concepto de representación estamental, sino que considera que debe votar quien tenga capacidad jurídica, sea varón y disponga de unos ingresos suficientes (Die Politik, núm. 155). Asimismo destaca el papel de la opinión pública como ámbito de articulación de los intereses generales del Estado, pues es la «inteligencia ponderadora» y el foro de la racionalidad histórica.

			Rotteck y Dahlmann representan dos de las varias formulaciones en que se manifestó en Alemania el primer liberalismo, en las primeras décadas del siglo XIX. También aparecieron otros planteamientos, como los de Robert von Mohl, que se separaban de las tesis kantianas sobre los fines del Estado para asignar al Estado tanto la función del derecho como una positiva intervención administrativa (policía). Y hay que señalar asimismo que, frente a los planteamientos liberales, surgió en la década de 1840 un pensamiento radical (democrático), que se consideraba a sí mismo como el auténtico liberalismo, al extender hasta sus últimas consecuencias la reivindicación de la libertad del individuo y del sometimiento de todos a las mismas leyes.

			
IV. OBSERVACIÓN FINAL

			La reivindicación de la libertad y autonomía del individuo frente al poder político absoluto y frente a una sociedad organizada en torno a privilegios estamentales se hace en el primer liberalismo desde principios teóricos distintos. Con argumentaciones iusnaturalistas, utilitaristas, historicistas o con la filosofía trascendental se levanta esa reivindicación de un nuevo orden político y social. Distintos son también los niveles de coherencia interna de esa reivindicación, como distinta ha sido, en definitiva, la evolución histórica de los países mencionados durante esos siglos. Pero las distintas formulaciones de este primer liberalismo tienen en común el haber adquirido forma en un mundo preindustrial, es decir, en un mundo anterior a la irrupción de las grandes transformaciones sociales y políticas generadas por la revolución industrial del siglo XIX. Este primer liberalismo acaba precisamente con la consolidación de la sociedad industrial, pues en esta nueva sociedad fragmentada en múltiples y contrapuestos intereses de grupos o clases sociales, el horizonte trazado por el primer liberalismo ya no puede funcionar como fuerza integradora. La perspectiva liberal de una sociedad de hombres sometidos a las mismas leyes y sin un poder político absoluto resulta insuficiente como vínculo cohesionador de la nueva sociedad industrial. Las demandas concretas de igualación social y la necesidad de integración de las nuevas clases sociales en el sistema político requerirán un nuevo vínculo para el conjunto de la sociedad, que el liberalismo clásico no ofrece. Es cierto, como hemos visto, que no todos los liberales rechazaban la democracia, pero aun los mismos que la aceptaban intentaban atemperarla con un sistema electoral que destacase la instrucción y el éxito económico. El momento final de esta primera fase del liberalismo es distinto según el país que se considere. Pero en todos se pondrá de manifiesto, aunque también con matices diferenciados, esta insuficiencia e incapacidad del primer liberalismo. En todo caso, la crisis económica de la década de 1870 provocó ciertamente un cambio decisivo en la evolución del liberalismo. La demanda era ahora no de más libertad, sino de más Estado. El liberalismo se fue transformando así en una ideología de clase, defensora de unos intereses cada vez más estrechos y limitados a un reducido grupo social.
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					2 Las obras más significativas de John Locke son: Epistola de Tolerantia (1689), de la que se publicó el mismo año una versión en inglés, con el título A Letter Concerning Toleration; Two Treatises of the Government (1689); y An Essay Concerning Human Understanding (1689), aunque en estos dos últimos libros figura la fecha de 1690.

				

				
					3 Véase Dos Ensayos sobre el Gobierno Civil, II, párrafos 127-131. Junto al poder legislativo y al poder ejecutivo habla Locke de un poder federativo, que es el mismo poder ejecutivo en sus relaciones con otros Estados.

				

				
					4 La cuestión de la relación entre propiedad y participación política en Locke es un tema todavía debatido. Dos posiciones diferentes al respecto representan: C.B. Macpherson, El individualismo posesivo, trad. cast., Barcelona (Locke limita el voto a los terratenientes), y James Tully, A Discourse on Property: John Locke and his Adversaries, Cambridge, 1980 (Locke a favor del sufragio universal masculino).

				

				
					5 Las obras más significativas de David Hume: A Treatise of Human Nature (Oxford, 1978; trad. cast., Tratado de la naturaleza humana, Madrid, 1981); Enquiries Concerning Human Understanding and Concerning the Principles of Morals (Oxford, 1975; trad. cast., Investigación sobre el conocimiento humano, Madrid, 1986); Essays Moral, Political, and Literary (Oxford, 1963; trad. cast., Ensayos políticos, de la moral y otros escritos, Madrid, 1982).

				

				
					6 Los defensores más radicales del laissez-faire y de la libertad de comercio no fueron los economistas clásicos, sino los publicistas, políticos e industriales (Harriet Martineau, James Wilson, Richard Cobden y la «Escuela de Manchester»), que hicieron un uso parcial y simplista de las ideas de los economistas. Éstos consideraban la intervención estatal de una manera más pragmática que doctrinal.

				

				
					7 Ni los economistas clásicos ni los radicales formaron un partido político, pero sus ideas fueron recibidas tanto por políticos tories como whigs. Los gobiernos tories de los años veinte del siglo XIX introdujeron algunas reformas tendentes hacia el libre comercio, pero sin llegar nunca a la eliminación del proteccionismo de los cereales ni a la reforma del parlamento, lo que habría supuesto romper el partido. Los whigs, que no estuvieron en el poder entre 1784 y 1830, defendían mayores reformas: eran conscientes del peligro de los intereses de la monarquía, pero no de los de la aristocracia; y seguían pensando en la bondad del equilibrio de poderes de la constitución británica. Los radicales filosóficos, sin embargo, estarían en contra de los intereses de la monarquía y de los de la aristocracia y a favor de una reforma radical de la representación parlamentaria.
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					9 El propio Bentham dice «yo me preguntaba cómo contribuiría a la mayor felicidad tal o cual institución. ¿Contribuía? Si no, ¿qué institución contribuiría a ello? (Works, vol. 10, 581).

				

				
					10 «El trabajo de procurarse sus propios goces debe ser dejado casi enteramente a cada individuo, siendo la principal función del gobierno la de protegerlo del sufrimiento» (Works, vol. 1, 301). La seguridad es, en definitiva, el fin primero de los cuatro fines en los que Bentham divide el objetivo general de la máxima felicidad de la comunidad. Los otros tres son: la subsistencia, el aumento de la riqueza y la igualdad. La igualdad quedaba realmente al final de la lista: Bentham consideraba la democracia, no como un medio de redistribución de la riqueza, sino simplemente como un medio de proteger la propiedad contra los estragos cometidos por la elite gobernante.

				

				
					11 La clase media, por el contrario, poseía, según Mill, un modo de actuar basado en la persuasión y no en la coacción. Mill creía que el conocimiento convencería a todos: la masa del pueblo podría ser dirigida por esta clase media.

				

				
					12 Claude Joly, Recueil des Maximes véritables et importantes por l’institution du Roy. Contre la fausse et pernicieuse politique du Cardinal Mazarin, prétendu surintendant de l’éducation de Sa Majesté, 1653, cap. V.

				

				
					13 Pierre Jurieu, Lettres pastorales adressées aux fideles demeurés en France. Troisième Année, Rotterdam, 1689. La carta XVI es la que contiene el núcleo de su argumentación sobre el origen y límites del poder político. En la carta XVIII analiza y defiende la revolución inglesa de 1688.

				

				
					14 La obra más emblemática de Fenelon es la novela Les Aventures de Télémaque fils d’Ulysse (1699) (en: Oeuvres, ed. Gosselin, Versailles, 1826, vol. VIII), Examen de conscience sur les devoirs de la Royauté (Oeuvres, vol. IX); Essai philosophique sur le Gouvernement civil (Oeuvres, vol. X), Plans de Gouvernement (Oeuvres, vol. XI).

				

				
					15 Otras obras anteriores importantes para el libro de 1748 son: Cartas persas (1721), Consideraciones sobre las riquezas de España (1728), Reflexiones sobre la Monarquía universal (1734) y Consideraciones sobre las causas de la grandeza de los romanos y de su decadencia (póstumo, publicado en 1892).

				

				
					16 El «tipo ideal» de despotismo lo construye Montesquieu desde la imagen de los «despotismos asiáticos» y desde una extrapolación de la evolución que observa en la Francia contemporánea.

				

				
					17 En el mismo libro XI, 6 define también la libertad política de un ciudadano como «la tranquilidad de espíritu que resulta de la opinión que todos tienen sobre su seguridad, y para que tenga esa libertad el sistema de gobierno debe estar orientado de tal forma que un ciudadano no necesite temer a ningún otro».

				

				
					18 Otro rasgo nuevo («burgués») de su pensamiento sería su posición frente a la esclavitud, que considera injusta y perjudicial para el bienestar general —aunque los esclavos sean provechosos para los ricos— y, sobre todo, su concepción de la libertad como vinculada al sentimiento de seguridad. Louis Althusser, por el contrario (Montesquieu, la politique et l’histoire, París, 1959) ve en Montesquieu un defensor reaccionario de los privilegios de la nobleza.

				

				
					19 El fundador de la escuela fisiocrática fue François Quesnay (1694-1774). Su obra más importante es el Tableau économique (1760) y Maximes générales du gouvernement économique d’un royaume agricole (1760). Sus discípulos más importantes fueron: Pierre Paul Mercier de la Rivière (L’ordre naturel et essentiel des sociétés humaines (1767) y Dupon de Nemours (De l’intérêt social, par rapport à la valeur, à la circulation, à l’industrie et au commerce (1777).

				

				
					20 La valoración de la Constitución inglesa la expone en su Lettres Philosophiques (1733). Por otro lado, a pesar de su aceptación del absolutismo ilustrado (residió en la corte de Federico II de Prusia entre 1750 y 1753), se comprometió personalmente en su finca cerca de Ginebra con proyectos de reforma de la sociedad, aunque siempre se mantuvo distante de los planteamientos políticos democráticos.

				

				
					21 Rousseau, que escribió para la Enciclopedia el artículo «Economía política» plantea ya ahí el concepto central de su filosofía política en torno a la «voluntad general».

				

				
					22 Por ejemplo, su artículo «Representantes», en el tomo XIV (1765).

				

				
					23 Entre noviembre de 1788 y enero de 1789, Sieyès publicó tres folletos titulados: Vue sur les moyens d’exécution dont les représentants de la France pourront disposer en 1789; Essai sur les privilèges, y Qu’est-ce que le Tiers Etat?

				

				
					24 Sieyès transforma la voluntad general rousseauniana en voluntad de la nación, que se deja representar a través de un cuerpo de representantes. Pero la nación seguirá pensándola como soberana, con lo que surge una dicotomía, de importantes consecuencias, entre soberanía y Constitución.

				

				
					25 La propiedad, sin embargo, la considera Constant como una «convención social» y competencia, por tanto, de la sociedad, pero previene de cualquier arbitrariedad en relación a la propiedad (alta fiscalidad, por ejemplo), pues a esa arbitrariedad le seguiría fácilmente la arbitrariedad contra la personas.

				

				
					26 Para la independencia judicial, Constant propone la inamovilidad de los jueces —pocos, pero bien remunerados— y el juicio por jurado; está en contra de que los jueces fueran nombrados por los prefectos.

				

				
					27 Como Paul-Louis Courier (1772-1825) y Pierre-Jean Béranger (1780-1857).

				

				
					28 En el equilibrio de intereses, Royer-Collard considera que el ejemplo de Inglaterra tiene poca significación para Francia, pues la historia de Inglaterra ha sido modelada por su aristocracia, mientras que en Francia lo ha sido por la monarquía: aquí la legitimidad monárquica la considera como una tradición nacional viva y necesaria.

				

				
					29 En 1820-21 Guizot publica varios escritos: Du gouvernement de la France depuis la Restauration et du ministère actuel (octubre 1820); Des Conspirations et de la justice politique (febrero 1821); Des moyes de gouvernement et d’opposition dans l’état actuel de la France (octubre 1821); De la peine de mort en matière politique (junio 1822).

				

				
					30 El credo popular consiste para él en la idea de la soberanía popular, en la confusión de que el rechazo de los principios aristocráticos signifique también el rechazo de las «superioridades naturales», y la idea del «gobierno barato».

				

				
					31 Véase el memorandum Denkschrift des Kaisers Joseph über den Zustand der österreichischen Monarchie (1765, en: Maria Theresia und Josef II, Ihre Korrespondenz, ed. por Alfred Ritter von Arneth, 3 vols, Viena 1778-1780, vol. 3, pp. 335-361.

				

				
					32 De Johann Jakob Moser: Anti-Mirabeau oder unpartheiische Anmerkungen über des Herrn Marquis von Mirabeau natürliche Regierungsform etc, Frankfurt, 1771; de Justus Möser: Patriotische Phantasien, Berlín, cuatro tomos, 1774-1786; de J. G. Schlösser: Politische Fragmente, Leipzig, 1777; de L. A. Schlösser: Allgemeines Staatsrecht und Staatsverfassungslehre etc, Göttingen, 1793.

				

				
					33 Kant menciona expresamente algunas competencias del Estado, como la capacidad para obligar a los ciudadanos acomodados a que procuren medios de subsistencia para las personas incapaces (pues el Estado está dotado del poder público precisamente para conservar a todos los miembros de la sociedad), o el derecho a impedir que los maestros públicos influyan perjudicialmente sobre la comunidad política así como el derecho a evitar que se cree un peligro para la concordia civil a causa de las discordias internas de la iglesia o entre iglesias. Señala Kant además un conjunto de actividades relacionadas con la hacienda pública, la economía y la polícía, que le permiten al Estado un margen de acción en relación con la seguridad pública, el orden y el «decoro», así como un derecho de inspección con la finalidad de que no funcione secretamente ninguna asociación que pueda influir sobre el bienestar público.

				

				
					34 Por ejemplo, J. G. Buhle, Lehrbuch des Naturrechts, Göttingen 1790, pp. 219, 223; Johann Christoff Hoffbauer, Naturrecht aus dem Begriff des Rechts entwickelt, 1793 (4.ª ed. 1825), p. 183.

				

				
					35 Por ejemplo, J. A. Bergk, Untersuchungen aus dem Natur-, Staatsund Völkerrechte, Leipzig 1796, 11 ss.; Theodor Schmalz, Das reine Naturrecht, 2.ª ed., Königsberg, 1795, 47 ss.; J. C. G. Schaumann, Wissenschaftliches Naturrecht, Halle, 1792, 149 ss., 288.

				

				
					36 El absolutismo lo consideraban, en todo caso, desde la perspectiva de su vinculación al derecho natural y a los preceptos de la Biblia, como pone de manifiesto Johann Stephan Pütter en Entwurf einer Jusristischen Encyklopädie, Göttingen, 1756 (nueva edición, en 1767, con el título Neuer Versuch einer Juristischen Encykopädie und Methodologie).

				

				
					37 Este libro de Rotteck (Lehrbuch des Vernunftrechts und der Staatswissenschaften) se publicó en Stuttgart entre 1819 y 1835 (cuatro volúmenes). En 1840 se publicó una segunda edición de los dos primeros volúmenes. Rotteck y Welcker, ambos profesores de la Universidad de Freiburg, editaron el Diccionario Político (Staatslexikon oder Encyklopädie der Staatswissenschaften), Altona 1834-1843, 15 vols., que se convirtió en el libro de referencia del pensamiento liberal alemán.

				

				
					38 El Derecho natural y la filosofía del derecho fueron perdiendo significación como ciencia jurídica o ciencia política, aunque siguieron cumpliendo una función dentro de las ciencias jurídicas, concretamente la de suministrar un marco de discusión sobre la legitimación teórica del derecho positivo y sobre la articulación entre el derecho positivo (y su ciencia) y la teoría social y política.

				

				
					39 Die Politik, auf den Grund und das Mass der gegebenen Zustände zurückgeführt; Bonn, 1835.

				

			

		

	
		
			CAPÍTULO II

			
LIBERALISMO CONSERVADOR

			ÁNGEL RIVERO

			SUMARIO: I. El punto de vista del liberalismo conservador. 1. La naturaleza humana. 2. La naturaleza de la sociedad. 3. El Estado. 4. La economía. 5. El cambio social.—II. La teoría política del liberalismo conservador.—III. Conclusión.—Bibliografía.

			Un liberal no es más que un puñado de prejuicios hasta que llega a dominar, a entender y a experimentar la filosofía del conservadurismo.

			LORD ACTON

			Si se le pide a un conservador que enuncie sus convicciones políticas, bien podría contestar que no tiene ninguna, y que la gran herejía de la modernidad es, precisamente, la de considerar la política como cuestión de convicciones: como si uno pudiera recuperar, en el ámbito de los propósitos políticos, la certeza consoladora que antaño proporcionó la religión.

			SCRUTON

			Por ideología política puede entenderse un conjunto más o menos coherente de ideas que proporcionan fundamento a algún tipo de acción política. Esta acepción de lo que sea una ideología, la más generalizada en el mundo anglosajón, al dejar de lado el sentido de pensamiento racionalizador u ocultador que acompaña el concepto desde Marx, casa mejor con la idea de «corrientes políticas» que sugiere el título del volumen y será la que utilicemos en este capítulo. Por tanto, me circunscribiré, en lo que sigue, al análisis de los temas del liberalismo conservador, sus convicciones políticas, sus autores y sus incoherencias, sin intentar ir más allá en busca de algo distinto u oculto.

			Las ideologías políticas realizan una serie de funciones que consisten en «explicar y evaluar las condiciones sociales, ayudar a las personas a conocer su posición en la sociedad y proporcionar un programa de acción social y política» (Ball y Dagger, p. 9). Todas ellas están, por tanto, firmemente ligadas a la política en su sentido cotidiano. Están muy próximas a la práctica política. Estas funciones se pueden realizar desde valores y concepciones distintas de lo que sea el individuo, la naturaleza humana y la sociedad. Y, en consecuencia, no todas las ideologías políticas son iguales. Parece claro que si bien todas las ideologías ejecutan unas mismas funciones, la forma de su realización dependerá esencialmente del conjunto de ideas que la informen. Y, por tanto, es sobre todo ese conjunto de ideas lo que distingue a unas ideologías de otras. Por consiguiente, aunque las ideologías políticas son distintas de las teorías políticas en el sentido de que se encuentran mucho más cerca de la acción política, las ideas, los conceptos y las teorías políticas son también muy importantes para las ideologías. De hecho, hay un terreno de sombra donde las teorías políticas y las ideologías políticas se confunden. Y esto no ha de sorprender porque las ideologías son, por definición, difusas. Son constelaciones de ideas. Esto es, conjuntos de fragmentos más o menos discontinuos unidos, eso sí, por un cierto aire de familia. Estas constelaciones son resultado de la práctica política, de experiencias políticas que se van decantando en ideas y tradiciones políticas. Pero también son fruto de las aportaciones de pensadores o teóricos que con sus obras, y sin necesidad de que éstas estuvieran dirigidas directamente a la práctica política, han sistematizado, ideado, modelado o interpretado ideas con valor político. Las ideologías hacen, pues, uso de todo aquello que encuentran provechoso en la teoría política. Y, por su parte, los teóricos políticos tampoco pueden permanecen ciegos ante el ejercicio de la política. De forma que necesariamente sus obras tienen una vertiente ideológica en tanto explican y evalúan realidades sociales u orientan o programan acciones políticas.

			Por ilustrar este punto entrando ya algo en el tema de este capítulo, Edmund Burke (que señala el origen del liberalismo conservador) fue durante toda su vida adulta un político: «en sus discursos, panfletos y libros resuenan los grandes temas de la filosofía política pero no era este su destino. No estaban dirigidos a otros filósofos políticos ni tenían por intención construir un sistema o una teoría filosófico-política. Escribía para los gobernantes y para los educados de su tiempo, apoyando «la causa de los caballeros» como le dijo el rey Jorge III» (Mansfield en Strauss y Cropsey, p. 687). Por su parte, Robert Nozick, el pensador que cierra el liberalismo conservador en este capítulo, es un distinguido filósofo de Harvard. Sin embargo, sus ideas tienen intención política y han encontrado el camino para traspasar los límites de la academia y entrar de lleno en aquello más propiamente esencial de la ideología: orientar la acción política.

			Pero pasemos ya a ocuparnos directamente del liberalismo conservador. Primero en relación con los otros liberalismos que aparecen en este volumen: el liberalismo clásico y el liberalismo progresista. El liberalismo clásico ya ha sido examinado en el capítulo anterior, así que casi pasaré por encima. Más complicado es desentrañar qué significan liberalismo progresista (radical) y liberalismo conservador. El liberalismo, de forma muy sintética, hace referencia a una cierta concepción del hombre centrada en el individuo en tanto dotado de unos derechos y dignidad intrínsecos. Y a una concepción subordinada del Estado en la que el fin primordial de éste es la protección de los individuos, de sus derechos y libertades. Y en el que la legitimidad del mismo depende del consentimiento de los gobernados. Esta centralidad del individuo y su protección en la ideología liberal se traduce programáticamente en las declaraciones de derechos y en el constitucionalismo: el establecimiento de límites al poder político (separación de poderes y mecanismos de control político). En suma, mecanismos destinados a la protección de la libertad liberal: la libertad individual. Hasta aquí, muy sucintamente, el liberalismo clásico como ideología política.

			Pero si el liberalismo es adjetivado, con ánimo de diferenciar, de conservador y de progresista, entonces nos sobreviene algo de vértigo. Porque parece que el liberalismo puede estar en lados opuesto del espectro ideológico izquierda-derecha. En realidad esto es en parte así. Pero puede quedar explicado por la particular situación del liberalismo en el presente. El liberalismo ha pasado de ser una ideología o una doctrina política radical, teórica y abstracta, en su formulación primera en el liberalismo clásico del siglo XVII, a convertirse en aquello universalmente aceptado por nuestro sentido común político. Es decir, el liberalismo ha pasado de ser una mera ideología o una doctrina política destinada a justificar una nueva organización política y se ha transmutado en algo casi generalmente aceptado, y que se da por descontado, en nuestra percepción y evaluación política. El liberalismo forma parte (al menos desde una perspectiva occidental) de nuestros valores, de nuestra mentalidad. En suma, de nuestros pre-juicios políticos, en tanto juicios previos que nos orientan cotidianamente en lo político. El liberalismo está, en consecuencia, bastante difundido por el espectro ideológico, se mezcla y forma parte de posiciones distantes dentro de ese espectro, incluso puede formar parte de posiciones antagónicas. Pero sólo en cierta medida. Son posiciones antagónicas en un sentido relativo puesto que, aun estando enfrentadas en la contienda política cotidiana, tienen, tras la superficie, mucho más en común que lo que las separa: participan profundamente de un consenso básico en la aceptación del tipo de sociedad liberal. Por tanto este conflicto requiere una explicación y una contextualización. El liberalismo conservador y el liberalismo progresista, en cuanto opuestos ideológicos, encuentran su origen y sentido en el contexto de las sociedades británica y norteamericana. Dos sociedades donde este distingo tiene consecuencias en las decisiones políticas, pero también, dos sociedades construidas sobre un consenso básico liberal. En adelante, cuando se diga aquí conservador, nos estaremos refiriendo al conservadurismo liberal anglosajón (completamente distinto de otros conservadurismos continentales, antiliberales, nacionalistas y autoritarios de los que se ocupan otros capítulos de este libro). De manera provisional podemos avanzar que por liberalismo conservador entenderemos una variante de liberalismo poco o nada racionalista en su discurso, moderada y prudencialista en cuanto al cambio social, y en general distante e incluso opuesta a la redistribución social. Por el contrario, por liberalismo progresista entenderemos una versión del liberalismo más racionalista-ilustrada, más predispuesta a las reformas social y política profundas, y que hace de la justicia social uno de sus temas centrales.

			Así pues, liberalismo conservador y liberalismo progresista serían dos formas distintas de entender un tipo de organización política común: el Estado liberal y, posteriormente, el Estado liberal-democrático. Casi podría decirse que son dos estados de ánimo frenta a una misma sociedad o dos maneras distintas de justificar las mismas instituciones. John Emerich Dalberg Acton, Primer Barón de Acton (1834-1902) y más conocido como Lord Acton, representa muy bien esta conexión tan lograda en Gran Bretaña entre liberalismo y conservadurismo. Y, quizás, detenernos un momento en su figura nos ayude a entender una posición ideológica que no nos es demasiado familiar en nuestro contexto. En muchos sentidos Acton es una figura paralela a la de Burke (de quien más adelante diremos algo más preciso). Ambos eran católicos, ambos fueron miembros del partido whig (que acabaría siendo el partido liberal y que era el partido de la burguesía) y ambos combinaban una concepción tradicional de la sociedad (ligada a sus valores católicos) con una defensa apasionada de la organización política liberal (en cuanto mejor garante de la salvaguarda de las creencias individuales). Para entender esta combinación de tradicionalismo y liberalismo el contexto deviene fundamental. Las creencias religiosas tienen una importancia esencial en la cohesión social. Pero una sociedad pluralista como la británica (con pluralidad de confesiones) precisa de un tipo de organización liberal que articule la tolerancia y salvaguarde la libertad de conciencia: conservadurismo y liberalismo unidos. Por tanto, lo peculiar de este liberalismo conservador británico es que es esencialmente pluralista (piénsese en I. Berlin o J. Gray) y poco o nada «populista» (como el liberalismo progresista). Acton, igual que Burke o Tocqueville, Hayek o Oakeshott, desconfía de ese «pueblo soberano» al que con cierta frecuencia apelan otros liberalismos. La idea de soberanía popular defendida por las revoluciones democráticas se percibe desde aquí como una amenaza a la libertad porque entraña (como el concepto mismo de soberanía) una acumulación ilimitada de poder capaz de barrer cualquier resquicio o barrera donde refugiar la libertad: la soberanía popular es una amenaza para el pluralismo de la sociedad y, por tanto, para la libertad de conciencia (éste es el temor que a Tocqueville inspiraba la sociedad democrática). Bien, por precisar algo más la posición de Acton de forma que ilumine qué es el liberalismo conservador, podría decirse que éste buscaba reconciliar la sabiduría de la práctica política y el carácter fundamental de las creencias individuales con el modelo liberal de articulación de la diferencia, de tolerancia. Esto es, buscaba unir la experiencia política whig con el modelo político liberal (prescindiendo del discurso racionalista liberal de su justificación). Así, el énfasis en el valor de la experiencia política, una constante del liberalismo conservador, queda reflejado en la siguiente frase: «Un whig es esencialmente un hombre de gobierno. Tiene toda la responsabilidad, los hábitos y la tradición. Mientras que un liberal es esencialmente un hombre de oposición, que prefiere no ocupar un cargo» (p. 542). Para Acton, los elementos esenciales del liberalismo eran «la idea de la conciencia infalible, la supremacía del individuo sobre la masa y de los intereses del individuo sobre los intereses temporales, como los del Estado. Que la autoridad legítima depende de la opinión de aquellos sobre los que está instituida. Que el gobierno que no se justifica por sus obras está condenado a ser derribado y que la revolución puede ser legítima» (p. 542) Y lo que es más, «que el bien público no ha de tomarse en consideración si ha de lograrse a expensas del individuo» (p. 544). Por el contrario, el conservadurismo, también en descripción de Acton, cree que «el hombre está corrompido. Que abandonado a sí mismo se tuerce. Que necesita ayuda, constricción —que toda luz le viene de otros—. Bien y mal son resultado de una larga civilización» (p. 547). De forma que para los conservadores la libertad liberal «es la nación debilitada, el poder descentrado y de un lado para otro. La atención a los intereses, que son nacionales, se debilita por la atención a los principios, que son abstractos, internacionales, desinteresados. El poder es entregado a los menos educados, a los menos inteligentes, a los menos morales y arrebatado a la elite. Lo permanente es sustituido por la incertidumbre y el cambio» (p. 547). El liberalismo conservador intentará combinar muchos de estos rasgos enunciados por Acton como propios del partido whig, de la ideología liberal y del conservadurismo: a) el valor de la experiencia política frente a las ideas abstractas; b) el valor superior del individuo, sus derechos y libertades (conciencia y propiedad sobre todo); c) pero también el valor de la sociedad que produce y protege a los individuos; d) el Estado es valorado positivamente por su importancia en la protección de la sociedad y de los individuos (al protegerse a la sociedad también se protege a los individuos); e) se valoran las tradiciones porque son resultado de un largo proceso de acomodamiento, «una larga civilización»; f) la revolución es legítima si es restauradora de la libertad pero no si desestructura la sociedad y la instala en la incertidumbre (así Burke apoyó la revolución americana pero no la francesa). En suma, el liberalismo conservador busca combinar la percepción de la política como una técnica derivada de la experiencia, con un cierto escepticismo hacia las ideas abstractas, con la defensa de una organización política liberal que permita la articulación de la diferencia y salvaguarde así la libertad y derechos individuales. Veamos ahora todos estos temas con algo más de detalle y sistematización.

			
I. EL PUNTO DE VISTA DEL LIBERALISMO CONSERVADOR

			Antes se dijo que las ideologías son constelaciones de ideas. Asociaciones más o menos fragmentarias que componen un conjunto de pautas para la acción política. En lo que sigue intentaremos desentrañar cuáles sean las ideas que componen las cosmovisión liberal-conservadora, esto es, su visión de la sociedad. Aquí será necesario simplificar bastante y dotar de una falsa coherencia al conjunto. En cierto modo habrá que fabricar artificialmente este punto de vista. Sin embargo esta simplificación quedará corregida, en parte, cuando nos ocupemos en detalle de los pensadores liberal-conservadores, allí la complejidad y pluralidad de esta ideología quedará restaurada.

			En primer lugar ha de señalarse una paradoja. Los liberales conservadores son reacios a la teoría, desconfían de las ideologías como guías de acción. Más aún, deploran la política ideológica guiada por valores, ideas, borradores o líneas de pensamiento que se anteponen a la acción. Todo este racionalismo en política es funesto para los liberales-conservadores. Uno de estos, Michel Oakeshott, ácido y socarrón como saben serlo los británicos, denominó a este ideologismo contemporáneo «la política del libro». Y describió así el fenómeno:

			«La política racionalista es la política derivada de un tipo de necesidad no matizada por ningún conocimiento concreto de los intereses permanentes de una sociedad y de sus dirección sino interpretada por “la razón” y satisfecha de acuerdo con la técnica de una ideología: es la política del libro. Y esto es característico de casi todas las formas contemporáneas de política: no tener un librillo es carecer de la única cosa necesaria, y no observar escrupulosamente lo que está escrito en el libro equivale a ser un político deshonesto» [Oakeshott, p. 27].

			Oakeshott va aún más lejos cuando intenta explicar este síndrome lamentable de la política contemporánea y aduce que la respuesta no sólo está en el positivismo de la edad contemporánea sino en la calidad de los políticos de nuestro tiempo: advenedizos, recién llegados, oportunistas, gentes que no saben nada de las sociedades a las que han de servir. Que carecen de aquello que constituye la base esencial del conocimiento político para los liberal-conservadores: experiencia en el gobierno.

			En suma, la paradoja de los liberales conservadores es que son enemigos de la ideología. Son enemigos de tener un conjunto de ideas que realizar en la sociedad. Por tanto las ideas de la ideología liberal-conservadora tienen un sentido particular. Son las ideas de una posición que es militantemente antiideológica, que es reluctante a la presunta necesidad de expresar ideas, que no tiene programa de acción y que lo fía todo de la experiencia política y del buen sentido político: que sólo tiene una teoría política en sentido negativo, por rechazo, cuando se ve enfrentada a ello, de las ideologías políticas de otros. Podría decirse que va a remolque de otras ideologías señalando fastidiosamente sus vanas ilusiones, sus autoengaños y los riesgos que todo ello entraña para la libertad y la supervivencia de la sociedad. De hecho, Scruton ha señalado que el conservadurismo puede entenderse, no como un programa de acción, sino como el resultado de una doble reacción: «primero ante la Revolución Francesa y, en segundo lugar, frente a la costumbre engendrada por tal revolución, de buscar la transformación social a gran escala como remedio a la infelicidad del hombre» (Scruton, p. 1).

			Por último, y antes de ocuparnos en detalle de las ideas de esta anti-ideología, también ha de señalarse que «conservador» es un adjetivo relacional. Lo que haya de ser conservado puede cambiar con el tiempo, porque no es algo que se derive de principios inmutables sino de nuestra experiencia. Y sólo aquello que nuestra experiencia nos muestre como existente y valioso merece la pena conservarse. Por el contrario, lo inexistente valioso (la utopía) es sólo una amenaza para lo mejor que tenemos. El culto a la novedad, a lo completamente otro, es el terrible fantasma que Burke verá encarnado en la Revolución Francesa. Por tanto, los liberales conservadores no piensan en términos de bueno y malo sino de mejor y peor. Y lo mejor y peor no es algo que se desprenda de los principios sino de la experiencia. Por eso los liberales conservadores harán hincapié en el valor del prejuicio, el juicio previo que hemos derivado de la experiencia, como guía de la acción frente a los principios. Los prejuicios son un tipo de conocimiento derivado de la experiencia, un juicio que hemos destilado y depurado de la práctica y que nos permite orientarnos con comodidad, economía y seguridad por el mundo. Es un juicio ya formado que nos permite manejar situaciones. El prejuicio es válido mientras es adecuado para gestionar la acción, pero si en el contraste con la acción se muestra inadecuado, entonces ha de ser modificado o abandonado. De lo contrario se convertirá en un principio. Pero pasemos ya, con estas cautelas, a ver las ideas de la ideología liberal-conservadora.

			
1. LA NATURALEZA HUMANA


			Casi todas las ideologías manejan algún concepto de naturaleza humana al que otorgan un lugar central en su teorización. Así, el liberalismo clásico se fundamentaba en una concepción fuerte del individuo como sujeto autónomo, prepolítico, dotado de una dignidad inherente y de derechos. El individuo es anterior a la formación de la sociedad, esto es lo que quiere decir pre-político; tiene una dignidad propia que, en el primer liberalismo, es de raíces cristianas (todos los hombres igualmente hijos de Dios) y que se pone de manifiesto en una serie de derechos y libertades («vida, libertad y bienes»); el fin de la sociedad civil (frente a la sociedad natural) es la protección de esta dignidad (plasmada en derechos frente al Estado) de los individuos; y es la protección de estos individuos la que justifica y legitima la organización del gobierno (la teoría del contrato social); de la misma manera que la trasgresión del pacto o incumplimiento en la protección de los derechos individuales por el gobierno, autoriza el derecho a la rebelión por parte de los individuos.

			El liberalismo, con distintas modulaciones, ha aceptado en general esta concepción individualista de la naturaleza humana. Y la ha utilizado para iluminar la correcta o incorrecta organización del Estado. Así, en Nozick el derecho individual de propiedad se enfatiza al punto de negar autoridad al Estado para actuar como redistribuidor en la sociedad. O, por poner un ejemplo contrario, J. S. Mill y J. Rawls justificarán la intervención del Estado en la redistribución de riqueza al objeto de permitir que se desarrolle ese individuo autónomo del credo liberal. Esto es, si ponemos el individuo liberal antes que el Estado nos encontraremos un liberalismo antiestatista y radicalmente individualista. Si el individuo liberal es un ideal que ha de producir una sociedad bien ordenada nos encontraremos con un liberalismo estatista, interventor y preocupado por la justicia social. Pero en ambos casos nos encontraremos con concepciones parecidas de la naturaleza humana.

			El liberalismo conservador (a pesar de que en él hemos incluido a Nozick, luego explicaremos por qué) descree, en general, de toda esta metafísica acerca del individuo. Los liberales conservadores se resisten a decir si los hombres son de una manera u otra, o si debieran ser de una tercera. Todo este optimismo utópico-cristiano-igualitario respecto al hombre y a su progreso a través de la organización correcta de la sociedad no se corresponde con nuestra experiencia. Los hombres son capaces de grandezas y miserias, pero son sobre todo imperfectos y limitados. La idea de pecado original (en un sentido metáforico, que no literal) describe bien la calidad del hombre. Los hombres, todo lo más, pueden definirse por lo que no son: son limitados. Su individualidad está circunscrita a un contexto. Y ese contexto limitador, pero también posibilitador, del surgimiento de su individualidad es la sociedad. Ésta no es resultado de una asociación entre individuos racionales sino el resultado precario de un equilibrio producido tras penoso acomodamiento («una larga civilización»). Esto es, la sociedad es un arreglo delicado formado a través del tiempo. Los valores, jerarquías y concepciones de la autoridad son cristalizaciones de ese proceso de acomodamiento, sirven para revalidar ese equilibrio en que consiste la sociedad, y son, por tanto, planta efímera y frágil. Los individuos, a su vez, nacen en este ambiente, sin que mucho más se pueda decir de ellos. Todo este conjunto conforma un edificio que es mejor no tocar, ni siquiera con el ánimo de reforzarlo en su estructura a través de su justificación racional. De hecho, esto último equivaldría a correr el riesgo de convertir todos los delicados frutos de la maduración y la experiencia en elementos de una nueva política del libro, con lo que, lejos de apuntalarlos, lo que se conseguiría más probablemente sería socavarlos.

			En suma, la naturaleza humana es indescifrable, luego la organización política no puede hacerse depender de la misma. Los hombres son esencialmente distintos y esto apunta a una cierta naturalidad de la desigualdad. Pero, al mismo tiempo, los individuos tienen una cierta deuda con la sociedad que los ha engendrado: «la persona humana nace ya gravada por obligaciones legadas por sus antecesores. Tiene una obligación ineludible hacia una historia y una cultura que no ha elegido» (Scruton, p. 8). Atender a la imperfección y desconfiar de cualquier ilusión «progresista» sobre el hombre (una cierta misantropía militante) nos colocan en mejor condición para abordar los problemas políticos.

			
2. LA NATURALEZA DE LA SOCIEDAD


			Acabamos de ver que el individuo del liberalismo conservador es un individuo situado, circunstanciado, encastrado en su sociedad. Por tanto, la sociedad es mucho más importante para este liberalismo que para otros. Aquí la protección del individuo se hace depender esencialmente de la autoprotección de la sociedad. La sociedad es el medio en el que se produce la experiencia de los individuos, es el continente que recepciona la comunicación entre éstos, entre los individuos presentes, los pasados y los futuros. Y encarna y preserva sus prácticas valiosas. Por eso, la celebérrima frase de Margaret Thatcher proclamando que la sociedad no existe, que sólo existen los individuos, sólo puede entenderse como un exceso liberal doctrinario, pero no como una afirmación propia de la tradición liberal conservadora. De hecho, para algunos como J. Gray la entrada de esta ideología en el partido conservador significó la muerte de la Inglaterra Tory. Y esto equivale a decir la muerte del partido político que abanderó durante mucho tiempo el liberalismo conservador como ideología. Pero volvamos a la sociedad en el pensamiento liberal conservador. La sociedad es el cemento que une y da sentido a la vida de los individuos. Ella misma es resultado de un proceso histórico, de un acomodamiento, que la ha formado y mantenido unida gracias a una serie de instituciones destinadas a su preservación y protección: el Estado, las confesiones religiosas, la familia, las costumbres, las tradiciones compartidas. Todo aquello que sirve para crear «comunidad», «nación» o hacer país. Los individuos, dirá muchas veces John Gray, no desean una sociedad que acreciente sus incertidumbres (la sociedad del riesgo abanderada por un cierto liberalismo) sino que mitigue sus ansiedades, que ofrezca seguridades. La sociedad y el Estado tienen por tanto un importante papel protector. La sociedad a través de sus actores colectivos, las asociaciones de la sociedad civil. Y cuando esto sea insuficiente, el Estado ha de llevar la iniciativa en la restitución de la seguridad en la sociedad. En buena medida, los problemas sociales se entienden desde el liberalismo conservador como producto de la erosión de estas instituciones y tradiciones y del socavamiento de las obligaciones y deberes mutuos. La institución central de la sociedad, bajo este punto de vista, es la familia. Una institución ejemplar para el resto de la sociedad por su naturalidad y por ser esencialmente un ámbito de protección e integración altruista de sus miembros. La familia, por tanto, ha de ser objeto de emulación y de protección desde las políticas públicas. Pero no es la única institución social valorada por el liberalismo conservador. En general, todas aquellas instituciones que desde una óptica prudencial coadyuvan al sostenimiento, integración y estabilidad de la sociedad se valoran positivamente. Así, la tradición misma es fuertemente valorada en tanto mecanismo fundamental en la transmisión de la comunicación dirigida al sostenimiento de la sociedad por su función integradora (el tradicionalismo, por el contrario, sería desintegrador). La propiedad también se valora porque enraíza el compromiso de los individuos con su propia sociedad (aunque aquí la defensa de la propiedad puede tener modulaciones bien distintas, desde el libertarismo a la social-democracia). La religión, incluso el pluralismo religioso, tiene un valor positivo porque integra a los individuos y los liga a grupos más amplios. Pero también la religión civil, el patriotismo, puede cumplir ese papel benéfico en el refuerzo de los lazos comunitarios. Esto es, en el reforzamiento de la comunidad política y, por tanto, indirectamente, en el reforzamiento de la seguridad, integración, identidad y sensación de sentido de los individuos.

			
3. EL ESTADO


			Hemos visto que la sociedad tiene un papel relevante para los liberales conservadores. Es importante no porque tenga un valor intrínseco (como ocurre en el nacionalismo o en el fascismo) sino porque es esencial para los individuos mismos. El Estado, por su parte, tiene en los liberales conservadores una importancia también grande. Pero esto ha de ser matizado. El Estado es necesario pero no es encarnación de la sociedad. No es, como en el fascismo, expresión y cabeza de ese ser colectivo que es la nación. Todo lo contrario. Aquí, de nuevo, su valor es instrumental. El Estado es importante porque realiza funciones sociales. Esto es, el Estado se percibe positivamente porque, en último término, sirve al individuo. Sobre todo, el Estado tiene una función arbitral entre los individuos: es el garante del orden social y de las normas básicas. Es central en el mantenimiento de la autoridad política y del imperio de la ley. Pero no tiene, o en principio no debería tener, un papel principal como instrumento de mejora social. En suma, el Estado es necesario pero no tiene valor en sí mismo. Su papel es pequeño sólo en apariencia (la salvaguarda del orden) pero, a poco que se piense, entraña bastante más: legislación, gobierno, administración de justicia, defensa exterior e interior del Estado. Y, aunque no debería ser un actor principal en la mejora social, por el temor de que la sociedad misma sea devorada por el Estado, si es necesario, esto es, si la sociedad no se basta, sí tiene que intervenir. Precisamente, para preservar ese frágil equilibrio en que consiste la vida colectiva. Por ejemplo, en la protección de la familia. Y de aquí fácilmente pasamos a la educación, la sanidad, la vivienda... En fin, quizás ocurra que simplemente no hay una teoría-ideología liberal conservadora del Estado. Así Scruton (p. 13) nos dice que «los [liberales] conservadores no tienen ambición alguna de proporcionar una prescripción intemporal de lo que haya de ser el Estado». Sin embargo, el propio Scruton sí hace una serie de consideraciones acerca de «varias ideas que han tenido importancia en la filosofía [liberal] conservadora» (ibid) y que están muy próximas en su conjunto a una teoría del Estado. Las parafraseo a continuación porque me parece que tienen utilidad y algo de luz sí aportan para entender esta ideología esquiva (Scruton, pp. 13-18):

			a) Las instituciones del Estado sirven para satisfacer aquellas necesidades que la sociedad civil no puede satisfacer por sí misma: justicia, defensa, y «provisión de bienes asistenciales básicos (aunque los liberales libertarios ponen esto último en duda)».

			b) «La resolución del conflicto social es una de las tareas más importantes del gobierno». Para ello, el Estado ha de poseer poder y soberanía suficientes sobre todos los ciudadanos y asociaciones.

			c) Los conflictos sólo se solucionarán en interés de los ciudadanos si éstos están representados en el proceso político a través de parlamentos, tribunales administrativos y otras instituciones. La preservación de estas instituciones es tarea esencial del Estado así como el desarrollo de instrumentos que permitan a los ciudadanos exigir responsabilidades políticas (y de otros tipos) a las autoridades públicas. La democracia es aquí importante, pero entendida como gobierno responsable ante los ciudadanos, no como un sistema que expresa la voluntad popular en decisiones de gobierno.

			d) Es necesaria una constitución en tanto expresión de las prácticas políticas de una sociedad y como mecanismo limitador del gobierno (a esto ha de añadirse alguna forma de división o separación de poderes y alguna forma de independencia del poder judicial).

			e) Es necesaria la existencia efectiva de un Estado de derecho en el que los conflictos entre el Estado y los ciudadanos, y entre los ciudadanos entre sí, estén mediados por el derecho (no por la arbitrariedad).

			f) Los derechos humanos son importantes no porque apelen a un abstruso argumento metafísico del Derecho natural sino porque encierran la exigencia del respeto del Estado de derecho y, en su caso, su restitución. Los liberales conservadores advierten, sin embargo, que el lenguaje de los derechos humanos que servía para salvaguardar las libertades, «que justificaba la limitación del Estado, justifica ahora su expansión», en un cambio de dirección que les repugna (recordemos, sin embargo, que esta repugnancia por la metafísica de las declaraciones de derechos no es nueva y ya aparece en E. Burke).

			En suma, para los liberales conservadores el Estado es importante en el sostenimiento de las sociedad. Pero ha de estar limitado, controlado y fragmentado para que realice correctamente su función protectora de la misma y de los ciudadanos y no se extralimite, arrogándose un papel excesivo que arruinaría la libertad y la capacidad de la sociedad de autorregenerarse.

			
4. LA ECONOMÍA


			La concepción económica de los liberales conservadores es compleja, e incluso abiertamente contradictoria. De hecho es este punto probablemente el que permite señalar corrientes enfrentadas dentro del liberalismo conservador. Como ejemplo se pueden enumerar algunas: neoliberalismo, nueva derecha, libertarismo, liberalismo neoclásico. Las distintas denominaciones importan en realidad poco. Lo verdaderamente importante es que ya se dé prioridad a la protección de las sociedad a costa de la libertad absoluta de mercado, por un lado, o a la intangibilidad del derecho individual de propiedad por encima de sus aparentes efectos sociales, por otro, obtenemos posiciones ideológicas sensiblemente diferentes. No obstante, tanto quienes enfatizan que el mercado sin restricciones puede tener efectos perturbadores sobre el tejido social como quienes, por el contrario, sostienen que el derecho de propiedad individual no debe ser transgredido en ningún caso, afirman que adoptar una u otra perspectiva, respectivamente, favorece el desarrollo sano e integrado de la sociedad. Esto es, que ambas posiciones, hasta cierto punto opuestas, conviven en el liberalismo conservador. Si echamos mano de la historia, el liberalismo conservador fue en sus orígenes hostil al industrialismo y a la modernización en general, pero esta actitud se ha suavizado y hasta transmutado con el tiempo. Los liberales conservadores han pasado de esta hostilidad inicial a apoyar, en notable número, a las fuerzas del mercado. Así que bien pudiera decirse, como en parte de casi todas las ideas que hemos ido examinando, que el liberalismo conservador no tiene una teoría económica propia. Quizás sí tendría, de nuevo como en casi todo, un talante propio, o más bien una manera de interpretar, de reaccionar, ante otras ideas que no son propiamente suyas. Scruton, por ejemplo, que es conservador hasta las cachas se hace eco de la defensa liberal-libertaria del mercado (radical no en su igualitarismo social, como los autores del capítulo sobre Liberalismo progresista, sino en su individualismo posesivo) dándole un sesgo que entronca con el liberalismo conservador clásico y no doctrinario. Así, el mercado como principal institución económica (aquí no llega a decirse principal institución social como dirían libertarios y demás defensores contemporáneos del liberalismo económico «radical») puede defenderse desde una posición liberal conservadora si se desatiende algo el énfasis en la eficacia y el beneficio individual y se concentra algo más la atención en los beneficios colectivos, sociales, de tal institución. El mercado, nos recuerda Scruton, ha sido defendido como la forma más eficiente de distribución e intercambio de productos, ha sido defendido también como una institución que a largo plazo maximiza el beneficio social y minimiza los costes, y ha sido defendido, por último, como paradigma de la libertad humana, en el que la prosecución del interés individual genera beneficios colectivos. Pero desde la perspectiva más conservadora de Scruton el principal valor del mercado radica en que constituye un extraordinario instrumento de «epistemología social» (una idea que toma de Hayek, como luego comprobaremos). Con esto se quiere hacer notar que el mercado, en las sociedades modernas, nos provee de un cuerpo de conocimiento indispensable acerca de las relaciones sociales y es, el mismo, un instrumento esencial de la práctica interactiva que crea sociedad (Scruton, p. 4). De hecho, para Scruton el mercado no es en modo alguno ese disolvente de lazos sociales del que hablaba Marx. Todo lo contrario, el mercado no destruye los lazos heredados del pasado, ni destruye nuestro horizonte compartido, colectivo, comunitario, de la cultura, sino que los vivifica. Es más, el mercado produce un tipo de actividad parecida a lo que denominamos tradición. Y la tradición es una empresa colectiva que une en compromiso a las generaciones pasadas, presentes y futuras. La tradición, en síntesis de Scruton (que éste inspira en Burke, Eliot y Oakeshott), podría describirse por los siguientes rasgos:

			1) «La sociedad es más que la suma de los individuos que la componen».

			2) «La cooperación social depende de un delicado mecanismo de ajuste mutuo».

			3) «Este mecanismo se genera en el individuo a través de su continua y creciente familiaridad con la manera de hacer las cosas».

			4) «Como consecuencia de esa familiaridad el individuo adquiere una “comprensión tácita” de las formas sociales».

			5) «Esta comprensión tácita media entre el individuo y la sociedad, permitiendo a éste “saber lo que hace” cuando participa en relaciones sociales».

			Ésta es la tradición (vid. Scruton, p. 6), el mecanismo esencial de aprendizaje y acomodamiento social, y de creación de la individualidad. Y el mercado es algo muy parecido: «la tradición es otro ejemplo de un fenómeno puesto de relieve por el mercado —el fenómeno de una comprensión tácita y colectiva, realizada a través del intercambio social—» (ibíd.).

			
5. EL CAMBIO SOCIAL


			Después de lo visto no ha de extrañar que la cuestión social no esté en el primer puesto de la agenda del liberalismo conservador. De hecho, la «ingeniería social gradual» de K.Popper es el ejemplo más acabado de cómo contempla el liberalismo conservador el problema de la reforma y mejora de la sociedad. La intervención social ha de ser limitada y, en lo posible, reversible. La gran ingeniería social, la utopía, es precisamente la más destructora y abominable de las maneras de actuar sobre la sociedad. Y ello porque bajo la promesa de un novum se destruye todo lo que la sociedad ha ido creando tras larga civilización. El cambio ha de ser, por tanto, gradual, de forma que se preserve y mejore lo valioso del pasado y se mantengan intactos y si acaso robustecidos los lazos simbólicos (cultura) que mantienen unida a la sociedad. Burke dijo que el orden político está siempre amenazado por el entusiasmo y la tentación de realizar, a través del poder político, los fines e ideales de un programa total. Esto es lo que significa la revolución social, encarnada primero en la Revolución Francesa (recuérdese que hasta el propio I. Kant se contagió del malsano entusiasmo) y después por una larga y triste lista de revoluciones socialistas en este siglo. Hay sin embargo un sentido positivo de revolución para la tradición liberal conservadora y es aquel que retiene su sentido originario: el de un giro completo que restaura la libertad abolida. Por eso Burke fue defensor de la Revolución Inglesa y de la Americana (pues eran revoluciones políticas, liberales, que restauraban las libertades escamoteadas) y enemigo de la Francesa, que buscaba remover los cimientos de la sociedad. De hecho, como ilustración contemporánea, J. Habermas denominó revoluciones restauradoras-conservadoras, a las revoluciones liberales que florecieron en los países del bloque comunista a partir del verano de 1989. El ánimo de Habermas era crítico, pero la cosa estaba bien vista: eran revoluciones políticas, liberales, restauradoras, de las que gusta el liberalismo conservador.

			
II. LA TEORÍA POLÍTICA DEL LIBERALISMO CONSERVADOR

			Ya mencioné al principio que las ideologías no constituyen conjuntos ordenados ni coherentes de ideas sino más bien algo distinto. También se mencionó que siendo las ideologías y las teorías políticas cosas distintas hay, sin embargo, una zona de sombra donde se confunden. Y hay, además, un sendero que circula en ambos sentidos entre las ideologías y los autores. También se dijo que no era muchas veces fácil distinguir entre un teórico y un político. En este apartado dedicado a la teoría política del liberalismo conservador pretendo, simplemente, retratar de forma muy sintética a unos pocos autores que en sus teorías se acercan a esta ideología que hemos denominado liberalismo conservador. La lista no es completa ni tampoco indiscutible, ni lo pretende. Tan sólo busca poner algunos nombres y fechas a algunas ideas de la constelación liberal conservadora (las síntesis que siguen están inspiradas en buena medida en Scruton).

			Edmund Burke (1729-1797). Nacido en Dublín, de padre protestante y madre católica, estudió en el Trinity College de su ciudad natal y después prosiguió estudios de abogacía en Londres. Hombre de amplios intereses intelectuales adquirió pronto reconocimiento con su primera obra, una sátira titulada Vindication of Natural Society, y renombre filosófico con su muy citado Philosophical Enquiry into the Sublime and Beautiful. También adquirió una cierta nombradía en el terreno de la filosofía política al teorizar la forma moderna de la representación política (ya hemos dicho que él mismo fue durante la mayor parte de su vida adulta un representante, un político). En su nueva concepción de la representación, los representantes pierden el caracter de delegados o mandatarios que habían ostentado en los parlamentos medievales y devienen agentes deliberantes sujetos a responsabilidad. Pero lo que nos interesa centralmente aquí son sus escritos sobre sociedad y política motivados por su reacción frente a la Revolución Francesa: Reflections on the Revolution in France (1790), An Appeal from the New to the Old Whigs (1791) y las Letters on a Regicide Peace (1795-1797). En todos estos trabajos la preocupación central de Burke es alertar a sus contemporáneos del peligro hasta entonces desconocido representado por el espíritu de la Revolución Francesa. Una revolución inédita en el sentido de que se proponía construir la sociedad ex novo, haciendo cenizas del conocimiento y de las virtudes lenta y penosamente atesoradas en las costumbres. Su principal objetivo será, por tanto, defender el orden tradicional, que entiende como un compromiso esencial entre los vivos, los aún por nacer y los muertos. Burke es también un crítico pionero de la Ilustración y de su concepción del hombre. Una concepción que le parecía abstracta y cuya encarnación en las declaraciones de derechos le merecía el juicio de metafísica difusa: la idea misma de que los hombres son agentes racionales cuyos deberes y derechos se originan en su naturaleza prepolítica le parecía aberrante. Por el contrario, el individuo encuentra su origen, lugar y sustento en la sociedad y en las normas, costumbres e instituciones que alientan su sentido de comunidad. Burke adopta una perspectiva histórica para explicar el surgimiento de la sociedad, como una especie de organismo (ha de quedar claro que no es un organicista) que se desarrolla a través de tradiciones, costumbres e instituciones. En ellas se socializan e interactuan los hombres. Y son los hombres quienes las vivifican y las modifican al formarse ellos mismos como individuos. El prejuicio es la cristalización de los hábitos de la socialización. «El prejuicio —afirmó Burke— hace hábito de la virtud del hombre».

			Por último, Burke también intentó combinar esta percepción social y tradicional del individuo con las doctrinas económicas del libre mercado. Y en esto, fue de nuevo pionero en una de las constantes más llamativas del liberalismo conservador: el intento de aunar un orden tradicional con la libertad económica. Burke fue a todos los efectos el fundador del liberalismo conservador y el talante de su reflexión sigue informándolo hoy día.

			F. A. Hayek (1899-1992), economista y filósofo político austríaco ha influido de forma muy profunda en el pensamiento liberal conservador contemporáneo y especialmente en la Nueva Derecha. De hecho ha sido profesor en algunos de los centros académicos que han alimentado más poderosamente este pensamiento: la London School of Economics and Political Science y las Universidades de Chicago, Salzburgo y Friburgo. La posición de Hayek puede parecer algo paradójica porque en muchos sentidos parece muy próximo al liberalismo constitucionalista (La constitución de la libertad, 1961) que Burke criticó en su día. De hecho esta obra tiene un apéndice titulado «Por qué no soy un conservador» que es un panfleto militantemente contrario a la política entendida como conservación de lo existente y como salvaguarda de las tradiciones. Sin embargo su posición es matizada y admite una lectura que la reconcilia con el liberalismo conservador. De hecho, J. Gray ha escrito un artículo-respuesta al alegato anticonservador antes mencionado al que ha puesto por título «Hayek en tanto conservador» en el que explica cómo la crítica de Hayek a la intervención excesiva del Estado en la vida pública no es una crítica de la visión liberal conservadora sino una manera de rescatarla ante el peligro del estatismo: «la principal lección de Hayek para los conservadores es, por tanto, que es un autoengaño pensar que los valores conservadores se pueden proteger mejor desde un Estado expansionista» (Gray, p. 38). El daño que este tipo de Estado produce es irreparable desde la perspectiva conservadora y, por tanto, la política de los conservadores en el poder ha de ser la limitación de éste.

			El tema más central de Hayek como economista y como filósofo político ha sido, sobre todo, el de que la planificación económica conduce necesariamente al totalitarismo. Un tema sin duda heredado de su maestro Von Mises y que plasmó en su influyente libro Camino de servidumbre (1944). Pero Hayek no es un liberal economicista y doctrinario que santifica el mercado como única institución social valiosa. Su concepción de las sociedad rezuma un conservadurismo que hace que encaje bien en la definición de liberal conservador. Para Hayek (recuérdese lo que dijimos antes sobre tradición y mercado) la sociedad está basada en un conocimiento disperso, conocimiento que puede ser tácito o práctico. Tal conocimiento no es ni puede ser patrimonio de una sola persona y, por tanto, su existencia misma depende de la existencia de una asociación libre. Esta idea explica la racionalidad oculta del mercado, la mano invisible de Adam Smith, pero también muestra cómo funciona una sociedad abierta, esto es, una sociedad capaz de gestionar de manera enriquecedora la interacción entre individuos.

			Michael Oakeshott (1901-1990) historiador de formación, fue profesor en Cambridge y, sobre todo, en la ya mentada London School of Economics, desde 1951 hasta su retiro en 1968. Sus libros más importantes para el punto de vista liberal conservador que aquí estamos tratando son Rationalism in politics and other essays (1962), que ya mencionamos al principio, On human conduct (1975) y On history and other essays (1983). En palabras de Scruton (p. 242), la preocupación central de Oakeshott es la defensa de un modelo de sociedad, «la asociación civil» en la que el respeto conservador por la costumbre, el prejuicio y la tradición se reconcilian con los valores liberales. Especialmente con la idea del Estado como árbitro equidistante que deja obrar a la sociedad en su pluralismo. Sus bestias negras son el racionalismo en política y la ideología (ya se mencionó su diatriba contra la política del libro). Frente a esta forma moderna de entender la política propone la política como «conversación» en la que la polifonía de la sociedad, en la que ninguna voz prevalece, implica a los ciudadanos como participantes en la resolución de los problemas sociales sin que tengan que dirigirse a conseguir meta o fin alguno. Para Oakeshott «como para Aristóteles, es la amistad y no el contrato lo que está en la raíz del orden político» (Scruton, p. 242). Sin duda, de entre los liberales conservadores es Oakeshott el que retiene mayores resonancias burkeanas.

			Por último, Robert Nozick (1938) es un filósofo de Harvard que escribió un poderoso alegato Anarquía, estado y utopía (1974) contra la hegemonía del concepto de justicia social que se extendió por la filosofía política liberal tras la aparición de la impresionante obra de John Rawls Teoría de la Justicia (1971). En esta última obra, el papel redistribuidor del Estado a favor de los más débiles es justificado mediante una teoría revisada y sofisticada del contrato social (de esto nos ocuparemos en el capítulo que sigue). Nozick, de los autores que aquí reseñamos, es el más difícilmente encuadrable dentro de la denominación liberal conservador. Aunque tiene una afinidad con el liberalimo de Hayek, su conservadurismo es mucho menos identificable que el de este autor. De hecho, Nozick entronca directamente con el liberalismo de los derechos de Locke, un tipo de liberalismo racionalista que se recibe con suspicacia en el campo conservador. Sin embargo, en la medida en que la teoría de los derechos de Nozick asigna un papel subordinado al Estado, esto es, condena al Estado a su mínima expresión protectora y enfatiza la relevancia central del derecho de propiedad, ha sido muy influyente. La idea de que el Estado sólo se justifica si garantiza los derechos individuales ha dominado en cierta forma el campo liberal conservador. En suma, Nozick ha influido sobre todo en la configuración del discurso político del neoconservadurismo y la nueva derecha, aunque en el terreno estrictamente teórico se aleja bastante del discurso clásico liberal conservador.

			
III. CONCLUSIÓN

			El liberalismo conservador, como ideología, es un fenómeno sobre todo anglosajón. Refiere a una actitud prundencial frente a las cosas sociales y políticas, transida por un deseo de preservar lo existente y aderezado por una actitud escéptica y firmemente contraria ante el cambio y la innovación no graduales en estas materias. De hecho, es este talante o actitud aquello que hace de aglutinante de lo que sea el liberalismo conservador. Algo que podría describirse como una aversión a la ingeniería social, a la ciencia social como instrumento de ordenación de la sociedad y, en general, al racionalismo ilustrado heredado de la Ilustración. Y todo ello por las desastrosas consecuencias que para la sociedad se derivan de las mentadas conductas y mentalidades. Dentro de este talante pueden señalarse, no obstante, tres facetas diferenciadas: una visión del individuo y la sociedad, una teoría política más o menos coherente y una práctica política.

			Las sociedades son contempladas por los liberales conservadores a modo de comunidades. Esto es, como grupos humanos unidos por lazos culturales, costumbres, tradiciones, vocabularios, lenguas y valores que los diferencian, los unifican y les proporcionan una identidad compartida. Los individuos se crean en este ambiente y, en consecuencia, tienen compromisos sociales importantes. Hay, por tanto, algo natural en las sociedades. Pero no en el sentido de que tengan una existencia natural sino en el de que son resultado de un proceso contingente. Esto es, las sociedades son producto de largos procesos de acomodamiento e integración, de una larga civilización, y no son resultado de elecciones o construcción artifical. Por ello, bajo la óptica del liberalismo conservador, toda alteración o intervención brusca en las mismas conjura el riesgo de colapso de este precario edificio. Esto explica que el papel del Estado sea ambiguo en este cuadro. Es importante en el sostenimiento de la sociedad pero es también un peligro para ésta si su poder queda libre de todo control social. Por eso los sistemas representativos son esenciales en esta tradición. Permiten el ejercicio de la responsabilidad política y, por tanto, facilitan la protección de la sociedad. Además, son la garantía de que en sociedades pluralistas como la británica la libertad de conciencia de los individuos y la libertad más general de las minorías quede asegurada: ésta es precisamente la clave del liberalismo agonístico de Isaiah Berlin.

			En general, todas las políticas públicas dirigidas a reforzar el universo compartido de la comunidad y su estabilidad se consideran positivas, pues refuerzan el cemento social. Y todas aquellas que introducen novedades o que cuestionan los rasgos de la identidad comunitaria son contempladas con recelo.

			En suma, la teoría política liberal conservadora sólo puede ser considerada ideología en un sentido lato: no adelanta borradores de la sociedad ideal sino que es pragmática y propone una gestión encaminada a la preservación de lo existente valioso. No propone modelos políticos sino que se inspira en la experiencia política. Edmund Burke es en todo esto ejemplar. Sus Reflexiones sobre la Revolución en Francia (1790) constituyen una crítica acérrima de la política utópica y sus horrores y una defensa igualmente apasionada de las tradiciones, de la experiencia institucional y del cambio gradual para la reforma política.

			La práctica política que encamina la ideología liberal conservadora se desprende con facilidad de lo ya dicho. Se caracteriza por una actitud prudencial en la toma de medidas políticas; por la mentada aversión a la ingeniería social; por una cierta querencia por el sostenimiento de las tradiciones institucionales y simbólicas de la comunidad (patriotismo, banderas y rituales cívicos) y por un apoyo decidido a todo aquello que se perciba como pilares del orden y de la estabilidad social (valores, propiedad, familia, tradiciones).
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			CAPÍTULO III

			
LIBERALISMO PROGRESISTA

			ÁNGEL RIVERO

			SUMARIO: I. ¿Liberalismo o socialdemocracia? El liberalismo progresista. 1. El individualismo social. 2. La sociedad justa. 3. La función social del Estado. 4. Economía y bienestar social. 5. El cambio social.—II. La teoría política del liberalismo progresista.—III. Conclusión.—Bibliografía.

			Locke fue el manantial del que brotó el liberalismo inglés. La grandeza del liberalismo del siglo XVII radica en su reafirmación del individuo racional y libre como único criterio de la sociedad buena, y su tragedia en que esta misma reafirmación implicaba necesariamente la negación de la individualidad a la mitad de la nación.

			MACPHERSON

			Un buen gobierno es: el que ayuda [...] estimulando y nutriendo cualquier ápice que encuentre de esfuerzo individual; el que es asiduo en la eliminación de obstáculos y entorpecimientos a la empresa voluntaria y en dar las facilidades, dirección y guía que ésta precise; el que utiliza sus medios pecuniarios, siempre que sea practicable, en ayuda de los esfuerzos privados, que no de su supresión, y que pone en marcha su maquinaria de recompensas y honores para suscitarlos.

			J. S. MILL

			Una sociedad es una empresa cooperativa para beneficio mutuo [...] marcada por el conflicto pero también por la identidad de intereses. Hay identidad de intereses porque la cooperación social hace posible que todos tengan una vida mejor que aquella que tendrían si cada uno dependiera sólo de su propio esfuerzo.

			J. RAWLS

			En el Capítulo II se señaló que por ideología entendíamos únicamente un conjunto de ideas más o menos coherentes, ligado de formas diversas (explicación, evaluación, orientación y planificación) a la acción política. Aquí usaré igual criterio con idénticas cautelas. Sin embargo, lo que sí merece ahora una aclaración previa es el alcance del rótulo «liberalismo progresista», «liberalismo social» o «liberalismo radical». También en el citado capítulo se señaló que por liberalismo progresista, social o radical entendíamos, por oposición con el liberalismo conservador, «una versión del liberalismo más racionalista-ilustrada, más predispuesta a la reforma social y política profundas, y que hace de la justicia social uno de sus temas centrales». Pero esto necesita ahora de mayores precisiones. Más racionalista-ilustrada significa que el liberalismo progresista (igual que el liberalismo clásico y al contrario que el liberalismo conservador) tiene una mayor confianza en la razón como instrumento que oriente la organización de la sociedad. Esto es, es más confiado y menos escéptico que los conservadores en lo referente al poder de la teoría. Más predispuesta a la reforma social y política profundas significa, sobre todo, que el individuo autónomo y racional que es precondición de la constitución de la sociedad en el liberalismo clásico se toma ahora como un ideal y no como algo que quepa presuponer. Es más, hacerlo equivaldría no sólo a hacer abstracción de los individuos reales, sino a condenarlos a una vida privada de todo aquello que más valora el liberalismo clásico en los individuos. Así pues, el liberalismo progresista hace partícipe al Estado de la producción de individuos. Se espera que éste asista a las personas en su desarrollo y que intervenga en la sociedad en todos aquellos aspectos favorecedores del mismo: la educación, la sanidad, etc. El individuo se constituye socialmente y no es un dato previo a la constitución de la sociedad, sino el resultado de la ordenación correcta de esta última. Esto es, una sociedad justa es aquella que permite el desarrollo de los individuos. Y es responsabilidad del Estado crear las condiciones en las que los individuos puedan desarrollarse. Este papel principal del Estado es del todo extraño al pensamiento liberal clásico (aunque el mismo Adam Smith reserva algunas de estas funciones necesarias a la sociedad y no comercializables al Estado). Pero en la medida en que el liberalismo permanece como ideal, y el individuo y su desarrollo siguen conformando el núcleo de esta ideología, el liberalismo progresista sigue siendo liberal.

			Así pues, el liberalismo progresista, en su concepción del individuo, se aleja del liberalismo clásico y se acerca, en algún sentido, al liberalismo conservador (al enfatizar la construcción social del individuo). El individuo del liberalismo progresista no es el sujeto prepolítico del liberalismo clásico (dotado de unos derechos, centralmente el de propiedad, inalienables), sino más bien el resultado del desarrollo pleno de las potencialidades existentes en toda persona. Esto es, el individuo no es algo preexistente a la sociedad, sino algo que la sociedad ha de favorecer en su aparición y desarrollo. Esta idea se introduce en el liberalismo a través de J. S. Mill que la toma del romanticismo alemán, de la idea de bildung, y más concretamente de Wilhelm von Humboldt. Sin embargo, debe quedar claro que el liberalismo progresista es tan centralmente individualista como el liberalismo clásico. Lo que ocurre es que el individuo plenamente desarrollado no es algo que preexista a la sociedad, sino algo que se produce a través de la correcta organización de la misma. La reforma social y la justicia social del liberalismo progresista serán instrumentos destinados a la universalización de la individualidad entendida como desarrollo pleno de las personas. El valor de la igualdad, que es la guía de la reforma social, es aquí centralmente importante. Igualdad significa igualdad de oportunidades para el desarrollo personal. La reforma social irá dirigida a crear las condiciones que permitan a todo hombre (y a toda mujer a partir de J. S. Mill) su desarrollo individual. El individuo del liberalismo radical no es, por tanto, algo anterior a la construcción de la sociedad, sino un ideal que ha de ser logrado a través de distintos medios. Y es un ideal porque el disfrute de los derechos prepolíticos abanderados por el liberalismo clásico no está al alcance de la mayoría de la población debido a su situación de penuria. Un instrumento de no poca importancia para el remedio de esta falta de «justicia social» será, para este liberalismo progresista, la intervención del Estado. El liberalismo progresista, por tanto, favorecerá en sus políticas públicas todas aquellas intervenciones dirigidas a mejorar las oportunidades de aquellas personas menos favorecidas por su condición social: educación pública, seguridad social, programas de vivienda, etc. El rasgo más peculiar y diferenciador de este liberalismo será, por tanto, desde Paine hasta Rawls, su confianza en los poderes del Estado como medio de hacer avanzar el igualitarismo: la universalización del disfrute de las libertades liberales.

			
I. ¿LIBERALISMO O SOCIALDEMOCRACIA? EL LIBERALISMO PROGRESISTA

			El liberalismo progresista, liberalismo social o liberalismo radical es, por tanto, igualitarista. Su progresismo radica en su igualitarismo. Esto merece aclararse porque muchas veces, cuando encontramos asociadas las palabras liberalismo, por un lado, y radical, por otra parte, suelen referir a una posición ideológica de afirmación absoluta de los derechos prepolíticos de los individuos frente al Estado y no, desde luego, a un liberalismo con preocupaciones sociales. Quede claro, por tanto, que por liberalismo progresista no entendemos ni a libertarios ni a neoliberales. Y, puesto que los conceptos son escurridizos, merece la pena que nos detengamos unos momentos en su aclaración.

			En los Estados Unidos este tipo de liberalismo (el liberalismo progresista) es denominado simple y llanamente con la palabra «liberal». Esto es, allí basta con decir liberal sin calificación alguna para referirse al liberalismo igualitario que aquí llamamos progresista. Así, pedir la ampliación de la cobertura de la seguridad social, de los gastos y programas de la educación pública, de la integración social de los desfavorecidos, etc. son políticas que en EEUU se califican de «liberales» y que nosotros asociamos a las políticas socialdemócratas. En el Reino Unido, por su parte, este liberalismo (el progresista) se denomina liberalismo moderno. Con ello se quiere referir el hecho de que el liberalismo clásico era demasiado abstracto en su concepción del individuo. Y también se hace mención a que el liberalismo clásico, por lo temprano de su aparición, no pudo hacerse cargo, en su teorización del papel del Estado, de los costes sociales producidos por el desarrollo de una economía liberal. Los liberales modernos (progresistas) enfatizarán frente a sus antecesores la dimensión social de la individualidad y la necesidad de que el Estado amplíe su función protectora al bienestar social. De hecho, el arquitecto del estado de bienestar construido en el Reino Unido tras la Segunda Guerra Mundial y que ha resistido los embates de la mismísima Margaret Thatcher fue un liberal: William Beveridge.

			Pero esto no quiere decir que el liberalismo progresista no tenga antecedentes tempranos. Thomas Paine (1737-1809) señaló dos grandes males sociales cuyo remedio era obligación fundamental de cualquier gobierno bien constituido. El primero era la guerra y su abolición (un tema, por cierto, de larga tradición en el liberalismo progresista americano, como atestigua el ejemplo de J. Dewey). Y el otro, que ahora nos interesa más, la pobreza y su eliminación. Paine era hijo de pobres, y murió pobre, y para él la miseria es resultado de políticas e impuestos injustos. La pobreza no es una fatalidad natural, ni es responsabilidad de quien la sufre, sino que es un efecto derivado del mal gobierno. Por tanto, es algo que puede eliminarse desde la acción política. En consecuencia, Paine propuso un plan para la abolición de la pobreza. Para ello es preciso que el gobierno sea sensato (democracia representativa) y gestione de forma eficiente el presupuesto. Además, habrían de abolirse los impuestos que gravan a los menesterosos. A través de esta segunda medida, muchos pobres verían aliviada su situación. A través de la primera, el Estado estaría en condiciones de atender financieramente a los pobres que necesitaran socorro. Esto lo haría a través de subsidios «de matrimonio, maternidad y funerarios, a través de ayudas familiares, pensiones para ancianos e incluso a través de una especie de subsidio de desempleo» (Canavan, p. 685). Además, este modelo de seguridad social se completaría con impuestos progresivos destinados a redistribuir la riqueza en la sociedad e incluso a financiar la constitución de un fondo nacional al objeto de ayudar a los jóvenes a iniciar su vida independiente, proporcionándoles un pequeño capital al cumplir los veintiún años. En suma, Paine anticipó casi todos los temas que el liberalismo progresista enunciaría en el siglo XIX y llevaría a la práctica en el XX.

			Para algunos el liberalismo progresista constituye una traición al espíritu del liberalismo clásico porque otorga un papel tan enorme al Estado en la vida de los individuos que casi queda vaciada de sentido la definición liberal de libertad como un ámbito (privado) libre de interferencia externa. Paine (vid. Canavan, pp. 685-686) sostuvo que la existencia del Estado tiene por única justificación la protección de los derechos de los individuos y que éste únicamente ha de actuar allí donde los individuos o la sociedad carezcan de competencia para resolver un problema. Sin embargo, Paine introdujo en su argumentación la consideración de la igualdad de los derechos que habrían de ser protegidos por el Estado y al hacerlo otorgó un importante papel positivo a este último. Por supuesto, la igualdad figuraba de forma prominente en las banderas de la Revolución Francesa (que influyó de una manera profunda en el pensamiento de Paine) pero es sobre todo el ejercicio efectivo de los derechos lo que impele a Pain en la dirección de un primer borrador de Estado social. Y es esta idea, la de que sin una cierta igualdad de condiciones no hay disfrute de derechos, la que atravesará el liberalismo progresista desde entonces hasta hoy mismo. El liberalismo progresista, liberalismo social o liberalismo radical (liberalismo a secas en EEUU, liberalismo moderno en el Reino Unido) significa derechos liberales, pero también, y esencialmente, preocupación por lo social, Seguridad Social, instrumentos asistenciales y redistribución de la riqueza.

			
1. EL INDIVIDUALISMO SOCIAL


			Este cambio de marcha, desde el liberalismo clásico y su concepción atomista del individuo y la sociedad al liberalismo progresista con preocupaciones sociales, se generalizará a finales del siglo XIX y principios del XX en el Reino Unido y poco después en EEUU. Este giro puede entenderse, en buena medida, como parte de lo que Karl Polanyi denominó la reacción protectora de la sociedad frente a la desestructuración social creada por el nacimiento del capitalismo: agricultura comercial, desarrollo de la industrialización, desplazamiento de poblaciones, creación de guetos urbanos, etc. Esto es, como una reacción auto-protectora de la sociedad frente a la gran transformación inducida por el primer liberalismo y el capitalismo. En esto, como puede verse consultando el Capítulo 2, el liberalismo progresista adopta una posición parecida a la del conservadurismo. Pero este parecido ha de puntualizarse. La reacción protectora de la sociedad frente a la desestructuración y la anomia puede orientarse de formas distintas e incluso radicalmente opuestas. El diagnóstico puede ser el mismo: liberalismo y capitalismo producen daños que ponen en riesgo no sólo la vida de miles de personas, sino la supervivencia misma de la sociedad. Por tanto, la sociedad necesita generar mecanismos de protección que socorran a los individuos sacrificados y que restauren la posibilidad de reproducción y pervivencia más o menos armoniosa de la sociedad. Ambas posiciones comparten incluso la idea de que la solución mejor radica en la auto-regeneración de la sociedad (la caridad, en particular, ocupa un lugar prominente en el argumento conservador). Pero si esta solución espontánea falla, lo que se impone es la intervención restauradora del Estado en la sociedad. Y es precisamente en este punto donde ambas posiciones difieren. La intervención del Estado desde la óptica conservadora ha de estar dirigida a reponer todos aquellos tejidos y órganos de la sociedad dañados por la modernización. Ha de ser un trabajo de rehabilitación de todo aquello afectado por los cambios, especialmente de todo aquello referido a los valores tradicionales compartidos de la vieja comunidad: a lo que crea comunidad y un sentimiento de obligación y compromiso hacia la misma. Esto es, se trata de una acción reaccionaria dirigida a la recuperación de un pasado más o menos real (la enseñanza de las virtudes, el apoyo a la familia, incluso el apoyo a la religión, etc.). Los liberales progresistas, por el contrario, tienen una actitud progresista a la hora de abordar los problemas sociales (y reaccionario y progresista no señalan otra cosa que dos tipos distintos de orientación temporal de la reforma social). Con ello hago referencia a que los liberales progresistas no buscan un regreso a una situación pretérita que se considera valiosa (el pasado es caracterizado en términos claramente negativos en todas sus vertientes: política, social, cultural y económica), sino que siendo favorables en general a la modernización buscan corregir de forma positiva sus disfunciones. Por ello se aplicarán no a la recuperación del pasado, sino al diseño de instituciones que provean a los individuos de la protección social de la que carecen. Esto es, no se trata de recuperar valores para corregir los problemas de la sociedad, sino de construir instituciones que permitan que el progreso no se realice a costa de los individuos. O lo que es más, que el progreso sirva al desarrollo de los individuos.

			En suma, aunque tanto conservadores como liberales progresistas comparten una concepción social del individuo («individualismo social»), esto en modo alguno significa que compartan la misma noción de individuo ni de sociedad. Si el conservadurismo se orienta hacia la recuperación de los valores comunitarios, el liberalismo progresista busca, a lo sumo, un tipo de comunidad que está más allá de la sociedad. Esto es, busca superar la atomización de la sociedad mediante instituciones que refuercen el desarrollo mutuo de los individuos. El filósofo pragmático y liberal radical americano John Dewey ha denominado este horizonte del liberalismo progresista como la «búsqueda de la gran comunidad». Una búsqueda que se sustancia en el desarrollo de instituciones que canalicen nuestra responsabilidad hacia los otros y hacia el grupo (algo, de nuevo, ausente en el liberalismo clásico. Vid. Dewey, pp. 143 ss.).

			Así pues, el liberalismo progresista no puede sino estar disconforme con la concepción del individuo del liberalismo clásico. Y esto en dos planos principales. En primer lugar, el individualismo metodológico del primer liberalismo fue muy útil en la construcción de un ingenioso argumento acerca de la legitimidad del Estado que resultó eficaz en la justificación de las revoluciones liberales. Pero tenía muy poco que decir una vez pasado el momento revolucionario. La idea de que el consentimiento individual es la fuente del gobierno legítimo es muy provechosa para el cambio de gobierno pero no garantiza el disfrute de derechos por parte de todos los ciudadanos. Pero además, la idea de que el orden político puede explicarse apelando a individuos aislados en un orden natural preexistente a la aparición de la sociedad no sólo es una quimera, sino que distorsiona e imposibilita la comprensión del funcionamiento básico de la sociedad. La dimensión pública de los individuos no se acaba en la política, sino que los individuos son seres esencialmente sociales. El liberalismo progresista propondrá, en lugar del individualismo metodológico o posesivo del liberalismo clásico, un individualismo social para el cual las condiciones sociales de los individuos sean un dato tan relevante como los derechos pre-políticos del viejo liberalismo. Esto se articulará (en la obra de teóricos como T. H. Green, L. T. Hobhouse y J. A. Hobson) en la elaboración de un pensamiento político-social en el que el concepto de ciudadanía liberal (derechos civiles y políticos) es ampliado en dirección al reconocimiento de unos derechos sociales que corresponden a todo ciudadano en cuanto tal. T. H. Marshall, en 1949, articulará de forma que aún perdura esta concepción de los derechos sociales. Y lo hará en el momento en que se está construyendo el Estado del bienestar británico. Un modelo imitado desde entonces por muchos otros países preocupados por la reforma social. Desde entonces, la idea de derechos sociales (polémica y discutida aún hoy) constituye uno de los legados más característicos de liberalismo progresista.

			
2. LA SOCIEDAD JUSTA


			Para el liberalismo clásico la sociedad justa es aquella en la que las relaciones entre los individuos están sujetas a un intercambio justo. Esto es, la sociedad justa es aquella que posee las instituciones que permiten que la libre interrelación de los individuos propia de una sociedad liberal se desarrolle justamente. El tipo de justicia que corresponde a esta sociedad es la justicia conmutativa: «la que regula la igualdad o proporción que debe haber entre las cosas, cuando se dan o cambian unas por otras» (RAE). Sin embargo, para el liberalismo progresista este concepto de justicia es claramente insuficiente. En aquellas circunstancias en las que se da un cierto grado de desigualdad, el intercambio justo ya no lo será tanto e incluso puede no serlo en absoluto. Por tanto, la justicia conmutativa presupone, desde la óptica liberal progresista, una sociedad justa y una sociedad justa es aquella en la que la desigualdad se hace irrelevante mediante la satisfacción (si es preciso por parte del Estado) de las necesidades básicas (que incluyen la alimentación y el vestido, la salud, la educación y la vivienda). La sociedad justa refiere, por tanto, a un tipo de sociedad equilibrada en las condiciones de los individuos, en la que todos disponen de iguales o parecidas oportunidades para el disfrute de sus derechos. La sociedad justa es aquella en la que la libertad está informada por el valor de la igualdad. Así, una cierta igualdad es el complemento necesario para hacer realidad la libertad de los individuos. Para que esta libertad de los individuos no sea la libertad de unos pocos sino de todos.

			Hay, sin embargo, formas distintas de entender lo que sea la justicia social y la forma de lograrla. Así, por ejemplo, otras ideologías han buscado actuar sobre las causas de la desigualdad social como vía para corregir sus efectos en la sociedad. De este modo, comunistas, socialistas y anarquistas sostienen que es el diferente acceso a la propiedad el que crea la desigualdad social. De ahí provienen los resultados perversos sobre las condiciones de vida de las poblaciones y, por tanto, la propiedad privada ha de ser abolida (vid. los respectivos capítulos dedicados a estas ideologías en este volumen). Esta idea de remover las causas en lugar de moderar los efectos (que habitualmente tiene unas consecuencias terribles sobre las poblaciones a las que se ha querido ayudar) puede denominarse la solución anti-liberal al problema de la desigualdad. Como es muy obvio, el liberalismo progresista ofrece, frente a la anterior, una solución liberal al problema de la desigualdad. Y ésta radica en la justicia distributiva: «La que establece la proporción con que deben distribuirse las recompensas y los castigos» (RAE). En el contexto del liberalismo progresista la justicia distributiva hace referencia a la redistribución de la riqueza creada en una sociedad. El fin de esta redistribución es aliviar sufrimientos y penurias a los menos favorecidos. Y el agente que realiza este reparto es el Estado. El procedimiento es sencillamente el ya mencionado líneas arriba a propósito de Paine. Imposición progresiva y redistribución (en forma de servicios y políticas públicas) a los menos favorecidos o a la sociedad en su conjunto. En realidad, en los países occidentales estamos tan habituados a esta forma de realización del principio de igualdad en la sociedad a través del Estado que casi cuesta trabajo llamar la atención sobre el mismo. Sin embargo, esto, que casi pertenece al mundo de las cosas que se dan por sentadas, no carece de críticos y enemigos. Para los defensores radicales de la revolución social (los mentados socialistas, comunistas y anarquistas) este instrumento no es sino un mecanismo lampedusiano de cambio para que todo siga igual. Una pomada que se aplica sobre las injusticias sociales que, sin curarlas, hace más soportable el sufrimiento y evita así la revolución. Por su parte, para los liberales clásicos (y sus encarnaciones contemporáneas: libertarios, neoliberales, etc.) la intervención del Estado en la redistribución de la riqueza es una desgracia que atrae todo tipo de peligros: autoritarismo, despotismo, paternalismo, burocracia, ineficacia, desincentivación y apatía en los individuos, etc. Estas últimas objeciones merecen algo de consideración porque apuntan a un tipo de crítica de alto calado para la posición liberal progresista. Esto es, no ha de olvidarse que el valor central del liberalismo progresista es el individuo y si la realización del programa liberal progresista no produce individuos desarrollados, es decir, independientes, completos en el despliegue de sus potencialidades y plenos de juicio político, el programa habrá fracasado. Los liberales clásicos creen que la redistribución no crea individuos más desarrollados sino sujetos dependientes del Estado y ello al precio de sacrificar los derechos básicos de otros individuos. Pobre resultado a un precio muy alto. Su argumento se podría sintetizar del siguiente modo: la autorización de la redistribución significa un fortalecimiento excesivo del Estado frente a los individuos (que pierden su capacidad para controlarlo); supone un atropello de derechos básicos (el de propiedad); encarna la pretensión de que el Estado conoce mejor que los individuos cuáles son las necesidades básicas de éstos (supone paternalismo); implica la creación de una burocracia estatal dirigida a la planificación de la satisfacción de las necesidades que el Estado imputa a los individuos (y esto ya es algo más que paternalismo); produce ineficacia porque la satisfacción de esas necesidades es sustraída al juego del mercado con lo cual toda lógica de eficiencia desaparece; y favorece, por último, que la sociedad y los individuos abandonen la capacidad de cuidar de ellos mismos y se amolden, pasivamente, a lo que les concede el Estado. Los costes sociales de este último problema pueden dar al traste con la sociedad misma. Buena parte de estos temores se han hecho realidad en forma de crecimiento exorbitado de gastos sociales, de burocracias, de ineficiencia en la gestión de los servicios públicos y en pasividad de la ciudadanía (salvo para pedir más. Aquí la pasividad preocupante no es la de pedir sino la de responsabilizarse). Y han sido teorizados a través de conceptos como ingobernabilidad, crisis de legitimación, crisis fiscal, etc. La respuesta liberal progresista a estas objeciones es que han de introducirse, en lo posible, mecanismos de responsabilidad y eficiencia en la gestión de las prestaciones sociales y en el uso responsable de las mismas (lo cual es bastante liberal) pero en ningún caso han de eliminarse estos servicios porque son absolutamente esenciales para el desarrollo de los individuos y la supervivencia digna de la sociedad. Frente a los problemas muy reales que plantea el sostenimiento de los Estados de bienestar, el mejor argumento en su defensa, dirían los liberales progresistas, es señalar los problemas de desestructuración social y violencia presentes en las sociedades que carecen de estos instrumentos.

			
3. LA FUNCIÓN SOCIAL DEL ESTADO


			Como es fácil colegir por lo dicho líneas más arriba, el papel del Estado es mucho mayor en el liberalismo progresista que en el liberalismo clásico (y también es mayor que el que le asignaba el liberalismo conservador). Las funciones del Estado en la percepción liberal progresista cubren todas aquellas propias del mismo en el liberalismo clásico y suman a éstas todo aquello asociado a los compromisos sociales que éste adquiere. Pero estos últimos son de tal envergadura y producen tal mutación cualitativa que mejor que de una ampliación habría que hablar, más propiamente, de un cambio de fines. El Estado, en la percepción liberal clásica es un instrumento arbitral destinado a mediar en los conflictos entre particulares preservando la paz. Las instituciones del Estado tienen por fin proteger los derechos de los individuos (los asociados) frente a la amenaza interna u externa. La ampliación radical liberal de esta concepción supone reconocer al Estado un papel activo en la promoción de la individualidad de la ciudadanía. Y este papel activo del Estado es algo completamente desconocido en el horizonte liberal clásico. Repitamos, el Estado defendido por el liberalismo progresista contiene todos los ingredientes institucionales del liberalismo democrático (gobierno representativo, separación de poderes, elecciones periódicas, sufragio universal, etc.) más un no menos importante componente activo con proyección social. Así el Estado no sólo recauda fondos para garantizar su funcionamiento, sino que realiza un papel redistribuidor en la sociedad. Y lo que es más, no sólo redistribuye la riqueza de la sociedad, sino que lo hace a través de instituciones propias que amplían la presencia del Estado a prácticamente todos los ámbitos de la vida social. El Estado definido y defendido por el liberalismo progresista es, por tanto, un Estado social, el Estado de Bienestar. Y esto significa que participa, a través de la legislación o de la intervención directa, en la provisión de servicios públicos y en la regulación de todos aquellos ámbitos que afectan directamente a la vida de las personas (desde la legislación laboral a la dirección de la economía).

			Para algunos, el abandono del papel subordinado del Estado frente a los individuos propio del liberalismo clásico, y la adopción de una posición activa en la organización de la sociedad (defendida por el liberalismo progresista) significa lisa y llanamente una traición a la concepción liberal de la libertad. Pero los liberales progresistas afirman más bien lo contrario. Que ambas cosas pueden reconciliarse (la protección y la intervención social) y que, de hecho, sólo la intervención del Estado puede hacer realidad la libertad liberal para la mayoría de los individuos:

			T. H. Green argumentó en los años ochenta del siglo XIX que la libertad no puede entenderse como ausencia de constricción o limitación. Observaba que «no entendemos por libertad el hacer lo que uno quiera. No entendemos que la libertad sea algo que disfrute un hombre [...] a costa de la libertad de otros» [Vincent, p. 40].

			La libertad tiene una dimensión social y la libertad individual tiene que reconciliarse con la de la sociedad. Por tanto Green (y esto vale para el liberalismo progresista en general) sostenía que es perfectamente justificable la intervención del Estado en la venta y el consumo de alcohol, en el mercado y en la provisión de vivienda, en la provisión de servicios sanitarios, en la provisión y organización del empleo, en la propiedad de la tierra y la industria, y en la educación (vid. ibíd.). Como puede verse, esto amplía enormemente aquello que los viejos liberales llamaron la libertad del Estado.

			A poco que se piense, se convendrá en que el liberalismo progresista ha realizado su programa ideológico en una buena porción de los países de Occidente, afectando profundamente al alcance y organización del Estado. De hecho, la legitimidad del Estado depende en estos países, en gran medida, de la capacidad de los gobiernos de satisfacer todas aquellas expectativas sociales que ahora encarna. De forma que el principal motivo de preocupación de los gobiernos contemporáneos es cómo seguir aumentando las prestaciones del Estado de bienestar, o cómo mantenerlo, de forma que sea compatible con su financiación.

			
4. ECONOMÍA Y BIENESTAR SOCIAL


			Por el tipo de actividades que se arroga el Estado liberal progresista fácilmente se deduce que su peso en la economía es extraordinario. La economía ya no es, en esta perspectiva, algo alejado y separado de la esfera del gobierno, sino todo lo contrario. La economía ya no se encuentra en el dominio de la sociedad civil en tanto algo distinto del Estado, sino que se hace preciso intervenirla profundamente para satisfacer los compromisos sociales del Estado: el mencionado bienestar social.

			En suma, los gobiernos liberales progresistas no se han limitado a la provisión de bienestar, sino que gestionan directamente la economía en su busqueda de prosperidad y desarrollo para todos. La principal razón que justifica esta gestión o intervención en la economía por parte del Estado radica en que de este modo se pueden evitar las terribles consecuencias sociales derivadas de las crisis económicas. La Gran Depresión inducida por el desplome de Wall Street en 1929 trajo, amén de desempleo y desesperanza social, la voluntad de los gobernantes de actuar sobre la economía para evitar la repetición de algo parecido. El valor de tal ejemplo es que mostró hasta qué punto el mercado completamente libre de control y regulación no sólo acaba con su propia destrucción, sino que puede acabar con la sociedad. Pero lo que preocupaba a los liberales progresistas no era sólo la inestabilidad y las tendencias autodestructivas del mercado. Les preocupaban, sobre todo, los terribles efectos sociales del paro. Las consecuencias del desempleo fueron tremendas para todos aquellos que las sufrieron (en primer lugar el hambre y la vuelta de la pobreza) pero también para las sociedades. La enorme agitación social que precedió a la Segunda Guerra Mundial está ligada a escalofriantes cifras de desempleo. El consenso social que produjo la instauración de los sistemas de bienestar en las sociedades europeas tras la guerra (en un intento por no repetir los hechos terribles del pasado inmediato) dio paso también a la intervención de la economía como mecanismo de control del desempleo. Y el teórico que dio formulación a esta intervención del Estado en la economía fue John Maynard Keynes (1883-1946). A Keynes le había preocupado el problema del desempleo ya desde los años veinte. De hecho, por aquel entonces, apoyó al Partido Liberal en su propuestas políticas de lucha contra el paro. Pero lo que desencadenó su ataque contra la ortodoxia económica del laissez-faire fueron las depresiones de los años treinta y su peculiar persistencia. Para Keynes estaba claro que las consecuencias sobre el desempleo de las crisis económicas no eran pasajeras ni mucho menos coyunturales. Y, lo que es más importante, la persistencia del desempleo mostraba que la economía carecía de elementos autocorrectores que la pusieran de nuevo en marcha. Contra lo que sostenía la ortodoxia económica (que el mercado laboral tiene capacidad para autorregularse a través de la flexibilidad salarial), Keynes sostuvo que el nivel de actividad económica (y, por tanto, de empleo) depende de la demanda total en la economía. A esta demanda total la denominó demanda agregada. Y si el mecanismo mediante el que se quiere solucionar el problema del desempleo, desde la ortodoxia económica, es la disminución de salarios, lo que se obtendrá en realidad es una caída de la demanda agregada y un encogimiento, por tanto, de la actividad económica. Esto es, se producirá más desempleo.

			Keynes sugirió que los gobiernos pueden dirigir la economía actuando sobre el nivel de demanda agregada. Así, el gasto del gobierno puede verse como una inyección de demanda en la economía. Y si el gobierno gasta en, por ejemplo, infraestructuras, obras públicas en general, servicios sociales, lo que se producirá es un efecto multiplicador (al aumentar la demanda agregada) en toda la sociedad, que conducirá a la creación de empleo. Este tipo de economía social de mercado, en la teorización de Keynes, parece gozar hoy de poco favor (debido a sus fracasos explicativos y de control, precisamente del paro, a partir de los años setenta). Y en el presente asistimos a un renovado entusiasmo por la ortodoxia. Pero lo importante del ejemplo radica en cómo figuras como la del insigne economista (que hacía explícito su compromiso con la tradición liberal de Locke, Hume y Mill) ilustran la percepción liberal radical del Estado y la economía al servicio de la sociedad y su desarrollo. Esto es, muestran cómo los fines particulares (tan propios de la economía clásica) han de ser subordinados, en la percepción liberal progresista, al desarrollo más general de la sociedad. Esto es, de todos los individuos.

			
5. EL CAMBIO SOCIAL


			El liberalismo progresista es esencialmente una ideología destinada al cambio social. Pero a un tipo particular de cambio: la reforma gradual. Ya se mencionó antes que este liberalismo comparte con el liberalismo clásico el fervor por sus instituciones políticas. Esto es, por las instituciones derivadas de las revoluciones liberales. Pero estas instituciones liberales, la existencia misma de una sociedad liberal, es algo que el liberalismo progresista presupone. Es decir, ya cuenta con su existencia. Su preocupación central no es el horizonte de la instauración de las sociedades liberales, sino su reforma. En suma, el liberalismo progresista se entiende a sí mismo como un instrumento de corrección de las disfunciones sociales propias de las sociedades liberales. Así, en Mill la organización del gobierno y las instituciones presupone un desarrollo económico y educativo previo o, en Dewey, el camino hacia la gran comunidad pasa por la existencia de una gran sociedad. Casi sería especular intentar sistematizar sus opiniones acerca de cómo se instaura un régimen liberal (y seguramente todos ellos convendrían en que es necesario un progreso previo en el desarrollo material y en la educación) pero, en cambio, sí podemos afirmar que para el liberalismo progresista la reforma de las sociedades liberales en un sentido social es un proceso gradual, pacífico e impulsado desde la acción política y no desde la violencia. Así pues, la reforma social es un movimiento corrector dirigido a mejorar las condiciones sociales de las sociedades liberales. Y, esto también es importante, el fin de esta reforma es garantizar no sólo la justicia social, sino la permanencia y sostenimiento de estas sociedades. Es decir, la reforma social no conduce más allá de una sociedad liberal. No entraña cambios en la organización del Estado ni en la estructura o en la base de la sociedad. Simplemente mejora la sociedad liberal al extender las posibilidades de desarrollo individual al conjunto de la población.

			En resumen, el liberalismo progresista es, en cuanto al cambio político, reformista. Presupone la existencia de una sociedad liberal y de un Estado liberal, y su programa de reforma se dirige, bajo el valor de la igualdad, a mejorar las condiciones sociales de la población. De esta manera desactiva el conflicto social y hace verdad para todos los individuos las promesas del liberalismo clásico.

			
II. LA TEORÍA POLÍTICA DEL LIBERALISMO PROGRESISTA

			Como ha podido verse en la anterior glosa de los temas del liberalismo progresista, que tenía por fin señalar personalidad propia y diferenciada como liberalismo, éstos se ordenan en torno a la sensibilidad social, a la intervención redistribuidora del Estado, a la preocupación por el desarrollo individual ligado al desarrollo de la sociedad. Los autores que voy a describir muy sintéticamente a continuación, se caracterizan por compatir esta preocupación por lo social desde el liberalismo. Esto es lo que hace de ellos liberales progresistas. Pero todos sin excepción tienen un valor muy superior al que refleja la atención circunscrita a este aspecto. Todos ellos han influido poderosamente en el pensamiento político mucho más allá de lo que reflejan estas notas.

			Thomas Paine (1737-1809), nacido en Inglaterra, fue uno de los panfletistas más incendiarios y célebres de la historia. Cuando murió, un periódico de Nueva York dijo de él: «vivió mucho, hizo algún bien y mucho daño». De los liberales que aquí recogemos es a quien mejor cuadra la calificación de radical en su sentido más cotidiano. Sus escritos estuvieron siempre dirigidos a la agitación política y, para los parámetros de su tiempo, siempre del lado más radical. Así, con sus escritos Common Sense y Crisis influyó notablemente haciendo avanzar la causa independentista en la Revolución Americana. En una carta que le dirigió T. Jefferson se dice lo siguiente: «es demasiado cierto que tenemos una secta que se dedica a predicar que instauremos una constitución inglesa de rey, lores y comunes, y cuyas cabezas están ansiosas de coronas, coronillas y mitras. Pero nuestro pueblo, mi buen amigo, está firme y unánime en sus principios de republicanismo y no hay mejor prueba de ello que el amor que tienen por lo que escribe y que lo devoran con pasión [...] ¡Continúe haciendo con la pluma lo que en otros tiempos se hacía con la espada!» (Jefferson, p. 474).

			Pero para lo que aquí nos interesa, Los derechos del hombre es su obra fundamental. En ella defendió la Revolución Francesa y los valores republicanos frente al ataque de Edmund Burke en las Reflexiones sobre la revolución en Francia. Este libro le valió, paradójicamente, un proceso por sedición en Inglaterra y su elección como miembro de la Asamblea Nacional francesa. La réplica de Burke fue respondida con la segunda parte de Los derechos del hombre. Esta entrega, lejos de continuar con la defensa de la Revolución Francesa, se vio transformada en un alegato contra los males de la sociedad europea. Males como el gobierno arbitrario, la pobreza, el analfabetismo y la guerra, todos ellos generados por el atraso político de la monarquía. Para Paine el republicanismo es la respuesta a estos males, y el republicanismo significa negación radical de la monarquía. Así, bajo principios republicanos diseñó un boceto para la educación popular, el socorro de los pobres, pensiones para ancianos y oferta pública de empleo para los parados. Este sistema de seguridad social sería financiado a través de la imposición progresiva. Todo ello, aparte de hacerle merecedor del título de primer liberal radical, y junto a sus ataques a la religión, le valieron la condena en EEUU, de donde escapó en dirección a Francia. Allí se vio implicado en la defensa de Luis XVI (Paine no era partidario de su ejecución) y Robespierre se lo hizo pagar en cuanto pudo con la cárcel. La caída de Robespierre significó su liberación y la publicación de su último gran panfleto Agrarian Justice, de 1797, dedicado a fustigar el desigual reparto de la propiedad. En esta obra expande sus consideraciones sobre la imposición positiva, el Estado de bienestar y los límites al derecho de propiedad. Algo que, de nuevo, le acarreó problemas. Su final merece ser recordado. Volvió a EEUU donde rápidamente se dio cuenta de que ya nadie se acordaba de él (salvo por sus ataques a la religión) y murió pobre en Nueva York, en 1809. Sus huesos fueron exhumados diez años más tarde por William Cobbett, con el fin de darle en Inglaterra el entierro que merecía como benefactor de la humanidad. Pero sus restos se perdieron para siempre en el camino.

			J. S. Mill (1806-1873), filósofo, economista, profesor y político inglés es quien inspirará de forma más permanente al liberalismo progresista. La idea de desarrollo de la individualidad, tomada del Romanticismo alemán, fue introducida por él en el liberalismo anglosajón. Asimismo, desarrolló la filosofía utilitaria fundada por Jeremy Bentham y James Mill (su padre), una filosofía que a través del principio de utilidad social fomentaba a un tiempo el liberalismo y la reforma social.

			Mill es un pensador complejo e incluso contradictorio. Así, su librito Sobre la libertad busca, sobre todo, argumentar la defensa de un espacio de desarrollo individual libre de la interferencia del Estado, y está en esto más cerca del liberalismo clásico. Pero en muchas de sus obras la reforma social ocupa un lugar prominente e incluso en los Principles of political economy (1848) va más allá del reformismo social utilitarista hasta acercarse a posiciones socialistas. En esta obra llega a cuestionar la propiedad como un derecho sacrosanto (uno de los fundamentos del liberalismo clásico) y defiende la redistribución desde el Estado como mecanismo para aliviar las condiciones de miseria a las que se ve condenada la clase obrera. Para J. Gray, Mill es quien consuma la ruptura en la tradición liberal (una ruptura iniciada por Bentham y James Mill) «creando un sistema de pensamiento que legitima las tendencias intervencionistas y estatistas que adquirieron gran fuerza en Inglaterra a lo largo de la segunda mitad del siglo XIX» (Gray, pp. 54-55).

			Mill, que en sus primeras obras defiende el individualismo de corte liberal clásico y que teme los efectos totalizadores de la sociedad democrática derivó hacia el final de su vida a una posición muy crítica con el capitalismo y completamente favorable a la intervención redistribuidora del Estado. El Mill de este período ligó el desarrollo individual al progreso de la sociedad de forma que la construcción del individuo liberal se convirtió en una empresa colectiva que se proyectaba en el tiempo. Su optimismo acerca del progreso de la sociedad se conectaba con su optimismo en el desarrollo de las capacidades individuales, de forma que la intervención del Estado en la mejora de la sociedad era vista como un refuerzo (y ya no como un ataque) a la individualidad:

			«Si para los liberales clásicos el progreso es, por así decirlo, una propiedad emergente de los intercambios libres entre los hombres, para los liberales modernos el progreso consiste en la realización en el mundo de una concepción específica de la sociedad racional. Esto se observa con claridad en la obra de John Stuart Mill, un pensador dividido y ambiguo cuya orientación, no obstante, en último caso se une a la de los liberales modernos» [Gray, p. 141].

			J. Dewey (1859-1952), filósofo americano y educador, uno de los fundadores de la escuela pragmatista, pasa por ser una de las figuras más importantes del liberalismo (progresista) de EEUU. Una de las preocupaciones centrales de Dewey fue la de adaptar el individualismo liberal clásico a las condiciones modernas. En su percepción, el liberalismo necesitaba una reforma que lo socializara, de forma que no se convirtiera en un pensamiento abstracto acerca de un individuo aislado, sino que respondiera a los problemas sociales de las democracias. Fue especialmente crítico con la concepción elitista de la democracia, hegemónica a principios de siglo, y buscó desarrollar, como respuesta, una teoría de la democracia que integrara elementos comunitarios. Su concepción radical de la democracia conecta con el liberalismo progresista al adoptar como eje central la idea del desarrollo de los individuos. En su percepción, la educación tiene un papel fundamental en la creación de individuos desarrollados. Y estos individuos desarrollados son la precondición esencial para la existencia misma de la democracia. La intervención social (en la educación, por ejemplo, y de forma más concreta a través del reformismo social ejemplificado por el New Deal) es imprescindible para el desarrollo de los individuos y, en consecuencia, para la existencia de una sociedad liberal y de la democracia misma. John Dewey sigue siendo en EEUU el inspirador de un liberalismo que busca rescatar las instituciones de bienestar social que, en su día, impulsó el New Deal, como medio de combatir los problemas de desestructuración social y violencia presentes en parte de la sociedad americana.

			J. Rawls (1921), filósofo también americano, publicó en 1971 un libro, la Teoría de la justicia, que supuso un auténtico revulsivo en la filosofía política. En esta obra, Rawls rescataba el viejo artilugio liberal del contrato social para iluminar, no como en el liberalismo clásico los orígenes de la autoridad política legítima, sino los principios que han de regir la justicia social. Su teoría del contrato conduce a la formulación de dos principios básicos de la justicia: a) que toda persona tiene igual derecho a la máxima libertad compatible con la libertad de los otros; b) que ha de actuarse sobre las desigualdades sociales y económicas de forma que se beneficie a los menos favorecidos y se permita la igualdad de oportunidades. El primer principio conecta su teoría con la doctrina liberal clásica. El segundo la conecta con la percepción liberal progresista de que el ejercicio de la libertad necesita de un complemento igualitario para que ésta sea efectiva. El valor de la obra de Rawls radica en que proporciona la argumentación más sólida que, desde el individualismo liberal, se ha desarrollado en favor de la justicia social. En suma, Rawls es un liberal favorable a la intervención redistribuidora del Estado y su influencia ha sido extraordinaria. En su segundo y último libro, El Liberalismo Político, el universalismo de su teoría contractualista queda atemperado y contextualizado por referencia a las tradiciones de los Estados liberales democráticos.

			
III. CONCLUSIÓN

			El liberalismo progresista (social, radical o moderno) es una rama del liberalismo que, reteniendo la centralidad del individuo y de las instituciones políticas destinadas a su protección, abre esta ideología a las preocupaciones sociales. Esta apertura del liberalismo a la cuestión social altera de una forma profunda el sustrato ideológico de esta posición. El individuo ya no se afirma frente al Estado, sino que precisa de éste para su desarrollo. El Estado deja de ser un poder neutral frente a la sociedad y adquiere la obligación de reformarla y dirigirla en dirección a la justicia social. La justicia social significa que la igualdad es el correlato básico de la libertad y que el Estado tiene la obligación de redistribuir la riqueza en la sociedad y de proveer para la satisfacción de las necesidades básicas de los individuos. El liberalismo progresista entronca directamente con las políticas bienestaristas tan comunes en los países occidentales después de la Segunda Guerra Mundial. Para algunos, el liberalismo progresista es el liberalismo de los siglos XX Y XXI. Un liberalismo que se ocupa de los problemas del presente. Para otros, el liberalismo progresista significa la muerte por desfiguración y abandono del liberalismo a secas:

			«Con el declive del sistema de pensamiento liberal clásico, el liberalismo adoptó su forma moderna, en la que la arrogancia intelectual racionalista se fusiona con una religión sentimental de la humanidad. [...] El pensamiento liberal pronto sancionó la nueva concepción del régimen de gobierno engendrado en la lucha por los votos en una democracia de masas —la concepción del gobierno como benefactor y no, como hasta entonces, como guardián de la estructura dentro de la cual los individuos pueden velar por sí mismos—» [Gray, p. 141].
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			CAPÍTULO IV

			
SOCIALISMO

			IGNACIO SOTELO

			SUMARIO: I. Los orígenes.—II. Una creación anglo-francesa. 1. Owen. 2. Saint-Simon.—III. Etapa fundacional. 1. Marx.—IV. Fabianismo y revisionismo. 1. Fabianismo. 2. Revisionismo.—V. El socialismo en el período de entreguerras.—VI. El socialismo a partir de 1945. 1. El programa de Bad Godesberg. 2. El modelo socialdemócrata de Estado de bienestar. 3. El socialismo a finales del siglo XX.—VII. Crisis y futuro incierto del socialismo.—Bibliografía.

			Penetrar en la maraña de significaciones que acompaña a cada uno de los conceptos que designan a las grandes corrientes políticas contemporáneas —conservadurismo, liberalismo, socialismo, comunismo, anarquismo— no es empresa fácil: cuanto más prestigiado o extendido un término político, mayor también el número de connotaciones que conlleva. Lo primero que destaca al ocuparse del socialismo es el número y diversidad de sus contenidos; se han recopilado más de un centenar de posibles definiciones —muchas de ellas tan ambiguas como incompatibles entre sí— hasta el punto que no faltan los que prefieren emplear este término siempre en plural y hablan de «los socialismos», para indicar que con el mismo vocablo se hace referencia a entidades con muy poca o ninguna relación entre sí. Un repaso exhaustivo de tan diferentes acepciones, además del poco interés que en muchos casos tendría, choca con la dificultad de no encontrar siempre un referente real para cada una de ellas; la mayoría se agotan en un discurso teórico sin arraigo en la sociedad. Observación que nos permite, al menos, distinguir una doble versión del socialismo: entendido como un ideario político-social, que ha colocado a la igualdad como criterio principal de organización de la sociedad, y una segunda, que lo comprende como una fuerza política, empeñada en realizar este ideario. De ahí las dos premisas que conviene poner en el dintel: la primera que, al partir de la crítica del orden existente que obliga a ofrecer alternativas, la preocupación teórica es un rasgo definitorio de la izquierda; la segunda, que la historia del socialismo, en buena medida, es la de sus propuestas programáticas.

			Cabría también comprimir esta enorme cantidad de significaciones en una sola, tan abstracta y general que abarcase, si no a todas, al menos a una buena porción, por ejemplo, el colectivismo por oposición al individualismo, y a partir de ella disgregar una serie de variedades —el socialismo autoritario, el socialismo libertario, el socialismo utópico, el socialismo científico, el socialismo democrático, el socialismo cristiano, el socialismo humanista, el socialismo real, para no mencionar más que las denominaciones más usuales— que tendrían en común la idea básica de que la consecución de la libertad, entendida sobre el soporte de la igualdad, tiende a desembocar en un régimen colectivista que haya abolido la propiedad privada de los bienes de producción, o por lo menos, sea capaz de controlarla. El tratamiento que se concede a la propiedad resulta así el rasgo esencial que diferencia el socialismo del liberalismo, provenientes ambos de la misma tradición racionalista y humanista que se configura en la Ilustración. De ahí sus evidentes concomitancias, hasta el punto de que se haya podido hablar incluso de un socialismo liberal. Ahora bien, mientras que para el liberalismo la propiedad privada es la garantía imprescindible de la libertad, el socialismo, tomado en un sentido genérico, la desenmascara como el obstáculo principal a la libertad de todos. Una sociedad libre, realmente libre, supondría, no sólo la igualdad jurídica y política, sino que de algún modo precisa de una cierta igualdad económica y social. La desigualdad creciente que pone en marcha la libertad de los agentes económicos conlleva, si no la pérdida, al menos la merma de las libertades básicas para la población desposeída. El socialismo entronca con la vieja idea, que Rousseau había actualizado a mitad del siglo XVIII, de que la introducción y ulterior desarrollo de la propiedad es la causa de una desigualdad creciente en las sociedades (Jean-Jacques Rousseau, Discurso sobre el origen y los fundamentos de la desigualdad, 1755).

			Aproximarse al socialismo, tratando de desbrozar sus principales significaciones, puede resultar útil si lo que se pretende es un estudio del lenguaje político, pero parece menos adecuado para describir las corrientes políticas enraizadas en la sociedad. A su vez, partir de su significado más omnicompresivo, supone, en último término, enzarzarse en una discusión abstracta sobre la conflictiva relación de la libertad con la igualdad, un tema central de la filosofía política, pero que dejaría de lado las corrientes sociales y políticas en las que se ha plasmado el socialismo en los siglos XIX y XX. Para aprehenderlas, sin perder el objetivo final de dar cuenta de lo que hoy habría que entender por socialismo, en vez de definirlo, diferenciando, relacionando o integrando la enorme cantidad de variedades que presenta, lo que implicaría moverse exclusivamente en el plano del discurso teórico, la mejor manera es sumergirse en la historia y recapitular las circunstancias en las que ha surgido, así como los factores que lo han condicionado hasta el momento presente. El socialismo es un movimiento social que hay que explicar desde su evolución histórica.

			Para ello conviene librarse de un concepto ahistórico del socialismo que se remontaría a los comienzos de la civilización: el socialismo faraónico, el socialismo de Platón, o el socialismo incaico. Como especulación teórica puede tener sentido retrotraerse en el tiempo o abarcar otras culturas; pero de poco sirve a la hora de dar cuenta de una corriente de pensamiento político-social que emerge en una situación harto específica en la Europa de la primera mitad del siglo XIX. Sólo desde una visión desfasada de la historia universal, junto con el afán decimonónico de mostrar la ascendencia remota de este movimiento social, como un componente más de su verosimilitud y prestigio, valía volver la mirada a un pasado lejano o indagar su significado en otras culturas. El socialismo, con los contenidos específicos que ostenta en su tardía aparición, es un fenómeno propiamente europeo, y no se cae en ningún eurocentrismo imperdonable si lo tratamos en su dimensión exclusivamente europea. El socialismo en otras culturas y continentes presenta otros caracteres y otra problemática, que exige un tratamiento particular en cada caso, lo que, obviamente, rompe el marco que nos hemos fijado.

			Una vez instalado el socialismo en su verdadero encuadramiento moderno y europeo, cabría rastrear sus fuentes en el primer cristianismo y sobre todo en una buena cantidad de sectas y experiencias cristianas del mundo medieval que, en los siglos XVII y XVIII, se incrustan en un nuevo género teológico que inventa Tomás Moro, la utopía. Para estudiar los antecedentes cristianos del socialismo sigue siendo útil el libro de Karl Kautsky, Precursores del socialismo más reciente (1909, 1913).

			
I. LOS ORÍGENES

			El socialismo nace en el fragor revolucionario de los años 1789-1799, implícito en el afán de libertad, igualdad y fraternidad que la revolución exalta. A lo largo de todo el siglo XIX los socialistas mantienen fija la mirada en este decenio, hasta el punto que interpretan las distintas revoluciones vividas —la de 1830, la de 1848, la Comuna de 1871, incluso la Revolución rusa de 1917— dentro de las pautas de interpretación que habían construido para la Revolución francesa. Después de que los motines populares, por una parte, y la reacción de la corona, por otra, abriese un período de enfrentamiento con la aristocracia, hasta lograr su eliminación como fuerza social y económica, y casi desaparecer, emigrada o guillotinada, incluso físicamente, el verdadero conflicto se revelaría entre la burguesía económicamente poderosa —grandes comerciantes, banqueros, profesionales liberales— y las masas populares urbanas, compuestas por artesanos, menestrales, pequeños comerciantes, jornaleros (los sansculottes). El socialismo nace cuando el afán de edificar una sociedad igualitaria se convierte en un programa de aplicación inmediata. François Noël Babeuf, en su Manifiesto de los plebeyos (Babeuf, 1965, pp. 205-219) proclama principios de neto sabor socialista entre los que se incluyen el limitar, en unos casos, el derecho de propiedad, en otros, extenderlo a todos, como ocurre con la tierra, que habría que repartirla por igual; o bien, en esta misma búsqueda de la igualdad social, considerar un robo a la sociedad la apropiación de más de lo que se necesita para vivir. Babeuf es el primero en la edad contemporánea que organiza un grupo conspiratorio, aunque minoritario y fracasado, para hacer realidad estos principios1.

			El desarrollo ulterior de la revolución pone de manifiesto el abismo existente entre proyecto y realización. Al final del trayecto está la restauración borbónica que deja la libertad comprimida en una dimensión exclusivamente económica, de la que gozaban tan sólo aquellos que supieron enriquecerse, así como la igualdad quedaba reducida en el mejor de los casos a su aspecto legal: iguales ante la ley, pero desiguales en lo económico y en lo social. Tres decenios después de que en mayo de 1797 Babeuf fuese guillotinado, el socialismo entronca de nuevo con un igualitarismo estricto que en su rigidez no deja lugar para la propiedad privada. Se estima que la revolución sigue pendiente mientras no se lleven a cabo las reformas sociales que comporta el ideario de igualdad y fraternidad. El socialismo se muestra así, por un lado, producto directo de la Revolución francesa y, por tanto, heredero directo del racionalismo y del espíritu democrático que ya había surgido, aunque de forma embrionaria, en la Ilustración; por otro, reacciona ante esta misma revolución que, treinta años después, se reputa abortada, pero tanto o más necesaria en las condiciones que ha creado la primera fase de la industrialización capitalista. El socialismo surge como la reacción revolucionaria —se nutre de los valores e ideas de 1789— a las consecuencias sociales de la llamada «revolución industrial».

			El proceso de industrialización que se inicia a finales del siglo XVIII en Inglaterra, para arraigar en la primera mitad del XIX en el continente, primero en Bélgica, luego en Francia, supone una transformación social —the great transformation, según el expresivo título del libro de Karl Polanyi— de muchísima mayor envergadura que la que provocó la Revolución francesa. Es la revolución industrial la que, en último término, cuestiona el orden social establecido y provoca una ruptura tajante con el antiguo régimen. Pequeños propietarios en el campo, artesanos gremiales en las ciudades se ven paulatinamente obligados a proletarizarse, dando así nacimiento a una nueva clase obrera que tiene que aceptar condiciones de vida y de trabajo hasta entonces inimaginables. Friedrich Engels en su libro juvenil, La situación de la clase obrera en Inglaterra (1845), es uno de los primeros en denunciarlas. La crítica ilustrada de la propiedad, que había actualizado, secularizándolas, las corrientes más radicales del cristianismo, enlaza con una clase que descubre en la eliminación de la propiedad el único modo de emanciparse.

			El socialismo expresa así, en un primer momento, la resistencia de amplios fragmentos populares a proletarizarse, perspectiva sin salida, que pronto se invierte, al contar con la colaboración de algunos sectores de las clases medias cultivadas que se adhieren a los ideales ilustrados de libertad y democracia. Intelectuales desclasados creen descubrir en la clase obrera en gestación el nuevo sujeto histórico de la emancipación de la humanidad, papel que la burguesía, que se había adueñado del poder económico y comparte el político, habría cesado de desempeñar. Nada de lamentarse, y menos secundar el comprensible recelo popular a la máquina, si no habría que aceptarla plenamente, en cuanto se revela el instrumento imprescindible de una futura emancipación. El vertiginoso crecimiento económico que conlleva la industrialización constituye la base material sobre la que ha de levantarse la futura sociedad libre, y por tanto, igualitaria a la que se aspira. Los primeros socialistas asumen la industrialización como un hecho, tan nefasto a corto plazo, como necesario a la larga, ya que, así como produce miseria y explotación para las nuevas masas urbanas, en cuanto se logre superar las relaciones capitalistas de producción, sustentará la base de un bienestar generalizado que permita el libre desenvolvimiento de cada individuo.

			
II. UNA CREACIÓN ANGLO-FRANCESA

			En fin, hacia 1830 aparece el término de socialismo, que se vincula en Inglaterra al reformismo social de Robert Owen y al de los saint-simonianos en Francia. Importa subrayar que en su origen el socialismo es una creación anglo-francesa que, como reacción a la experiencia francesa de la revolución y a la revolución industrial, que originariamente lleva la impronta inglesa, emerge en los dos países más desarrollados de la Europa de su tiempo. Este doble origen lleva consigo desde un principio dos tipos de socialismo que, pese a los enormes cambios sufridos a lo largo de más de siglo y medio, mantienen hasta hoy caracteres claramente diferenciados: en la recuperación actual del socialismo, por frágil y circunstancial que probablemente sea, se sigue distinguiendo una modalidad británica, el «nuevo laborismo», y otra, francesa, el «socialismo renovado».

			
1. OWEN


			Durante un tiempo en el Reino Unido se confundieron los conceptos de owenismo y socialismo, y aunque, el pensamiento reformista de Robert Owen perdiera vigencia en la segunda mitad del siglo XIX, absorbido en el concepto, altamente ideológico, de «socialismo utópico», creado para oponerlo al que se llamó a sí mismo «socialismo científico» (Friedrich Engels, El desarrollo del socialismo de la utopía a la ciencia, escrito en 1877, pero publicado en francés por vez primera en 1880), resulta hoy especialmente fértil, al haber anticipado transformaciones fundamentales del capitalismo, aunque en gran parte hubieran sido resultado de las luchas obreras. Owen, hijo de un modesto guarnicionero, fue un empresario exitoso que hizo una considerable fortuna con la industria textil, patrimonio que casi perdió con sus experimentos sociales en la lejana América. Un empresario en la primera fase del capitalismo reacciona ante el grado alcanzado de explotación, y rechaza no sólo el emplear a niños menores de diez años —en su tiempo, una posición avanzada—, sino que se ocupa de la educación de los menores —en 1816 funda en Gran Bretaña la primera escuela para hijos de trabajadores—; reduce la jornada laboral a diez horas y media y, sin desentenderse de la alimentación de sus empleados, centra sus esfuerzos en la lucha contra el alcoholismo, la primera gran plaga de la clase obrera. Owen, enfrentado a la opinión dominante de su tiempo, insiste en algo tan obvio como que no cabe la recuperación moral de la clase obrera, sin condiciones dignas de vida, que incluyen alimentación, vivienda, descanso y educación convenientes. Owen es el precursor de las reformas sociales más elementales y urgentes que están en el inicio de lo que un siglo después llegaría a ser un capitalismo de rostro más humano. Con un pragmatismo muy británico, Owen sugiere reformas sociales muy a ras de suelo, pero que trata de llevar a cabo en la medida de sus fuerzas. Propuestas que, si bien no cuestionan las relaciones capitalistas de producción, suponen la humanización de las relaciones laborales. Con ello se aproxima, en mucha mayor medida que los pensadores más radicales de su tiempo, a lo que hoy se entiende por socialismo, aunque un paternalismo, nada socialista, fuese en él una constante. Propulsor del movimiento sindical, al que vinculaba cooperativas de producción y bancos obreros —que no pudieron cuajar en época tan temprana, dada la hostilidad frontal de los patronos y la persecución implacable de las instituciones públicas—, destacó por su oposición al uso de cualquier tipo de violencia, a la vez que por la desconfianza a la politización de la lucha obrera —de ahí el desinterés por que se reivindicara el sufragio universal—, lo que explica su apartamiento del movimiento cartista.

			
2. SAINT-SIMON


			A Henri de Saint-Simon le cabe el doble honor de haber sido el primero que planteó la necesidad de una ciencia de la sociedad —que su secretario, Auguste Comte, llamó después sociología— como de haber sido uno de los primeros creadores de lo que, también después de su muerte, se conoció como socialismo2. Saint-Simon describe una y otra vez el programa de lo que va a ser la sociología decimonónica: diagnóstico de la crisis y recomendaciones para superarla. En el origen de esta importante contribución teórica puede colocarse una intuición básica: la mutua influencia del desarrollo científico y el político. «Las revoluciones científicas siguen de cerca las revoluciones políticas» (Saint-Simon, 1966, VI, p. 13), así como nuevos conocimientos implican cambios políticos. La idea de la igualdad en los años revolucionarios habría servido para destruir lo viejo y caduco; restablecido el orden —Saint-Simon fue un entusiasta de Napoleón— se impone una reorganización sistemática de los saberes científicos que han de servir de fundamento al nuevo orden social.

			Esclarecer esta «terrible crisis en la que toda la sociedad europea se encuentra comprometida» (Saint-Simon, 1966, I, p. 143) es el motor de sus desvelos. Pervive aún el viejo orden, teológico en cuanto su fundamento ideológico; feudal, en cuanto acapara la tierra como el principal medio de producción, llevando la clase dominante una vida parasitaria que se sostiene por la fuerza de las armas. Frente a esta clase parasitaria —terrateniente, sacerdotal o militar— emerge una nueva clase, científica, en su formación teórica, e industrial, es decir, productiva y trabajadora, que aspira a sustituirla. La lucha entre una clase parasitaria y una trabajadora, o en la terminología saint-simoniana, una feudal y otra industrial, define los términos de la crisis vivida, a la vez que indica la salida deseable: la superación de este dualismo, consiguiendo una sociedad armónica sin clases, en la que todos los productores, una vez suprimidos los elementos parasitarios de la sociedad, se esfuercen solidariamente en el desarrollo de la ciencia para un mejor dominio de la naturaleza. En un texto tardío, de 1821, escribe: «la crisis en la que se encuentra el cuerpo político desde hace treinta años tiene por causa fundamental el cambio total del sistema social, que tiende a operarse hoy en día en las naciones más civilizadas, como resultado final de todas las modificaciones que el antiguo orden político ha sufrido sucesivamente hasta esta fecha. En términos más precisos, esta crisis consiste esencialmente en el paso de un sistema feudal y teológico a un sistema industrial y científico. Durará inevitablemente hasta que la formación del nuevo sistema no esté en plena actividad» (Saint-Simon, 1966, V, p. 3).

			La fórmula para salir pronto, y sobre todo pacíficamente, de la crisis consiste en impulsar una ciencia positiva —en el doble sentido, de constructiva y no crítico-destructiva, y basada en datos empíricos y no en meras especulaciones— que incluya a una ciencia social, según el modelo de las ciencias naturales, que sirva de fundamento y guía a la futura «sociedad industrial». «El género humano se halla en el momento de la transición de un régimen social a otro fundado sobre un sistema filosófico diferente». Y un poco más adelante: «cualquier régimen social es una aplicación de un sistema filosófico y, en consecuencia, es imposible erigir un régimen nuevo, sin haber antes establecido el nuevo sistema filosófico con el que debe corresponderse» (Saint-Simon, 1966, III, pp. 22 y 23). Mérito indiscutible de Saint-Simon es haber puesto de relieve el común origen de la sociología y del socialismo, como las dos respuestas que surgen en Europa a la crisis permanente que lleva consigo el despliegue del capitalismo industrial (Tom Bottomore, Sociology and Socialism, 1984).

			A partir de 1817, Saint-Simon se distancia del liberalismo económico que hasta entonces había moldeado su pensamiento, contribuyendo decisivamente al surgir del socialismo, término que empieza a difundirse, ligado a su pensamiento, poco después de su muerte. Consciente de los desequilibrios y conflictos que conlleva una sociedad que no conociera otra regulación que el mercado, Saint-Simon pone énfasis en la dimensión moral que precisa toda sociedad para subsistir. Para una convivencia armónica, producto de la reconstrucción de la sociedad, además de conocimientos científicos, se requieren principios morales. «La edad de oro del género humano no está detrás, sino delante de nosotros, en la perfección del orden social; lo que no han visto nuestros padres lo alcanzarán nuestros hijos; es deber nuestro abrirles el camino» (Saint-Simon, 1966, V, p. 248).

			
III. ETAPA FUNDACIONAL

			La que cabría llamar la etapa fundacional del socialismo puede datarse entre 1830 y la puesta en marcha de la Primera Internacional en 1864. Es una etapa que toda ella gira en torno a la fracasada Revolución de 1848 —expectativas que se vislumbran en su realización; experiencias que se examinan después de la derrota— y que se caracteriza por ser el socialismo todavía una idea a la búsqueda de una clase en formación: el proletariado industrial. Es la etapa que podríamos llamar de invención teórica del socialismo por intelectuales desclasados o artesanos autodidactos, ansiosos de saber y de libertad. Entre los primeros, y a infinita distancia de los demás, descuella Karl Marx; entre los segundos, Pierre-Joseph Proudhon.

			
1. MARX


			Nadie pone en duda a estas alturas la irrupción revolucionaria que en el pensamiento europeo representa la obra de Marx. No sólo separa nítidamente la sociología —término que evitó utilizar— y el socialismo, vinculado este último a un nuevo concepto de «ciencia histórica», el llamado «materialismo histórico» que en sus supuestos básicos se diferencia radicalmente de la concepción positivista de ciencia que maneja la sociología, sino que, como es sabido, introduce una teoría general de la crisis, que en su amplitud y rigor, sigue esperando contrincante digno. En cierto modo, cualquier reflexión sobre la crisis conlleva una confrontación con el marxismo. En la obra de Marx encontramos un pormenorizado análisis de la crisis económica —en la elaboración de este concepto nadie puede negarle el liderazgo, por muchos que sean los malentendidos y abunden las críticas—, pero también ha contribuido a la elaboración de una teoría de la crisis social y de la crisis política, mostrando sus particularidades e interconexiones, a la vez que ha arriesgado una explicación integradora de estos distintos modelos de crisis, al poner de manifiesto la común «base» económica.

			Señalemos, primero, un punto de convergencia entre Saint-Simon y Marx. En ambos la crisis, en sus líneas generales, se considera un fenómeno propio de la transición de un orden social a otro, es decir, se enfoca desde una visión global de la historia. Aquí acaban las semejanzas. Si en Saint-Simon la causa primera de la crisis está en la disolución crítica de la filosofía que sustentaba el edificio social y, por tanto, su superación supone la elaboración de una filosofía nueva, acorde con el nuevo orden que se quiere construir, Marx comienza su labor científica —«crítica de la crítica»— denunciando, justamente, este «idealismo histórico» que concibe a las ideas como el motor de la historia y a los intelectuales como a sus verdaderos héroes. El «materialismo histórico» que a partir de 1844 desarrolla Marx, coloca el modo de producción, con su correspondiente estructura social, en la «base» sobre la que se levantaría el andamiaje cognoscitivo, social y político. Por muy compleja que pueda ser la dialéctica entre «base económica» y «superestructuras» ideológicas, jurídicas y políticas, no cabe duda de que para Marx el secreto último de la historia se revela en la «base»: modo de producción y relaciones de producción.

			Desde el «materialismo histórico», la comprensión de la «crisis política» exige previamente haber estudiado la «crisis social» y ésta resulta indescifrable sin un análisis de la «crisis económica». Por complicados que fueren los mecanismos de interconexión entre estos distintos planos, lo que singulariza, en último término, al pensamiento de Marx es su visión global de lo histórico, sin fraccionarlo en distintos compartimentos autónomos: lo político, lo social, lo económico. Para Marx no cabe ni una ciencia especial de la sociedad —sociología— ni desde luego, un concepto sociológico de crisis. La estructura última de la sociedad, como la de la crisis, sólo podría esclarecerse en la «crítica de la economía política».

			Para Saint-Simon, las dos clases en litigio eran la «parasitaria» y la «productora»; la única contradicción visible se daría entre los que trabajan y los que no trabajan, es decir, entre la sociedad industrial y la feudal. Una vez eliminados los últimos residuos de la sociedad feudal, la nueva sociedad industrial se caracterizaría por la existencia de una sola clase, la de los productores, en la que se conseguiría un bienestar generalizado, al poner, por fin, el saber científico, al servicio de la producción y de la justicia social. Marx, en cambio, hace patente la contradicción básica, capital/trabajo, en el meollo mismo de la sociedad capitalista, que Saint-Simon llamó «industrial», al percibirla de manera armónica desde supuestos que hoy llamaríamos tecnológicos. La clase saintsimoniana de los «productores», lejos de configurar la base de la armonía futura, para Marx lleva en su seno dos clases antagónicas, la de los dueños del capital y la de los que únicamente pueden llevar al mercado su fuerza de trabajo. En consecuencia, el destino de esta sociedad que Marx, en vez de «industrial», llama «capitalista», no ha de ser una época de rápido crecimiento económico y de bienestar generalizado, como intuía Saint-Simon, y en parte ha confirmado la historia, sino una en la que se agravarían las crisis internas, hasta desembocar revolucionariamente en un nuevo orden social que, al haber colectivizado los medios de producción, habría terminado por superar la contradicción principal, capital/trabajo.

			Dos son los postulados básicos de que parte la crítica marxiana de las relaciones sociales existentes, para mostrar su fragilidad constitutiva y la necesidad de su superación. El primero identifica, a la manera clásica, valor y trabajo, identificación que muestra el último soporte que todavía vincula la moral a la economía. El segundo implica la reformulación de la teoría del valor-trabajo, en base al rechazo moral —si se quiere humanista, desde una concepción revolucionaria del hombre, como libertad— de que el trabajo humano pueda manejarse como mera mercancía, que se compra y se vende al precio de mercado, lo que llevaría consigo la cosificación fetichista de lo humano. Si el trabajo es una facultad constitutiva de lo humano y el hombre se define por la libertad, la distinción entre trabajo libre y trabajo enajenado resulta esencial para una crítica de la economía política.

			De ahí la debilidad —una fundamentación de la economía en la optimación de los recursos en una situación de escasez, resulta más coherente y hasta fructífera analíticamente— pero también la grandeza de la crítica de Marx al fundamentar la economía fuera de la economía, en una concepción humanista del hombre, producto último de nuestra cultura judeocristiana, que si bien resulta difícil rechazar en bloque —el nacionalsocialismo lo hizo y todavía no nos hemos repuesto de sus consecuencias— sin embargo, es incompatible, por funcional que pueda ser en el proceso productivo, con la conversión del trabajo en mercancía. Marx puso de manifiesto la esquizofrenia que caracteriza a la moderna sociedad capitalista entre un discurso humanista, que parte de la libertad en igualdad de todos los humanos —discurso que se plasma en no pocas normas constitucionales, civiles y penales— y otro, plenamente cosificado, en que lo humano queda degradado a mera mercancía, tanto como fuerza de trabajo, como en lo referente a sus necesidades básicas, doble cosificación de lo humano, que marca con su impronta a las modernas sociedades industriales, en la que la enajenación se vive como trabajador en la jornada laboral y como consumidor en el tiempo libre.

			Las crisis periódicas que marcan el proceso de acumulación capitalista, hasta la crisis final que llevaría en su seno, las explica Marx a partir de dos principios: la caída de las tasas de beneficio y los efectos de la superproducción. La inviabilidad del capitalismo quedaría de manifiesto por la tendencia, intrínseca en su propio desarrollo, a que disminuya la tasa de beneficio. Como el sistema gira todo él en torno a la diferencia que se consiga entre valor y precio del trabajo, aumentar el beneficio exige emplear cada vez más mano de obra, pero ello comporta una subida del precio del trabajo y, por tanto, el que se acorte la tasa de beneficio. Cierto que el capitalista se protege de este efecto sustituyendo mano de obra por capital constante (tecnología y organización), con lo que consigue mantener el empleo dentro de límites bien precisos, sin llegar nunca a movilizar al «ejército de reserva»: para mantener salarios bajos, un cierto monto de desempleo sería consustancial con el capitalismo. Pero, ello no resuelve la tendencia general a que disminuya la tasa de ganancia, porque, al basarse el beneficio exclusivamente en el trabajo, al disminuir la proporción de trabajo en relación con el capital empleado, la ganancia decrece. Para mantener la tasa de ganancia no queda otro remedio que aumentar el grado de explotación, lo que, de ser así, necesariamente tendría que desembocar en una situación de crisis revolucionaria.

			Crisis que se acrecienta con las crisis que periódicamente origina la superproducción: al ser el motor de la producción la maximización de los beneficios, cada uno en su rama continuará produciendo hasta más allá del punto en que la capacidad social de pago pueda absorber las cantidades producidas. No se puede vender lo producido o hay que venderlo por debajo de los costes: en vez de beneficios se realizan pérdidas. Se pone así de manifiesto lo que Marx llama «el milagro de la superproducción y de la supermiseria»: en un mundo en el que a la inmensa mayoría les falta hasta lo más necesario, los mercados se ven saturados y hay que restringir la producción. Para decirlo con la metáfora tan expresiva que emplea en El Capital, «las crisis en el capitalismo son como el vómito para los romanos: hacen hueco para poder continuar comiendo». Como se sabe, Marx considera la superproducción origen permanente de las crisis, «la contradicción fundamental del capital desarrollado» (Manuel Castells, 1978).

			Me he extendido en un resumen, por sucinto y, por tanto, cuestionable que sea, de algunas ideas claves de Marx porque, asumidas o rechazadas, han marcado hasta hoy el debate socialista. Pero que el marxismo en la siguiente etapa terminase por ser preponderante en la socialdemocracia alemana, no quita que ya en esta fundacional fuese cuestionado por las corrientes coetáneas de un socialismo libertario, que terminaría en cuajar en el anarquismo. En este punto habría que ocuparse del pensamiento de Proudhon y de Bakunin, no sólo como primeros correctores críticos del pensamiento de Marx, sino porque contiene puntos de vista que en la renovación actual del socialismo podrían resultar útiles. Sin embargo, dado el espacio disponible, es preciso mantener un criterio restringido de lo que se entiende por socialismo, y diferenciarlo claramente del anarquismo. Habrá que conformarse tan sólo con dejar constancia de que el movimiento obrero en todas las etapas de su desarrollo se ha visto siempre escindido entre posiciones antagónicas. En esta primera etapa fundacional la oposición principal se da entre el socialismo autoritario y el libertario, entre marxismo y anarquismo.

			
IV. FABIANISMO Y REVISIONISMO

			Una segunda etapa del socialismo transcurre entre la fundación de la Primera Internacional en 1864 y el estallido de la Primera Guerra Mundial en 1914, fecha en que se desmorona la Segunda Internacional3, al ponerse de manifiesto la incapacidad de la clase obrera organizada para impedir la guerra: la clase obrera, ya plenamente integrada, sucumbe ante la avalancha nacionalista. La conciencia nacional se revela mucho más fuerte y arraigada, entre los trabajadores, incluso entre sus líderes, que la conciencia de clase. Si la primera etapa se distingue por la riqueza de las ideas —en ella se inventan las nociones básicas que van a configurar el socialismo en lo sucesivo— la segunda se caracteriza por el arraigo social que logran estas ideas con el nacimiento y rápido desarrollo de los grandes partidos obreros en el continente europeo4. A la cabeza se encuentra, tanto por el número de afiliados, representación parlamentaria, así como influencia fuera de sus fronteras, el partido socialdemócrata alemán. Es la etapa del enraizamiento social de un marxismo hegemónico en el norte y en el centro de Europa que llega hasta la lejana Rusia, mientras que en el sur, Francia, España, Italia, el anarquismo puro o en sus formas anarcosindicalistas desempeña un papel más o menos hegemónico. Es también la fase en la que se afirman socialmente idearios socialistas, competitivos del marxismo, como el fabianismo en Gran Bretaña, o surgen en su interior los revisionismos críticos de algunos de sus principios fundamentales. Por amplio que haya sido el espacio que ocupó el marxismo en el último cuarto de la decimonónica centuria, ni siquiera entonces cabe identificar el socialismo con el marxismo. Antes al contrario, importa poner énfasis en dos posiciones, una ajena al marxismo —el fabianismo— y otra surgida en su regazo —el revisionismo— que trazan los rasgos definitorios de lo que luego, a partir de la primera posguerra, terminará constituyendo el socialismo democrático.

			
1. FABIANISMO


			Un hecho harto conocido es la poca influencia que ejerció Marx sobre el país en el que residía, sobre todo cuando el grado de desarrollo industrial y el peso específico de la clase obrera convertían a Inglaterra, al menos desde los supuestos del marxismo, en el espacio ideal para que arraigaran sus ideas. Un hecho menos conocido, pero tampoco fácil de explicar, es la enorme influencia que ejerció Auguste Comte en Inglaterra entre 1860 y 1880. El positivismo comtiano impregna el pensamiento liberal más de izquierda —John Stuart Mill es su principal transmisor—, mientras que en otros continentes, por ejemplo en América Latina, acaba convirtiéndose en una ideología conservadora. El estancamiento económico de la década de los ochenta lleva al positivismo democrático más radical hasta las puertas del socialismo. Su conducto es la Fabian Society. Fundada en 1884, reúne a intelectuales de clase media, preocupados por la reconstrucción moral de la sociedad. Se confirma otra vez el papel primordial de los intelectuales en la invención y difusión del socialismo.

			Los fabianos se mostraron especialmente críticos del sistema capitalista que esperaban sustituir por uno colectivista, pero no por medios revolucionarios, sino por la evolución misma de la sociedad, según se llevaran a cabo las reformas que imponía el sentido común. Los fabianos confiaban en el conocimiento científico —Comte, Darwin y Spencer eran sus ídolos— y en la persuasión como forma de hacer efectivos sus resultados (Pimlott, 1984). Su mensaje iba dirigido a las elites intelectuales que en distintos partidos y posiciones sociales marcan con su impronta el acontecer social, convencidos de que sirven de multiplicadores para que las reformas sociales necesarias terminen por ser aceptadas democráticamente. Sidney Webb, uno de los fabianos más representativos, en su libro Socialismo en Inglaterra (1890), una vez que hubo rechazado que el socialismo tenga algo que ver con la utopía o sea un mero método para hacer la revolución lo concibe como «el aspecto económico de la democracia». Los fabianos insertaron el socialismo en el interior de la democracia, como la forma concreta de su realización por medios democráticos; constituye así un «cambio gradual del pensamiento en economía, política y ética». En economía, «el socialismo supone la administración colectiva de la renta y de los intereses, dejando al individuo tan sólo los salarios de su trabajo manual o intelectual»; en política, «el socialismo implica el control colectivo de los principales instrumentos de producción de riqueza»; desde el punto de vista ético, «el socialismo expresa el reconocimiento real de la fraternidad, la obligación universal del servicio personal y la subordinación de los objetivos individuales al bien común». Para conseguir esta progresiva colectivización de los medios de producción, los fabianos proponían, por un lado, la «municipalización», desde los transportes colectivos al suelo y la vivienda; por otro, el impuesto progresivo sobre los ingresos y la herencia. Fundamental, en todo caso, era el carácter gradual y democrático de la transición al socialismo. El mensaje fabiano contiene ya los elementos básicos de lo que luego va a ser el socialismo democrático. Su influencia sobre el laborismo inglés resultó decisiva.

			
2. REVISIONISMO


			Aunque Eduard Bernstein ha negado que sufriese una influencia del fabianismo, en sus propuestas de revisión del marxismo —«la opinión ampliamente extendida de que me hubiese convertido al revisionismo por ejemplo del fabianismo inglés es completamente errónea»— resulta difícil negar una llamativa proximidad entre ambas posiciones, bien se deba a una influencia directa que parece sugerir su larga residencia en Inglaterra, bien a que fabianos y revisionistas reaccionasen ante un mismo contexto ideológico, presencia dominante del positivismo, influencia que también se puede detectar en el último Engels, y económico, estabilización creciente del capitalismo, al lograr un aumento de los salarios reales y una mejor integración de la clase obrera. En las coordenadas ideológicas y socioeconómicas de los últimos decenios del siglo XIX, se imponía un distanciamiento crítico de los supuestos filosóficos de Marx, vinculados a la noción hegeliana de dialéctica, a la sazón completamente desprestigiada, así como de algunas premisas marxistas que, como la pauperización creciente del proletariado, no encajaban ya con los datos empíricos conocidos. Bernstein saca las consecuencias pertinentes a esta doble experiencia y pone en tela de juicio el que las contradicciones inherentes al capitalismo desemboquen necesariamente en un enfrentamiento violento de la burguesía con el proletariado. Por muy deseable que parezca el socialismo, de ningún modo es necesario que acontezca. El socialismo no es un destino histórico ineludible, sino resultado de la voluntad de una mayoría, tras un largo proceso de reformas. «Aquello que se llama en general el objetivo último del socialismo, no es nada para mí; el movimiento, en cambio, todo».

			Bernstein, a la manera de los fabianos, también concibe la democracia dentro de los lineamientos que resultan de la práctica del Estado liberal de derecho, es decir, como el régimen que garantiza los derechos del individuo y de las minorías y otorga el gobierno a aquellos que cuenten con el apoyo de la mayoría, manifestada en elecciones libres por sufragio universal. Bernstein considera, en cambio, «una definición puramente formal» la que manejaron los socialistas en la primera mitad del siglo XIX, como «poder del pueblo» que, al suponer en su punto final la identidad de gobernados y gobernantes, implica como meta el anarquismo: la democracia igual a poder de todos, es decir, poder de nadie y, por tanto, ausencia de poder. Para Bernstein la democracia no lleva a la desaparición del poder político, como la interpretaba un socialismo demasiado teñido de anarquismo, sino que es una «forma de poder» (Herrschaftsform) que se caracteriza, no porque tienda a la desaparición del poder, sino simplemente a la desaparición del poder de clase. El desarrollo de la democracia consiste en la eliminación progresiva de los caracteres de dominación clasista (Abwesensenheit von Klassenherrschaft), pero no del poder en sí, que pervive como factor ordenador de la sociedad, a la vez que sirve para proteger los derechos del individuo y de las minorías. «La democracia —escribe Bernstein— es medio y fin a la vez. Es el medio para luchar por el socialismo y es la forma de realización del socialismo», definición que permanece viva hasta nuestros días, tal vez la más adecuada que se pueda dar del socialismo.

			El revisionismo añadió, después del enfrentamiento anterior con el anarquismo, que en esta etapa mantuvo toda su virulencia, una nueva escisión dentro del llamado socialismo autoritario, el socialismo reformista, al que se opuso el socialismo revolucionario. Si Eduard Bernstein es el representante más conspicuo del socialismo reformista, Rosa Luxemburg lo es del socialismo revolucionario, colocándose entre ambos extremos, Karl Kautsky, el verdadero papa del socialismo en esta etapa. En tres cuestiones básicas, que sólo cabe enunciar, se centra la discusión socialista de esta etapa: vigencia o revisión del marxismo, que incluye la cuestión básica del carácter revolucionario o reformista de los partidos socialistas; el papel del imperialismo para explicar el reformismo, y la actitud que habría que mantener ante el colonialismo; y en tercer lugar, la cuestión de la guerra imperialista y el internacionalismo pacifista obrero.

			
V. EL SOCIALISMO EN EL PERÍODO DE ENTREGUERRAS

			La tercera etapa del socialismo la constituye el período comprendido entre el comienzo de la Primera Guerra Mundial y el final de la Segunda (1914-1945). En ella adquiere perfil propio el socialismo democrático en oposición al marxismo revolucionario que Lenin, después de haberlo acoplado a las condiciones de la atrasada Rusia, denomina comunismo. El triunfo de la revolución bolchevique en octubre de 1917 desemboca en la creación en 1919 de una Tercera Internacional comunista que supone de nuevo la división del socialismo en dos bloques enemigos irreconciliables. El socialismo democrático, como teoría y como corriente política, se configura en la confrontación crítica con el comunismo leninista, enfrentamiento que es fundamental para comprender ambas corrientes. La primera escisión entre socialismo y anarquismo y la segunda, entre socialismo reformista y socialismo revolucionario, quedan absorbidas en el antagonismo entre comunismo leninista y socialismo democrático, hostilidad que va a marcar al socialismo hasta el desplome del bloque soviético.

			La polémica central entre ambas corrientes gira en torno a la comprensión de la democracia. El leninismo se mueve entre la exaltación de la nueva democracia de clase que habría creado el consejo obrero (soviet) y la pertinaz defensa de la dictadura del proletariado que, de hecho, coincide con la del partido. Democracia es poder de clase y, dado que en Rusia el proletariado industrial es socialmente minoritario, ineludiblemente su dictadura habrá de ser de una minoría —como también lo fue la dictadura de la burguesía— pero añade Lenin, a diferencia de la burguesa, la dictadura proletaria, al ir acabando poco a poco con las trabas que la hicieron necesaria, propende a autoeliminarse: la esencia de la dictadura del proletariado consistiría precisamente en ser un poder de clase, cuyo ejercicio consiste, justamente, en la eliminación de las barreras de clase; de ahí su tendencia innata a suprimirse, no sólo como poder de clase, sino incluso como poder. Lenin recupera la noción fuerte de democracia, como poder de todos, que disuelve la noción misma de poder, con la realización de la sociedad sin clases.

			La noción leninista de democracia oscila entre «poder soviético» y «dictadura del proletariado», sin lograr superar esta ambigüedad contradictoria, que inscribe en su bandera, como prioridad absoluta, la lucha contra la democracia parlamentaria. Lenin insiste en que el antiparlamentarismo sería un rasgo fundamental del pensamiento político de Marx. «La Comuna —palabras de Marx que cita Lenin— debe ser una corporación no parlamentaria; sino ejecutiva, con poder legislativo al mismo tiempo». Lo que caracterizaría a la nueva democracia obrera es haber superado la división de poderes, creando órganos obreros que son a la vez legislativos y ejecutivos. En Estado y Revolución (1917) escribió Lenin: «Sin cuerpos representativos no podemos pensar una democracia; tampoco la democracia proletaria; sin parlamentarismos podemos y tenemos que pensarla, si es que para nosotros la crítica de la sociedad burguesa no es mera retórica vacía». La democracia parlamentaria sería el distintivo de la sociedad burguesa; la clase obrera, al llegar al poder, ha de empezar por establecer las nuevas formas de democracia que le son propias, los consejos obreros, que se diferencian de los parlamentos, tanto por acumular todos los poderes, como por la forma de su elección. Este poder indivisible del proletariado acaba siendo monopolio exclusivo del partido que lo representa, que a su vez se concentra en la persona que encarna al partido. La dictadura del proletariado pasa así de dictadura de una clase a dictadura de la persona que controla el partido, como en su época de alejamiento crítico de la fracción bolchevique había predicho Trotski.

			El socialismo democrático, en cambio, en vez de desarrollar una concepción específica de democracia, la identifica con la que ha puesto en práctica el Estado liberal de derecho. No habría más que un concepto válido de democracia que coincide con el que ha desarrollado la burguesía occidental. Democracia supone: a) una representación parlamentaria, surgida en elecciones libres, generales y secretas, entre alternativas distintas y reales; b) gobierno de la mayoría y respeto de las minorías; c) respeto de los derechos fundamentales de la persona y protección de los individuos y de las minorías frente a la arbitrariedad del Estado; d) división de poderes, con la garantía de la independencia del poder judicial de los otros dos poderes. El desarrollo de una democracia económica y social que encaje con la democracia política conseguida es el objetivo del socialismo democrático. No se trata ya de crear un nuevo Estado, ni un nuevo orden político, sino de llevar adelante el proceso emprendido de democratización del Estado y de la sociedad.

			En este período de entreguerras, mientras que el socialismo democrático se perfila teóricamente en la polémica con el leninismo, en la práctica lo marcan dos experiencias fundamentales: la del poder, por vez primera los socialistas asumen responsabilidades de gobierno, y la de la derrota, el socialismo democrático, con la sola excepción de la Península escandinava, fracasa rotundamente como partido gobernante, revés que en algunos países incluso favorece la ascensión del fascismo. Primero en Italia (1922), luego en Alemania (1933), por fin en España (1936), el socialismo recibe el mayor golpe de su historia, perseguido, amordazado y casi a punto de desaparecer.

			La izquierda dividida entre un partido comunista que colocaba en el mismo saco a fascistas y socialdemócratas y una socialdemocracia, carente de toda imaginación y voluntad política, atrincherada en una política económica, tan ortodoxa como conservadora, no dejaba un solo resquicio para la esperanza. No cabe la menor duda de que el movimiento obrero alemán tuvo su parte de culpa en el rápido ascenso del nacionalsocialismo. En Italia gana la izquierda maximalista en el Congreso del PSI, celebrado en octubre de 1919, pero no por ello transcurren mejor las cosas. La ola revolucionaria de huelgas y de toma de fábricas, sobre todo en Turín y Milán en 1920, debilita a los socialistas, al provocar la alianza de los liberales con los fascistas que lleva a Mussolini al poder en 1922. El único ejemplo de un socialismo que tuvo éxito en este período lo encontramos en los países escandinavos. En 1932 se forma el primer gobierno socialista en Suecia que, a diferencia de los del resto de Europa, supo responder a la crisis con una política de obras públicas que impulsó la economía y aminoró el paro. Los socialistas suecos supieron ofrecer libertad, bienestar y seguridad social; de ahí la enorme popularidad que alcanzó el líder socialdemócrata, Albin Hansson, el padre de lo que se ha venido en llamar el «modelo socialista sueco» que florecerá, después de la Segunda Guerra Mundial, en la siguiente etapa.

			
VI. EL SOCIALISMO A PARTIR DE 1945

			En 1945 empieza una cuarta etapa del socialismo, que finaliza a comienzos de los noventa con el desmoronamiento del bloque comunista. Con la derrota del fascismo en la Segunda Guerra Mundial, el socialismo rebrota en Europa occidental. En la oriental, se implanta el comunismo hasta allí donde llega la influencia soviética. En una Europa dividida en las condiciones de la guerra fría, se radicaliza si cabe la polarización que cuajó en la etapa anterior entre el socialismo democrático y el comunismo leninista. Cada uno reprocha al otro haber roto todo vínculo con el socialismo original y, en efecto, aquella tradición parece irreconocible, tanto en su forma estalinista, como socialdemócrata. El estalinismo ha congelado dogmáticamente el marxismo, mientras que el socialismo democrático se esfuerza por desprenderse de él. En los años cincuenta, entre la caricatura estalinista y la desmarxistización socialdemócrata, el marxismo, que había sido la columna vertebral del socialismo, estaba a punto de desaparecer del movimiento obrero. A finales de los sesenta y comienzos de los setenta, hay que dejar constancia de un resurgimiento de un marxismo menos dogmático, que desde los círculos académicos se traslada a los socialismos del sur de Europa. A partir de 1945, cabe distinguir dos períodos en la evolución del socialismo: uno, de desmarxistización en los cincuenta y sesenta, y un segundo, desde los setenta que dura hasta comienzos de los ochenta, en que un marxismo bastante superficial configura el socialismo del sur de Europa —en Francia, España, Grecia— que hemos dado en llamar «socialismo mediterráneo».

			
1. EL PROGRAMA DE BAD GODESBERG


			El proceso de desmarxistización de la socialdemocracia puede seguirse en dos documentos característicos de los años cincuenta: la Declaración de la Internacional Socialista sobre «Fines y tareas del socialismo democrático», aprobada en Francfort el 3 de julio de 1951 y el programa básico que se da el partido socialdemócrata alemán en el Congreso de Bad Godesberg, celebrado en noviembre de 1959. En la Declaración de la Internacional Socialista, pese a que se reconoce que distintas filosofías pueden conducir al socialismo, todavía se cita expresamente «el espíritu crítico del marxismo» como uno de los componentes esenciales del socialismo. La referencia explícita al marxismo sostiene la distinción clásica entre «capitalismo», concepto con el que se identifica a la sociedad industrial contemporánea y «socialismo» que designa al nuevo orden social que se pretende. «El tema crucial del capitalismo es el beneficio personal, el del socialismo, la satisfacción de las necesidades humanas». Pasar de una economía capitalista, dominada por el afán de lucro, a una socialista en la que prevalecen los intereses de la comunidad, sólo resulta factible si se logra «un control democrático efectivo de la economía», supuesto irrenunciable para poder planificar la economía en función de las necesidades humanas.

			Cierto que se reconocen muy distintas formas de «control democrático de la economía», y sólo una de ellas es la nacionalización de las grandes empresas, vía que no debe dogmáticamente considerarse como la mejor de las posibles. En realidad, no se pretende eliminar al empresario; sólo el dogma de que la empresa privada, según unos, es siempre la más efectiva o, según los otros, la más explotadora. En todo caso, se asume que la necesaria planificación se combine con la no menos necesaria descentralización económica: además del Estado, las personas privadas, los sindicatos, las cooperativas, las asociaciones de consumidores y un largo etcétera deben participar como agentes económicos. Al incluir el «derecho al trabajo», como uno de los derechos fundamentales de la persona, como lo son el derecho a la seguridad social, a la educación, a la sanidad y a una vivienda digna, la prioridad indiscutible de una política económica socialista es el pleno empleo. El fin del socialismo es precisamente la satisfacción de las necesidades básicas de todos los ciudadanos en una sociedad libre, justa y dinámica. El único camino que conduce a este objetivo es la democracia. «El socialismo sólo puede realizarse por la democracia y la democracia sólo perfeccionarse por el socialismo». El socialismo queda así definido, como el complemento social y económico del gobierno democrático.

			En el programa de Bad Godesberg culmina el proceso de desmarxistización, iniciado con el primer revisionismo de Bernstein. El marxismo deja ya incluso de constituir un punto de referencia ideológico para la socialdemocracia que, depurada hasta del último residuo marxista, se presenta como expresión de los valores fundamentales de libertad, justicia y solidaridad a los que se puede llegar desde muy diferentes filosofías y creencias. La ruptura con el marxismo conlleva el que también desaparezca la contraposición capitalismo/socialismo: el primero, se había empleado para designar a la sociedad establecida, y el segundo, a la futura. Si ya no cabe trazar una línea divisoria entre capitalismo y socialismo, entendido como presente y futuro —foso que hasta entonces se suponía que abriría la colectivización de los medios de producción— se reconoce con ello, implícitamente, que la realización de los valores de libertad y de justicia son compatibles con la propiedad privada y la economía de mercado. El papel de los socialistas se reduce a vigilar que la concentración empresarial no suprima la libre competencia —el mercado, abandonado a sí mismo, se autodestruye—, a impedir los abusos del poder económico y a favorecer el desarrollo económico y su justa distribución, utilizando los mecanismos de intervención de que dispone el Estado: política fiscal, monetaria, crediticia, etc. Frente a la doctrina que caracterizó al socialismo decimonónico, el modelo liberal de democracia —competencia libre de los distintos partidos por el voto— que encaja perfectamente en la economía de mercado, se considera consustancial con el socialismo. Con la noción de capitalismo, desaparece también la de clase social: el partido socialdemócrata pasa de partido de la clase obrera a presentarse como el «partido de todo el pueblo». El socialismo no se concibe ya como la lucha por un orden distinto, igualitario y colectivista, sino «una tarea constante de lucha por la libertad y la justicia».

			Esta transformación ideológica, que en mayor o menor medida ocurre en todos los partidos socialdemócratas del norte y del centro de Europa, coincide con una experiencia de gobierno en los países escandinavos, Holanda, Austria, Gran Bretaña, la República Federal de Alemania que, a diferencia de la del período de entreguerras, se reputa altamente exitosa. El socialismo democrático en su práctica de gobierno, sin cuestionar el capitalismo en ninguna parte, se revela el gran impulsor del Estado de bienestar.

			
2. EL MODELO SOCIALDEMÓCRATA DE ESTADO DE BIENESTAR


			El concepto de Estado de bienestar en su sentido fuerte se desarrolló en la Europa nórdica y central en los decenios que siguieron a la II Guerra Mundial, y que entra en crisis a partir de 1973. ¿Qué implica el Estado de bienestar en sentido fuerte? Parece imprescindible mencionar cuatro elementos constitutivos del modelo socialdemócrata de Estado de bienestar: primero, el pleno empleo, es decir, un índice de paro inferior al 3% de la población activa, con una cuota semejante o superior de empleos sin cubrir. Segundo, una Seguridad Social que abarque a todos los ciudadanos, seguro de enfermedad, de accidente, de desempleo para los integrados en el proceso laboral y una ayuda social para los que por diversas causas no lo consigan o no lo pretendan. Tercero, una educación pública y gratuita, desde el jardín de infancia a la universidad, obligatoria hasta la secundaria y los últimos tramos, abiertos a los que muestren las capacidades requeridas (becas aseguradas para los que obtengan el nivel establecido y no cuenten con los recursos necesarios). Cuarto, la comprensión de la política social como el factor fundamental de la redistribución de la riqueza, y no sólo como un instrumento para evitar situaciones escandalosas para nuestra sensibilidad moral o peligrosas para la estabilidad social.

			Las metas socialdemócratas del Estado de bienestar justamente empiezan a construirse desde que se ha conseguido el pleno empleo. En consecuencia, cabe distinguir dos etapas en la política socialdemócrata: en una primera, el objetivo prioritario es integrar a la clase trabajadora con la plenitud de los derechos políticos en el proceso productivo; en una segunda, con la fuerza que al asalariado le da el pleno empleo, se trata de encarar la cuestión básica de la redistribución de la renta, no sólo apoyando, con la correspondiente política económica, el aumento de las rentas de trabajo, sino —y en esto consiste la especificidad de la política socialdemócrata—, por la ampliación y mejora de los servicios públicos y sociales.

			Desde la crisis de 1973 —un acontecimiento que convendría estudiar con algún detenimiento, ya que inicia una transformación profunda de la Europa que sale de la II Guerra Mundial—, el modelo socialdemócrata de Estado de bienestar entra en un proceso de rápido deterioro, una vez que pierde su sostén principal: el pleno empleo. Reino Unido es el primer país y el que con mayor furia inicia y lleva a cabo el desmontaje del Estado de bienestar, Francia y Alemania mantienen una posición intermedia, parando primero su crecimiento y tratando después de reconvertir algunas de sus desviaciones burocráticas más costosas. Austria y, sobre todo, Suecia sostuvieron el modelo por más tiempo, sin poder al final evitar su caída.

			Importa formular lo obvio: el modelo socialdemócrata de Estado de bienestar se ha derrumbado en Europa, junto con la doctrina económica que lo sostenía: el keynesianismo. El desplome del llamado socialismo real ha contribuido a arrumbar a la socialdemocracia europea, cuando se hallaba ya en una situación de extrema debilidad. En los setentas y ochentas, con la revolución conservadora neoliberal, se producen cambios que convergen en un mismo debilitamiento del socialismo, tanto en su versión democrática como en su versión burocrática-autoritaria. Cualquiera que se reclame del socialismo tiene que ser muy consciente de ello.

			Con todo, conviene distinguir la situación de los países que desarrollaron este modelo y han ido desmantelándolo en mayor o menor medida, de aquellos que, como España, no lo conocieron y algo han avanzado a contracorriente en el camino de generalizar, no digo mejorar, la Seguridad Social. Proceso que en ningún caso puede equipararse al de la construcción del Estado de bienestar en un sentido socialdemócrata, sino que encaja más bien en la política conservadora de garantizar una mínima Seguridad Social para todos, con el fin de mantener la paz social. Hay una política social conservadora que busca tan sólo la paz y la estabilidad sociales, y otra socialista que quiere además la redistribución de la riqueza y la nivelación social.

			Las causas que han llevado al derrumbamiento del Estado de bienestar son muy complejas; reducidas a las esenciales, cabe mencionar las siguientes. La primera y fundamental está directamente ligada al hecho de que ha finalizado el pleno empleo que, como una excepción en la historia del capitalismo, se consiguió durante dos decenios de reconstrucción en la posguerra. En los países en que se alcanzó el pleno empleo quedó de manifiesto sus implicaciones gravísimas para el modo de producción establecido: las reivindicaciones sociales, así como la capacidad de lucha, crecen exponencialmente cuando se tiene un puesto de trabajo seguro. En cambio, nada disciplina tanto al asalariado como la perspectiva de perder el puesto de trabajo; perspectiva que a su vez reduce todas las aspiraciones a conservarlo: con el pleno empleo han desaparecido las ambiciones a la cogestión o participación en las empresas.

			El pleno empleo refuerza la posición del empleado y debilita la del empleador. En cambio, el paro disciplina al asalariado, sin otra reivindicación que conservar el puesto de trabajo. Pues bien, el desarrollo tecnológico facilita las cosas al empresario, al independizarle de la mano de obra, ya que necesita cada vez menos, aunque cada vez mejor preparada. Se produce un desarrollo tecnológico, en cuanto beneficia y en las condiciones que beneficia al inversor: es una de las fuentes del vigor del capitalismo. La permanente revolución tecnológica cuestiona permanentemente el pleno empleo, que para el dueño del capital aparece como el mal mayor, dado el proceso de redistribución que pone en marcha.

			Quiero mencionar en segundo lugar, una causa que se suele considerar como la principal, y que yo, sin embargo, estimo derivada de la anterior: el desarrollo del Estado de bienestar termina por chocar con los límites financieros del Estado. El Estado de bienestar se derrumba porque se convierte en impagable: el déficit del Estado supera con mucho lo que parece soportable. Y ocurre así porque el Estado, con el aumento del paro, tiene que financiar a un grupo social cada vez más voluminoso, y sobre todo permanente, que consume gran parte de los recursos disponibles, sin fondos ya para una política social de mayor vuelo.

			Una tercera causa, estaría en la tendencia de burocratizar sus servicios, que el Estado de bienestar puso de manifiesto, de modo que resultaban cada vez más caros y menos eficientes, a la vez que marginalizaba a una parte de la población, dispuesta a vivir por generaciones de la ayuda social. En fin, habría que mencionar un cambio en los valores referenciales, que en los sectores medios que son los que producen opinión, hace que la libertad se anteponga a la seguridad y lo privado, a lo público.

			
3. EL SOCIALISMO A FINALES DEL SIGLO XX


			El crecimiento del paro en los años ochenta y noventa, hasta estabilizarse a un nivel alto, convierte en quimérico el pleno empleo, la primera reivindicación del modelo socialdemócrata, a la vez que la crisis financiera del Estado obliga a un desmontaje progresivo del Estado de bienestar. Pero antes de que la crisis económica pusiese de manifiesto la fragilidad de la socialdemocracia, al quebrar el keynesianismo en que se había sostenido, la guerra de Vietnam, expresión extrema del tipo de relación existente entre el mundo industrializado y el subdesarrollado, había roído la legitimidad moral de las democracias occidentales, al menos en la conciencia estudiantil. Todo esto lleva a que, frente al modelo socialdemócrata del norte de Europa que había acabado por disolverse en un liberalismo socialmente avanzado, emergiera desde comienzos de los setenta un modelo nuevo de socialismo en el sur de Europa, que tanto por la coherencia de sus planteamientos, como por contar Francia entre los países de la región mediterránea con las mejores condiciones económicas, sociales y culturales para llevar adelante un cambio de modelo de sociedad, tiene en Francia su eje central.

			Antes de describir sucintamente este modelo hay que prestar alguna atención al contexto político en el que surge, que en la izquierda francesa se resume tanto por la congelación del partido comunista —que a diferencia del partido comunista italiano, no logra desprenderse de su pasado estalinista— como por el desmoronamiento del socialismo establecido. El guymolletismo, imperante desde 1946, había llevado al socialismo francés a sus mínimos: la SFIO obtuvo el 23 por 100 de los sufragios en 1945; en 1956, el 15,4 por 100; en 1962, el 12,7 por 100 y en 1969, el 5 por 100, decreciendo en la misma proporción el número de afiliados. La política de Guy Mollet en la IV República —un discurso marxista de izquierda al que seguía una práctica oportunista, orientada exclusivamente al poder— había conseguido desacreditarse por completo con el apoyo a la intervención en la crisis del canal de Suez, a la guerra de Argelia y luego al general de Gaulle. En la renovación del socialismo francés desempeñaron un papel primordial los distintos grupos que, dentro o fuera de la SFIO, se habían mostrado distantes, o abiertamente críticos, del socialismo oficial.

			Para entender la política realizada por los socialistas a partir de junio de 1981, hay que tener muy en cuenta las muy distintas corrientes ideológicas que confluyeron en el congreso unificador de Épinay (1971): el viejo aparato de la SFIO, la derecha reformista desplazada por el aparato, los grupos de izquierda procedentes del PSU y de CERES, los progresistas que recogen la tradición radical-socialista, que tan cabalmente representa el que iba a ser elegido primer secretario de los socialistas franceses, François Mitterrand. Tres son los logros principales del congreso de Épinay, dándole su verdadera dimensión histórica. 1. Se rompe con el principio mayoritario en la elección de los órganos directivos del partido, aceptándose la representación proporcional. Todas las corrientes que hayan obtenido al menos el 5 por 100 de los votos estarán representadas en la dirección. Cualquier proyecto de renovación tenía que empezar por la democratización interna, tanto para recuperar la credibilidad en la sociedad como para convertir al partido en un instrumento útil para el cambio. 2. Se afirma inequívocamente la autonomía del proyecto socialista y se insiste en que se aspira a la hegemonía social en la «unidad de la izquierda» que se pretende, es decir, un programa y una acción concertados con los comunistas. 3. Se toma la decisión de llevar a cabo una renovación profunda de la ideología «en base a un programa de gobierno que tenga por misión la transformación socialista de la sociedad».

			En un repaso de los textos ideológicos fundamentales del socialismo francés renovado, desde el Programa común de gobierno de 1972 hasta el Proyecto socialista de 1980, difícilmente encontraremos una sola idea original. Lo nuevo y, si se quiere, lo sorprendente, no consiste en la síntesis brillante de diversas ideas claves del acervo común del socialismo democrático, sino el que se proponga como programa de acción de un partido que está a punto de llegar al poder en un país altamente desarrollado del corazón de Europa. Lo que identifica al socialismo francés renovado es una estrategia de «ruptura con el capitalismo» que, a pesar de la ambigüedad implícita en sus diversas versiones —«transformación socialista de la sociedad», «cambio de modelo de sociedad», «cambio de la sociedad»— apunta a lo que desde sus orígenes ha consistido en la razón de ser del socialismo, construir una sociedad nueva que no responda a la lógica del capitalismo.

			Frente a la socialdemocracia del norte, el socialismo francés insistía en que era inevitable una «ruptura» para iniciar el camino de la transición; frente al leninismo, recalcaba el carácter democrático de esta ruptura. No bastaba con la conquista democrática del poder del Estado; lo decisivo era llevar a cabo un cambio radical en la relación de fuerzas entre las clases, de modo que, asentadas reciamente las bases de un nuevo equilibrio social, cupiera el desarrollo paulatino de un fuerte movimiento popular participativo, del que, en último término, dependería la transformación profunda del orden establecido. Ni estatismo ni libertarismo, sino un socialismo que combina y potencia la acción estatal y la acción social.

			Las medidas de carácter estructural que se consideraron imprescindibles para que se produjese la ruptura son las siguientes: 1. Nacionalización —no mera estatalización— de los bancos y de aquellas empresas industriales que, por su tamaño o posición, ejercieran un poder excesivo. 2. Reorganización social de la empresa, comenzando por dar ejemplo en el sector nacionalizado, abriendo así una perspectiva realista para la autogestión. 3. Descentralización y democratización del aparato del Estado para que a su mayor poder económico correspondiese un mayor control social. 4. Redefinición del papel del Estado en las relaciones económicas internacionales, tanto para limitar la dependencia de los centros mundiales de poder económico, como para establecer nuevas formas de cooperación con los países subdesarrollados. 5. Centrar la política económica sobre una sola prioridad: restablecer el pleno empleo, eliminando los obstáculos que se insertan únicamente en la lógica capitalista; política que no se opone, sino que se complementa, con una que apoye a las pequeñas y medianas empresas, liberándolas de su actual supeditación al gran capital transnacional.

			
VII. CRISIS Y FUTURO INCIERTO DEL SOCIALISMO

			Nada más opuesto al programa que se había dado el socialismo francés renovado que la política que puso en práctica. Después de unos primeros escarceos fracasados, tira por la borda críticas y propuestas alternativas, insertándose en la práctica de una socialdemocracia que arrastraba su decadencia desde mediados de los setenta, debido principalmente al descenso de la productividad en una economía cada vez más internacionalizada, y al deterioro de los servicios sociales, cada vez más burocratizados, es decir, de peor calidad y más caros. La crisis del modelo socialdemócrata en los setenta se había puesto de manifiesto en la confluencia, reforzándose mutuamente, de la inflación y el paro. La solución británica a la crisis consistió en dar paso a un gobierno conservador ultraliberal que se encargó de desmontar el Estado laborista de bienestar. En Alemania, el gobierno de Helmut Schmitt, con tal de mantener una inflación baja, asumió un aumento del paro. En Austria, y sobre todo en Suecia, con gobiernos socialdemócratas durante largos años, se intentó paliar la crisis negociando salarios y costes sociales con los sindicatos.

			Después del desplome, tan repentino como inesperado del socialismo real (1989-1991), la cuestión, ampliamente debatida dentro y fuera de los partidos socialistas, es calibrar cómo semejante catástrofe ha de afectar —a corto y largo plazo— a las otras ramas del socialismo. Porque por grandes que hayan sido las diferencias —y han sido inmensas— la socialdemocracia y el comunismo soviético provienen de un tronco común, el marxismo. Desde los años treinta de la centuria decimonónica la izquierda en Europa se ha identificado con el socialismo, sea éste uno libertario, marxista, o cristiano, pero en fin de cuentas, socialismo, y así como se han fortalecido mutuamente con sus victorias, sufren en común sus derrotas. Además, la derecha ha insistido hasta la saciedad en la común procedencia —por lo demás, innegable— y, en consecuencia —aquí radica la falacia, no por partir del mismo punto hay que llegar al mismo sitio—, común destino de todas las formas de socialismo: «todos los caminos del socialismo llevan a Moscú», es decir, a la esclavización de la persona. Durante decenios la derecha ha recalcado la unidad sustancial de todos los tipos de socialismo, distinguiendo a partir de un modelo duro y puro, que sería el soviético, otros más utópicos e irrealistas, el anarquismo, o más blandengues y contradictorios, la socialdemocracia, pero en el fondo se trataría de diferentes grados de un mismo error fundamental: suponer que la eliminación de la propiedad privada de los bienes de producción llevaría consigo la emancipación de la humanidad, cuando en realidad comportaría su esclavitud.

			De este planteamiento se desprende un corolario que goza de amplia aceptación: la caída del comunismo ha de arrastrar consigo a los demás tipos de socialismo, de modo que de tan variada gama, no logrará sobrevivir ninguno. Impresiona comprobar que intelectuales de talla que hasta hace poco funcionaron casi como portavoces del socialismo, anuncien hoy a los cuatro vientos su final definitivo. En el socialismo clásico la cuestión central de la libertad y de la democracia se había asociado a la superación de la propiedad privada de los bienes de producción, el «acto revolucionario par excellence», como dijera Engels. El desplome del comunismo soviético arrumbaría este dogma a las cloacas de la historia.

			Hace muchos años que el socialismo democrático se había desprendido formalmente de este error garrafal; en la práctica, incluso desde el «reformismo» bernsteiniano a finales de siglo. El derrumbamiento de un dogma que no había compartido, así como el desplome de un sistema que había criticado acerbamente desde sus comienzos, ratifican, por lo pronto, el mensaje central del socialismo democrático: la cuestión básica, no es la de la propiedad privada, sino la de la democracia, y ésta puede verse cercenada hasta desaparecer, tanto con un orden social que ampare la propiedad privada, como con uno que la haya eliminado. Por consiguiente, la cuestión fundamental no es la de la propiedad, como pensó el socialismo durante un siglo, sino la de la democracia, como ha subrayado el socialismo, por eso llamado democrático, desde hace más de medio siglo.

			Ahora bien, un cariz toman las cosas en teoría, y otro, a veces muy distinto, muestran en las formas concretas que configuran la realidad social, tal como se sedimenta en la opinión de las gentes. Aprehender la distancia entre lo que es, lo que aparece y lo que parece constituye una de las tareas fundamental de la ciencia social. De los dos últimos planos —de la apariencia y de la opinión— provienen las dificultades que explican la ambivalencia con que el socialismo democrático encara el hundimiento del comunismo con su viejo dogma, no exclusivamente marxista, de que la cuestión clave sería la de la propiedad. Por un lado, la socialdemocracia se ratifica en sus supuestos básicos —se confirman el análisis que había hecho y la política realizada— por otro, se siente muy debilitada por los puntos de contacto, reales o inventados —la gente no se para en distingos— que se le atribuye con el llamado «socialismo real», ya casi sin fuerzas para resistir el vendaval antisocialista que comprensiblemente arrecia después de la historia vivida. El socialismo, tanto en la teoría como en la práctica, no sale de su desconcierto, pero los problemas reales de opresión, injusticia, desigualdades, que trató de corregir en el pasado, siguen carcomiendo las sociedades europeas, de modo que continuará buscando soluciones, ojalá sin volver a caer en el espejismo de una solución global.
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					1 Explicar la Revolución francesa como la primera y modélica «revolución burguesa» es ya una interpretación marxista que es difícil sostener desde la historiografía actual —véase, François FURET, Pensar la Revolución francesa— pero no por ello deja de ser la concepción que influyó de manera decisiva en el pensamiento socialista hasta los años setenta del siglo XX. Para una interpretación marxista de Babeuf, véase Claude MAZAURIC, Babeuf y la conspiración por la igualdad, París, 1962.

				

				
					2 Parece oportuno fechar el origen de la sociología, siguiendo a Emile Durkheim, en la obra tan estrambótica como genial de Claude-Henri de Rouvroy, conde de Saint-Simon (1760-1825). Emile DURKHEIM, «Critiques de Saint-Simon et du Saint-Simonisme». En: Le Socialisme, París, 1927.

				

				
					3 En las luchas entre marxistas y anarquistas, la Primera Internacional desaparece en 1876, pocos años después del aplastamiento de la Comuna. Después de la muerte de Marx en 1883 y ya sin integrar a los anarquistas, se constituye la Segunda Internacional en París en 1889. Para el estudio de las Internacionales, véase Julius Braunthal, 1971.

				

				
					4 Fecha de fundación de los partidos socialistas más importantes: en 1874 el austríaco (SPÖ); en 1875, el alemán (SPD), en 1885 el belga (POB); en 1888, el español (PSOE); en 1889, el sueco (PSS), en 1892, el italiano (PSI); en 1898, el ruso (POSDR).
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